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RESUMEN 

El presente trabajo de investigación lleva por título: Estándar probatorio y el derecho a la 

presunción de inocencia en delitos contra la indemnidad sexual del distrito judicial de 

Tacna, 2021, tuvo como objetivo general determinar la relación entre el estándar 

probatorio de la imputación en los delitos contra la indemnidad sexual y el derecho a la 

presunción de inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021. En cuanto a la 

metodología se trató de una investigación tipo básico, nivel relacional, diseño no 

experimental y reojo de datos de tipo transversal, aplicando como instrumento dos 

cuestionarios para la medición del estándar probatorio de la imputación en los delitos 

contra la indemnidad sexual y el derecho a la presunción de inocencia. La población 

estuvo conformada por 127 operadores jurídicos de la ciudad de Tacna, aplicándose un 

muestreo por conveniencia. Se empleó un paquete de análisis descriptivo e inferencial a 

través de la prueba de hipótesis. En cuanto a los resultados, el estándar de prueba en los 

delitos contra la indemnidad sexual fue calificado como insuficiente por el 64 % de los 

operadores del Derecho encuestados presentando diversos defectos en cuanto a la 

suficiencia probatoria, el nivel de aplicabilidad de principios probatorios y la naturaleza 

de estándar único; en el caso de la presunción de inocencia fue calificado como 

insuficiente por el 55 % de la muestra, presentando diversos defectos en cuanto al 

principio de inviolabilidad, presunción de inocencia material y regla de juicio. Se 

concluyó que existe una relación significativa entre el estándar probatorio de la 

imputación en los delitos contra la indemnidad sexual y el derecho a la presunción de 

inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021.  

Palabras clave: Estándar probatorio, presunción de inocencia, investigación e 

indemnidad sexual.   
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ABSTRACT 

The present research work is entitled: Evidentiary standard and the right to the 

presumption of innocence in crimes against sexual indemnity of the judicial district of 

Tacna, 2021, had as a general objective to determine the relationship between the 

evidentiary standard of the imputation in the crimes against sexual indemnity and the right 

to the presumption of innocence in the judicial district of Tacna, in the year 2021. 

Regarding the methodology, it was a basic type of investigation, relational level, non-

experimental design and cross-sectional data, applying as an instrument two 

questionnaires to measure the evidentiary standard of the imputation in crimes against 

sexual indemnity and the right to the presumption of innocence. The population consisted 

of 127 legal operators from the city of Tacna, applying a convenience sample. A 

descriptive and inferential analysis package was used through the hypothesis test. 

Regarding the results, the standard of proof in crimes against sexual indemnity was 

qualified as insufficient by 64 % of the surveyed participants, presenting various defects 

in terms of probative sufficiency, the level of applicability of evidentiary principles and 

the nature of the evidence. single standard; in the case of the presumption of innocence, 

it was qualified as insufficient by 55 % of the sample, presenting various defects in terms 

of the principle of inviolability, presumption of material innocence and rule of judgment. 

It was concluded that there is a significant relationship between the evidentiary standard 

of the imputation in crimes against sexual indemnity and the right to the presumption of 

innocence in the judicial district of Tacna, in the year 2021. 

Keywords: Evidence standard, presumption of innocence, investigation and sexual 

indemnity 
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INTRODUCCIÓN 

 

El presente trabajo de investigación tiene como objetivo analizar la relación entre 

el estándar probatorio y el derecho a la presunción de inocencia en delitos contra la 

indemnidad sexual. La investigación se enfocará en examinar cómo el estándar probatorio 

utilizado en estos casos afecta el derecho fundamental de toda persona a ser considerada 

inocente hasta que se demuestre lo contrario. 

 

La presunción de inocencia es un principio fundamental del derecho penal que 

garantiza que toda persona acusada de un delito tiene derecho a ser tratada como inocente 

hasta que se pruebe su culpabilidad más allá de toda duda razonable. Sin embargo, en 

casos de delitos sexuales, el estándar probatorio puede ser particularmente desafiante, lo 

que puede llevar a que se ponga en riesgo el derecho a la presunción de inocencia. 

 

Para abordar este tema, la tesis se estructurará en los siguientes capítulos: 

 

Capítulo I: Planteamiento del problema. En este capítulo, se presentará el 

problema que se aborda en la investigación, se definirán los conceptos clave relacionados 

con el estándar probatorio y el derecho a la presunción de inocencia, se explicará la 

relevancia del tema y se plantearán las preguntas de investigación. 

 

Capítulo II: Marco teórico. En este capítulo, se revisarán las principales teorías y 

conceptos relacionados con el derecho a la presunción de inocencia y el estándar 

probatorio en delitos sexuales, así como las normativas internacionales y nacionales que 

regulan este tema. 

 

Capítulo III: Metodología. En este capítulo, se describirá la metodología utilizada 

para llevar a cabo la investigación, incluyendo el tipo de investigación, la población y 

muestra, las técnicas de recolección de datos y el análisis estadístico. 
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Capítulo IV: Resultados. En este capítulo, se presentarán los resultados obtenidos 

a partir de la aplicación de la metodología descrita en el capítulo anterior. Se analizarán 

los datos recolectados y se discutirán las principales conclusiones. 

 

Capítulo V: Discusión. En este capítulo, se discutirán los resultados obtenidos en 

relación con las preguntas de investigación planteadas y se compararán con la literatura 

revisada en el marco teórico. 

 

Conclusiones. En este capítulo, se presentarán las conclusiones generales de la 

investigación, incluyendo las limitaciones del estudio y las implicaciones prácticas y 

teóricas. 

 

Referencias: Finalmente, se presentarán las referencias bibliográficas utilizadas 

en la elaboración de la tesis. 
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CAPÍTULO I 

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

 

1.1 DESCRIPCIÓN DEL PROBLEMA 

 

1.1.1 Antecedentes del problema 

La Corte Europea de Derechos Humanos (2015) fijó el estándar de probanza 

cuando se encuentra frente a una caso de violencia sexual y donde los hechos imputados 

no pueden ser objetos de prueba directa a través de elementos probatorios, verbigracia, 

con elementos de prueba de tipo físico, biológico, propiamente pericial y técnicos, siendo 

probable recurrir a la prueba, a fin de dar una explicación y conformar un nexo explicativo 

en base a un hecho imputado relacionado con la comisión de violencia de tipo sexual, ya 

que, por la particularidad de este tipo de delitos, tales como la clandestinidad y de mano 

propia, cuenta con modalidades típicas de alta lesividad y ofensividad social. Desde esta 

perspectiva, se comprende la importancia de un estándar probatorio con criterios claros 

de decisión, a través de los cuales se logre invalidar legítimamente la presunción de 

inocencia, en base a una prueba relevante, suficiente y conducente, contribuyendo a la 

administración de justicia bajo parámetros de predictibilidad y buena toma decisiones 

judiciales (Cerqueira, 2018). 

 

La doctrina internacional ha señalado que el proceso puede pensarse como un 

encadenamiento para la asunción de determinaciones judiciales, siendo vital la necesidad 

de establecer o fijar mecanismos que reduzcan significativamente la incertidumbre acerca 

de los hechos a fin de establecer la verdad judicial, ya que ya que el conjunto de procesos 

para la asunción de determinaciones judiciales a nivel judicial es un proceso de asunción 

de decisiones que cuenta con filtros de tipo técnico (admisibilidad) sin embargo, la 

naturaleza decisional y fundamentalmente cognitiva no se diferencia mucho de otros 

procesos de asunción de determinaciones judiciales, salvo por el establecimiento de 

criterios valorativos en el marco de un sistema para valorar la prueba. (Taruffo, 2019; 
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Ferrua, 2017) 

 

La normativa peruana y la jurisprudencia emanada ha señalado diferentes 

directrices acerca de la convicción con respecto a los estadios procesales; ello, en 

concordancia con el mayor nivel de convicción que debe poseer el juez para tomar la 

decisión final, sea condenatoria o absolutoria. Sin embargo, debido a su desconexión, 

fragmentariedad y discontinuidad, no obedecen a una evolución doctrinal del concepto 

de estándar y no llegan al grado de sistematicidad requerido, por lo que, a nivel nacional, 

no se tiene un estándar probatorio específico e integrado para llevar a cabo valoración de 

los datos probatorios dentro del ámbito de los delitos contra la intangibilidad sexual o 

indemnidad, necesidad que ha sido advertida por un amplio sector de la doctrina nacional 

(Peña, 2016; Sucari, 2022; Ugarriza, 2021). 

 

A nivel nacional, el informe dentro de un informe sobre indicies e incidencia de 

actos sobre violencia de tipo sexual de nuestro país, la Defensoría del Pueblo (2018) 

señaló como principales falencias del sistema judicial peruano la ineficacia de la 

investigación, la extemporaneidad de su actuación y las condiciones poco adecuadas de 

declaración de la víctima, poniéndose particular énfasis en la falta de criterios claros y 

sistemáticos para llevar a cabo la valoración probatoria. Asimismo, según Instituto 

Nacional de Estadística e Informática (2019) en un informe sobre salud sexual de la 

población peruana entre los años 2012 y 2019 , relevó que existen 2 mil 241 personas 

bajo sentencia condenatoria por el delito contra la libertad sexual en su faceta de 

indemnidad, de los cuales el 24,9 % fue por el delito contra el pudor en menores de 14 

años y 40,5 % por violación sexual a menores de 14 años de edad, con lo cual se puede 

sostener que la frecuencia de crecimiento es de 206 a 210 respecto al año anterior. 

Asimismo, en cuanto a la etapa de desarrollo que atraviesan los sentenciados, se pudo 

verificar que más de 62 % son adultos y jóvenes.  

 

Esta problemática se acentúa al advertir que el número o cifra de casuística 

referida al abuso sexual de menores de edad en el año 2020 se ha incrementado a 12 457 

donde la victimización de niñas asciende al 79 %. Asimismo, se advierte que diferencia 

entre los casos denunciados y los que obtienen un pronunciamiento definitivo de la 
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judicatura arroja una cifra de razón entre 1 de cada 3 casos. A ello debemos agregar que 

las políticas de reparación y tratamiento de víctimas de violación sexual se encuentra 

desarticulado, perjudicando a las víctimas y propiciando la revictimización terciaria, la 

que repercute sobre la funcionalidad del individuo y el estigma social (Defensoría del 

pueblo, 2021) 

 

La finalidad del proceso es la instauración de una verdad judicial, por tanto, la 

normativa procesal provee de una serie de directrices que han de ser cumplidas por las 

agencias de persecución del Estado, y un conjunto de reglas acerca de los medios 

probatorios y los medios de prueba, los cuales constituyen la base sobre la cual trabajará 

el juzgador a efectos de instaurar la verdad judicial. Sin embargo, es sabido que la norma 

procesal no provee al juzgador de un estándar de prueba, la cual es tarea de la 

jurisprudencia y la doctrina. Al efecto, el estándar de prueba hace referencia a los límites 

dentro de los cuales se puede establecer niveles de convicción con respecto a los hechos.  

 

Bajo esta línea de trabajo, Espinoza (2019) sostiene que el esquema de valoración 

libre del material probatorio, al que se adhiere el sistema peruano, supone la instauración 

de límites a la misma y por tanto de sustanciación material por medio de estándares 

probatorios preestablecidos a fin de incrementar la racionalidad de la toma de decisión a 

nivel judicial. 

 

Asimismo, Ferrua (2017) señala que los estándares probatorios son más exigentes 

en materia penal que en cualquier otra materia, por lo que es un campo del derecho 

probatorio de suma importancia, pues se discute sobre la libertad de una persona humana 

involucrada en un hecho delictivo. De la misma manera, tal como señala la doctrina 

internacional (Ferrer, 2007; Reyes, 2015; Taruffo, 2019) los estándares de prueba tienen 

su razón de ser en la incertidumbre a la que puede estar sujeta un sistema de libre 

valoración, sin embargo, dicha incertidumbre es susceptible de ser contralada o por lo 

menos prevista e insertada dentro de la ecuación de decisión judicial, estableciendo 

parámetros de error permitido. Esta realidad, no exime de errores a los operadores 

judiciales, más aún reconoce y revalora la presencia del yerro en la toma de decisiones, 

pero bajo criterios predictivos que permitan la instauración de un margen de error que 
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fortalezca la racionalidad del criterio del operador judicial.  

 

Por tanto, el proceso penal, al configurarse como un encadenamiento de toma de 

decisiones que buscan maximizar su eficacia por medio de la reducción de la 

incertidumbre, busca su punto de apoyo en la prueba, la cual es ofrecida con la finalidad 

de dilucidar la verdad de los hechos y establecer la verdad oficial a través de la decisión 

del juzgador. Ello emana directamente de un mecanismo procesal  que asegura que debe 

existir un grado de certeza para condenar a una persona. De esta forma se configura el 

estado de inocencia el cual es una presunción denominada de iuris tantum, es decir, un 

estado válido en tanto no se pruebe lo contrario, es decir, en tanto no se acredite la 

culpabilidad del imputado.  

 

Espinoza (2019) es de la idea que esta presunción sobre la inocencia del individuo 

se configura a partir de la reforma liberal y breva su contenido del principio de libertad 

personal, la cual apunta a limitar la potestad de castigar del soberano, el cual tiene su 

límite en la verdad y realidad de los hechos, por tanto, en tanto no se establezca una verdad 

sobre los hechos invocados, dicha potestad punitiva debe reprimirse y limitarse, 

denominándosele posteriormente racionalidad de la pena. 

 

Por ello, podemos decir con Bustamante et al. (2018) que esta presunción sobre 

la inocencia de la persona evoluciona y se fortalece a través de la instauración del nuevo 

modelo de tipo acusatoria adversarial, el cual desplaza el concepto de culpabilidad 

graduada hacia una culpabilidad tasada, y es que el antiguo modelo presumía que el 

acusado era inocente en algún grado durante el proceso, por lo cual podía ser sometido a 

tratos inhumanos para poder hacer brotar la confesión, la cual era considerada reina de la 

prueba, mientras que el nuevo sistema, al investir al acusado de la presunción de ser 

inocente, el juzgador no podía infringirle tratas acorde a su estatus procesal. Por tanto, 

desde un origen la presunción de inocencia tiene una función limitativa del poder de 

castigar del soberano y, por otra parte, la de fungir como regla procesal para la extracción 

de prueba.  

 

Dentro de la doctrina penal contemporánea, la evolución de la presunción de 
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inocencia, ha desembocado en el desarrollo de dos manifestaciones bien diferenciadas a 

lo largo del proceso: a) como una regla de juicio y b) como una regla probatoria. Ambas, 

como es de verse se relacionan con el estándar probatorio, ya que por medio del juicio se 

busca crear convicción en el juzgador y por medio de la actividad probatorio sentar las 

bases de la verdad formal que finalmente será sancionada por el juzgador: a) desde una 

óptica procesal, se presenta como una regla de juicio, pues sobre este recae el deber de 

motivación de las sentencias las cuales deben evitar valoraciones arbitrarias o irracionales 

de la prueba.; y, b) desde un aspecto probatorio, el principio de estado de presunción de 

inocencia se constituye en regla probatoria.  

 

En ese sentido, Ferrer (2007) señala que la invalidación de la presunción de 

inocencia debe tener por base el cumplimiento de varias condiciones de corte 

procedimental y con efectos puramente probatorios, a fin de poder derribar esta 

presunción, entre los que podemos mencionar: a) debe determinarse al término de un 

proceso metódico y ordenado donde se haya podido advertir la presencia del despliegue 

de una actividad probatoria mínima; b) debe determinarse a través de una prueba de cargo, 

es decir, donde el onus probandi recaiga en la parte que enuncia la hipótesis 

incriminatoria; c) materializada al interior de un proceso adversarial; y d) obtenida a 

través de medios legales o sancionados constitucionalmente, bajo el resguardo de los 

derechos de la persona y sin infringir algún mandato constitucional.  

 

Las reglas llamadas presunciones forman parte de un conjunto de asunciones o 

conceptos que tienen validez y virtualidad en tanto, algunas de las partes adversarias, no 

logre negarla o se presenta una situación de déficit de información que impida asumir una 

decesión judicial condenatoria (Ferrer, 2007). Por ello, este principio es uno de los 

derechos sancionados constitucionalmente sobre el cual el aparato penal y sancionador 

basa la racionalidad del ius puniendi estatal. Este derecho tiene por finalidad salvaguardar 

que el estatus de inocencia irradie todos sus efectos sobre aquellos imputados cuya 

culpabilidad no ha sido acreditaba, por lo que se posiciona como regla de juicio y 

valoración probatoria.  
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1.1.2 Problemática de la investigación 

Durante mi desempeño profesional dentro del campo del Derecho, he podido 

observar que los operadores del Derecho y demás sujetos involucrados en la actividad 

probatoria trabajan bajo el presupuesto de que la finalidad del proceso es el 

establecimiento formal de los hechos, por tanto, más que la averiguación de una verdad 

ontológica se trata de una construcción en base a la evidencia admitida, de una realidad 

procesal, esta adquiere grado de certeza a través de la decisión judicial, la que parte de la 

convicción a partir de lo ofrecido por las partes. De esta manera, la prueba tiene por 

objetivo la determinación de los propios hechos. Dentro del proceso penal, al igual que 

en la totalidad de los procesos judiciales, podemos observar la presencia de la toma de 

decisiones, la cual busca incrementar su eficacia en base a la mayor cantidad de 

información posible. Sin embargo, la información “posible” en realidad es la cantidad de 

prueba “admitida” la misma que se recaba a partir de la cumplimentación y satisfacción 

de una serie de condiciones para su validez formal y sustancial y, que al no existir un 

estándar que logre regular este razonamiento, se torna arbitrario y se presta a la 

discrecionalidad del operador. 

 

Entre los factores que causan la presente problemática, podemos mencionar: no 

se ejerce un efectivo control jurisdiccional, es decir se realiza una aplicación estricta poco 

estricta de la norma procesal y la salvaguarda de los derechos que asisten a la persona 

imputada de un resultado sancionado penalmente. De esa manera, muchos procesos se 

retrotraen por medio de la invocación de nulidades procesales y tutela de derechos. Por 

otro lado, podemos advertir la presencia de una ausencia de estándar claro, y en alguna 

medida de un doble estándar al momento de valorar la declaración del imputado, ya que 

el juez penal trata la declaración del imputado como medio probatorio y como medio de 

prueba, flexibilidad que no tiene un fundamento claro al momento de realizar la 

valoración de los datos probatorios. 

 

De esta manera, entre las principales consecuencias prácticas del siguiente 

problema podemos mencionar la afectación de los principios de corte procesal como 

oralidad, publicidad y contradicción, corriéndose el riesgo sobreviniente de que el proceso 
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sufra retrasos por medio de la invocación de una tutela de derechos y una merma de la 

motivación interna y/o externa de la resolución. Se afecta la verdad procesal. Por otro 

lado, la ausencia o instauración empírica y asistemática de un doble estándar al momento 

de valorar la declaración del imputado, perjudicando y oscureciendo la tratativa de la 

declaración del imputado al ser disímil con respecto a si se trata de un medio de prueba o 

un medio probatorio afecta la motivación de la resolución. 

 

En síntesis, se presentan una serie de circunstancias como los actos de 

investigación extemporáneos e inconducentes, falta de control jurisdiccional sobre el 

control probatorio y un estándar de prueba indeterminado que terminan por socavar los 

mecanismos que tiene por finalidad maximizar la toma de decisiones dentro del proceso 

judicial, específicamente, la regla de presumir el estado inocencia en tanto no se pruebe 

lo contrario. En ese sentido, el estándar de la prueba implementa filtro mediante los cuales 

se busca obtener un acervo probatorio relevante, conducente y con suficiente virtualidad 

para catalogar un hecho considerado como delictuoso. 

 

Habiendo señalado la ausencia problemática de un estándar de prueba que logre 

reunir reglas para materializar el proceso de valoración de datos probatorios en los 

puntuales casos de delitos contra la indemnidad sexual que, por sus particulares 

características (clandestinidad, propia mano, etc.), ameritan un pronunciamiento o 

regulación que logre integrar un sistema de valoración para estos casos, a fin de canalizar 

la respuesta célere y predictible de los juzgados. Por ello surge la necesidad de analizar: 

“El estándar probatorio de la imputación en los delitos contrala indemnidad sexual y su 

relación con el derecho a la presunción de inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el 

año 2022”. 

 

1.2 FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 

1.2.1 Problema general 

¿Cuál es la relación entre el estándar probatorio de la imputación en los 

delitos contra la indemnidad sexual y el derecho a la presunción de 

inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021? 
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1.2.2 Problemas específicos 

a) ¿Cuál es la relación entre la suficiencia probatoria en los delitos contra la 

indemnidad sexual y el derecho a la presunción de inocencia en el distrito 

judicial de Tacna, en el año 2021? 

b) ¿Cuál es la relación entre la aplicación de principios procesales en los 

delitos contra la indemnidad sexual y el derecho a la presunción de 

inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021? 

c) ¿Cuál es la relación entre el estándar único de valoración en los delitos 

contra la indemnidad sexual y el derecho a la presunción de inocencia en el 

distrito judicial de Tacna, en el año 2021? 

 

1.3 JUSTIFICACIÓN E IMPORTANCIA 

1.3.1 Justificación 

La presente investigación se justificará de manera filosófica, epistemológica, 

ontológica, social, teórica, práctica, metodológica y jurídica. Asimismo, se sostendrá en 

un vacío de conocimiento sobre el tópico de interés, considerando la novedad, 

importancia y utilidad social de la misma.  

 

A nivel filosófico, esta investigación tiene por fundamento la búsqueda del 

conocimiento a través de experiencia y las reglas de la razón, asumiendo que es posible 

el conocimiento objetivo mediante la observancia de una metodología, por tanto, se 

adhiere a un paradigma positivista dentro de la filosofía jurídica. Asimismo, debemos 

señalar que este paradigma defiende que el Derecho sostiene una reflexión “totalizadora” 

sobre la realidad social, por tanto, se orienta a sistematizar ideas y categorías con la 

finalidad de poder solucionar problemas a nivel práctico, extrayendo su validez del 

contraste de las ideas con la realidad de los individuos (Vega, 2018). 

 

En el siguiente nivel análisis tenemos la ontología, la cual se sostiene sobre el 
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esquema del Derecho Positivo, la que, si bien se centra en estudiar el Derecho en tanto 

los aspectos normativos del sistema jurídico, profundiza en la racionalidad jurídica que 

fundamenta la validez de la norma. Esta justificación debe ser de corte racional, por tanto, 

en base a parámetros y verificables en un aspecto prescriptivo, y falsable desde un aspecto 

descriptivo (Amselek, 2016). 

 

De esta manera, en el campo del Derecho de la Prueba, del que desarrollaremos 

el aspecto del estándar probatorio, nos ceñimos al aspecto normativo relacionado con los 

filtros, criterios, lineamientos y directrices implementadas para dar validez, virtualidad 

probatoria y suficiencia a la evidencia y cómo esta se integra al proceso judicial a través 

de un examen racional y legal, buscando generar el convencimiento en el magistrado y 

propiciando una decisión motivada; de la misma manera, la presunción de estado de 

inocencia se enfoca desde una perspectiva garantista, concretamente como una regla de 

juicio para determinar la culpabilidad, por tanto, nos enfocaremos sobre la suficiencia de 

la prueba, para enervar los efectos de esta presunción que tiene respaldo constitucional e 

importantes repercusiones a nivel procesal.  

 

Asimismo, es pertinente mencionar la justificación a nivel epistemológico, ya que 

la presente investigación se sustenta sobre la postura epistemológica del racionalismo, el 

cual impera dentro de la epistemología jurídica y el derecho probatorio. Esta sostiene que 

el fenómeno probatorio no es un fenómeno estrictamente racional o valorativo, sino que 

rige por reglas procedimentales o procesales. De esta manera, no se puede comparar el 

proceso judicial a un proceso de investigación donde el investigador o juez toma 

decisiones íntegramente sobre la disponibilidad de información, datos y evidencia, ya que 

en el caso del proceso judicial entran a tallar los filtros, mecanismos de selección y 

minimización de errores, a saber, los requisitos de admisibilidad, las excepciones, tachas, 

y demás. Por tanto, este proceso de conocimiento no es equiparable al proceso de 

conocimiento común dentro del ámbito científico, por lo que tiene particularidades que 

deben ser atendidas. 

 

Así, la verdad que predomina dentro del proceso penal es la verdad formal o 

verdad judicial, siendo su umbral cognoscitivo “más allá de toda duda razonable” 
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(Aguirre-Román et al., 2020). Por otra parte, en el caso del principio de presunción del 

estado de inocencia, este surte efectos procesales relacionados con la carga de la prueba; 

por tanto, se fundamenta en la tesis de que la carga de la prueba debe desplazarse y 

conducirse a la parte que genera la acusación en materia penal, por lo que irradia efectos 

desde la admisión de la prueba hasta la decisión sobre el hecho (Bustamante y Palomo, 

2018). 

 

A nivel social, la presente pesquisa se justifica ya que busca resolver un problema 

desatendido por los actores involucrados, ya que las acciones que se han hecho en materia 

de estándar de la prueba, en la actualidad, se encuentra fragmentado y desarticulado, 

generando condiciones para la arbitrariedad y de decisiones judiciales que no se ajustan 

a los principios de razonabilidad y proporcionalidad. La ausencia de un estándar de 

prueba genera inseguridad jurídica, indeterminación y una disminución de la confianza 

de los recurrentes frente al sistema penal, ya que, al no contar con lineamientos claros 

sobre la valoración de los diferentes datos probatorios, se corre el riesgo de emitir 

pronunciamientos arbitrarios y faltos de racionalidad, lo que no hace sino deteriorar más 

la confianza en la institución penal, caracterizada por la intervención de última ratio ante 

el fallo de las demás agencias de control social.  

 

Con relación a la justificación teórica, esta pesquisa tiene por fundamento el 

enfoque garantista del derecho penal, el mismo que considera el estándar probatorio como 

el conjunto de principios, directrices y líneas de acción para la valoración de la prueba 

dentro de los procesos de toma de decisiones a nivel judicial. Dentro del contexto de 

valoración de los datos probatorios, el principio de estado de inocencia se manifiesta de 

una manera doble, como una regla de prueba y como una regla dentro del desarrollo del 

juicio. La primera manifestación apunta a la validez del despliegue probatorio de cargo 

en base al respecto irrestricto de todas las garantías procesales. Por otra parte, en cuanto 

a la regla de juicio, parte del desempeño de un papel importante dentro del proceso de 

valoración de los datos probatorios suponiendo la presencia de criterios imprescindibles 

a fin de que el juzgador consiga adoptar una decisión dentro de un caso. Por ello, el 

derecho a la presunción del estado de inocencia se direcciona hacia la sustanciación del 

onus probandi a la parte que enuncia la acusación, siendo además un criterio decisional 
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que el juez debe tomar en consideración exigiendo la absolución del imputado si se 

percibe que la actividad probatoria fue insuficiente para derribar válidamente el principio 

de presunción de estado de inocencia.  

 

Dentro de nuestro sistema penal nacional, el estándar de prueba, al no encontrarse 

regulado expresamente dentro del corpus penal, ha sido desarrollado en diferentes 

pronunciamientos a nivel jurisprudencial a través de la Sentencia Plenaria Casatoria N° 

1-2017, la misma que fija el estándar probatorio que requerido para las diferentes etapas 

procesales, en el entendiendo que cada una conlleva un mayor grado de fuerza 

epistemológica sobre el hecho bajo análisis. De esta manera, la presencia de un estándar 

de prueba apunta a la sustanciación del principio de legalidad penal, no tanto desde la una 

necesidad de fijar los límites de lo no permitido frente a la potestad del Estado para 

castigar el delito, sino para dar contenido positivo al derecho a la libertad que caracteriza 

al sistema liberal, que tiene por base la exigencia de legitimidad en todas las decisiones 

adoptadas por el Estado.  

 

En cuanto a la justificación práctica, esta investigación se justifica ya que busca 

solucionar un problema práctico que tiene repercusiones en la seguridad jurídica y en los 

aspectos clave de la motivación de las resoluciones judiciales, el cual es la ausencia de un 

parámetro para poder determinar el grado de sospecha fuerte relacionada a la imposición 

de medidas de coerción de naturaleza procesal. Por ello, la presunción de estado de 

inocencia al partir de la necesidad de establecer lineamientos claros para la valoración de 

los datos probatorios, regula también las reglas para la formación de la convicción 

judicial, elevando el umbral de motivación y permitiendo el escrutinio del razonamiento 

judicial que desembocó en dar mayor validez o peso decisional a determinados 

enunciados desarrollados sobre el proceso judicial en curso. 

 

Respecto a la justificación metodológica consideramos que la presente 

investigación se justifica ya que se emplearán instrumentos validados por el investigador, 

los cuales serán sometidos a procedimientos estadísticos para determinar su grado de 

fiabilidad y validez a través de técnicas consistentes con la naturaleza del fenómeno 

estudiado. Por otro lado, los resultados de la presente investigación se direccionan a 
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contribuir al cúmulo de conocimientos teóricos sobre la línea de investigación, buscando 

ser un antecedente investigativo útil para posteriores investigaciones con mayor 

profundidad y mayor complejidad metodológica.  

 

Con respecto a la justificación jurídica, debemos señalar que esta se basa en que 

los resultados obtenidos podrán ser útiles para la efectuar modificaciones en la legislación 

pertinente o ser empleados por otros investigadores cuyos trabajos posean un nivel e 

impacto mayor. El estándar probatorio peruano, desde un aspecto procedimental, contiene 

las normas atingentes a la admisibilidad, oposición, naturaleza y función de la prueba en 

el Código Procesal Penal, sin embargo, mas no se regulan los aspectos relacionados a los 

grados de certeza, ni criterios para valorarla de manera unívoca los datos probatorios en 

el ámbito de la delictividad contra la intangibilidad sexual, lo que provoca 

pronunciamientos disímiles y con defectos a nivel de motivación. 

 

Por estos motivos, consideramos que esta investigación busca llenar un vacío de 

conocimiento presente en nuestra normativa penal vigente, el mismo que hace referencia 

a la ausencia de un estándar de prueba en el ámbito de la delictividad contra la 

intangibilidad sexual y que tiene repercusiones directas sobre el respeto del derecho a la 

presunción del estado de inocencia, la predictibilidad de las decisiones judiciales y la 

confianza en el sistema de justicia.  

  

1.3.2 Importancia 

La importancia de la presente investigación recae sobre la vigencia de la 

problemática vigente, ya que existe un alto nivel de impunidad de los delitos contra la 

intangibilidad sexual, así como gran lesividad devenida de este tipo de accionar. Por otra 

parte, el problema de la ausencia de un estándar probatorio unificado dentro de nuestra 

legislación penal es un problema antiquísimo criticado y discutido por un sector de la 

doctrina nacional, evidenciando sus efectos prácticos a nivel procesal a través de 

nulidades y tachas. 

 

De esta manera, es necesaria un unificación o integración de los criterios para la 
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valoración de los datos probatorios dentro del ámbito de la delictividad sobre la 

intangibilidad sexual, ya que, por las características inherentes a este accionar delictivo, 

la actividad probatoria se restringe a la articulación de pruebas muy puntuales y precisas, 

restando la regulación de aspectos clave para su valoración.  

 

Por otro lado, podemos identificar que los principales actores beneficiados serán 

los operadores judiciales, específicamente, magistrados, quienes podrán verificar la 

ausencia de un estándar de prueba que permitan decisiones predictibles y razonables. 

Además, beneficiará a los abogados que ejerzan la defensa técnica dentro del ámbito de 

la delictividad contra la intangibilidad sexual, los cuales, podrán verificar la vigencia de 

esta problemática y sus consecuencias prácticas. 

 

1.4 ALCANCES Y LIMITACIONES 

En cuanto a los alcances, esta investigación aborda una problemática local de 

alcance nacional, por tanto, busca establecer la relación entre el estándar de prueba sobre 

la valoración de datos probatorios y su afinidad con el principio de estado de inocencia, 

valorando, a su vez, el vínculo entre las dimensiones de la variable acotada.  

 

En cuanto a las limitaciones, la principal será la coincidencia de horarios con los 

operadores del Derecho de la encuesta, ya que en razón de su actividad laboral, algunos 

serán abordados de manera virtual o remota; por otro lado, se debe valorar la 

agradabilidad social, la cual hace referencia a un fenómeno usual dentro de las 

investigaciones de tipo social, ya que el operadores del Derecho busca agradar al 

evaluador o a contestar de la manera más socialmente aceptada.  

 

 

1.5 OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN 

1.5.1 Objetivos generales 

Determinar la relación entre el estándar probatorio de la imputación en 

los delitos contra la indemnidad sexual y el derecho a la presunción de 

inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021. 
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1.5.2 Objetivos específicos 

a) Determinar la relación entre la suficiencia probatoria en los delitos 

contra la indemnidad sexual y el derecho a la presunción de inocencia 

en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021. 

 

b) Establecer la afinidad entre la aplicación de principios procesales en 

los delitos contra la indemnidad sexual y el derecho a la presunción de 

inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021. 

 

c) Conocer el vínculo entre el estándar único de valoración en los delitos 

contra la indemnidad sexual y el derecho a la presunción de inocencia 

en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021. 

 

1.6 HIPÓTESIS  

1.6.1 Hipótesis general 

Existe una relación significativa entre el estándar probatorio de la imputación en 

los delitos contra la indemnidad sexual y el derecho a la presunción de inocencia 

en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021. 

 

1.6.2 Hipótesis específica 

- Existe una relación significativa entre la suficiencia probatoria en los 

delitos contra la indemnidad sexual y el derecho a la presunción de 

inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021. 

- Existe una relación significativa entre la aplicación de principios 

procesales en los delitos contra la indemnidad sexual y el derecho a la 

presunción de inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021. 

- Existe una relación significativa entre el estándar único de valoración en 

los delitos contra la indemnidad sexual y el derecho a la presunción de 

inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021.
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CAPITULO II 

MARCO TEÓRICO 

 

2.1 ANTECEDENTES DEL ESTUDIO 

A continuación, presentaremos las investigaciones tomadas en cuenta para la 

conformación de antecedentes del estudio.  

 

2.1.1 Antecedentes internacionales 

Santiago (2020) en su investigación titulada El estándar de Prueba en el sistema 

penal; cuyo objetivo fue ofrecer una propuesta sobre cómo el estándar probatorio se 

construye en la práctica diaria del sistema penal. Después de mirar los resultados 

producidos por la ambigüedad de las formulaciones estándar y las imprecisiones de los 

resultados de la prueba, se dice que, dependiendo de los métodos concluyentes de varios 

casos, existen "pruebas probatorias", "condiciones" y "rasgos" que se repiten 

sistemáticamente de una manera y ven cómo se afectan a los autores y culpables de en un 

intento de asegurar el cumplimiento de la norma. Finalmente, se evidencia que las 

consecuencias producidas por los errores del personal judicial generar incertidumbre e 

indeterminación jurídica.  

 

Gutiérrez (2019) en su investigación titulada Estándar probatorio en el delito de 

lavado de activos y su incidencia en el debido proceso respecto a la presunción de 

inocencia del procesado; cuyo propósito consistió en conocer la implicancia del 

tratamiento técnico de los datos probatorio al interior del proceso judicial. La técnica 

aplicada fue el análisis de doctrina y el análisis de la práctica en la realidad actual desde 

una óptica comparada. El análisis de situación concluyó que en el Ecuador es importante 

contar con una política competente para investigar la verdad de los hechos al interior del 

sistema penal, ya que aún existen barreras para la investigación, y debilidades en cuanto 

al sustento de la política básica necesaria, por tal motivo es necesario fortalecer los 

estándares educativos para críticos y jueces.  
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Barrera (2019) en su investigación titulada Problemas de la aplicación del 

estándar “convicción más allá de toda duda razonable” en los en los delitos contra la 

indemnidad sexual; cuyo objetivo fue dar a conocer los principales problemas a nivel 

procesal, de la aplicación del estándar de prueba denominado “más allá de toda duda 

razonable”. En el caso de un enfoque metodológico, los institutos de investigación 

regulatoria cuentan con una forma importante o relevante, pleno significado y cantidad 

de literatura descriptiva. El arte de estudio es el arte del análisis, que es la realización del 

análisis del análisis del material escrito. Entre las principales conclusiones, 

encontraremos que, en el caso de las relaciones sexuales retrasadas en los posibles 

escenarios presentes en el decimonoveno año de la existencia del posible conocimiento y 

sus conocidas consecuencias, incluso cuestiona el uso del método libre para demostrar 

que no volvemos. al mediador de problemas que no nos asignaron a ese mediador.  

 

Guerra (2019) en su investigación titulada Derecho probatorio: probabilidad, 

estadística y estándares de prueba; cuyo objetivo fue señalar la importancia de la 

cuantificación, a fin de fundamentar convencimiento en la toma de decisiones judiciales. 

El tipo de estudio corresponde al nivel fundamental, el nivel de investigación es el 

exploratorio. Para ello se empleó un enfoque cuantitativo, a partir de la técnica del examen 

documental en base a los diversos textos académicos relacionados al tópico de interés. 

Asimismo, se empleó la técnica de la entrevista a una muestra de 25 operadores judiciales 

mediante la aplicación de un cuestionario de 32 ítems a fin de conocer el tópico de estudio. 

Entre las principales conclusiones a las que abordó el investigador, podemos señalar las 

siguientes: se señala la falta de criterios sólidos y objetivos para la toma de decisiones de 

la judicatura, se observa una discrepancia acentuada entre tópicos comunes.  

 

Araya (2016) en su investigación titulada El control ex post de la calidad de los 

enunciados probatorios en materia penal en Chile. De la epistemología a la praxis; cuyo 

objetivo fue conocer el estándar probatorio empleado por los organismos colegiados 

encargados de conocer la nulidad en un esquema de valoración de libertad prbatoria. Se 

parte de un enfoque de corte cualitativo, cuyo alcance es de corte exploratorio de 

naturaleza transeccional. Para ello se empleó la técnica del análisis documental mediante 
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el instrumento de ficha de observación o cotejo, el cual fue aplicado a 65 

pronunciamientos en materia penal emitidos por tribunales de Juicio Oral de lo Penal. 

Entre los principales puntos discutidos por el investigador, podemos decir que la 

superación del componente subjetivista y la adopción de un enfoque epistemológico para 

el seguimiento y la evaluación, utilizando un estándar de evidencia y justificación de la 

decisión, a través de un enfoque no invasivo, que permite el cumplimiento de una garantía 

de la libertad de expresión. 

 

2.1.2 Antecedentes nacionales 

Villacorta (2022) en su investigación titulada Estándar probatorio del arraigo en 

las decisiones sobre prisión preventiva en la Sala Penal Especial, 2019-2021; cuyo 

objetivo fue conocer estándar de prueba que ha optado una sala superior a fin de tomar 

en cuenta los aspectos para configurar el arraigo de la persona imputada dentro del 

territorio nacional. Fue necesario, a través de un método de análisis de datos, investigar 

las razones reales y jurídicas relacionadas con el origen del acusado en el país considerado 

en las sentencias dictadas, y hacer una revisión de los hechos presentados. en el caso 

investigado, se identificó la prueba clara o inequívoca del grado de prueba impuesto por 

el Juzgado Primero de Terrorismo al arraigo, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 

1 del artículo 269 del Código Procesal Penal, método inductivo, reconociendo evidencia 

estándar justificada en sus decisiones. De esta forma, a partir de registros escritos y 

entrevistas, fue posible percatarse de que no se había hecho referencia explícita a la 

prueba oficial, pero que, a partir de la evaluación de las elecciones, se confirmó que, en 

general, en las decisiones no existe concordancia con los criterios expresados en el 

Acuerdo Pleno de la Corte Suprema 01-2019/CIJ-116, sino que eligen pruebas existentes 

o recientes, es decir, optan por preocupar o pesar mucho. que el riesgo se ha escapado de 

raíz o viceversa. 

 

Fernandez (2019) en su investigación titulada El estándar probatorio de la prisión 

preventiva como justificación de las garantías del nuevo código procesal penal peruano; 

cuyo propósito fue establecer la base probatoria de la prisión preventiva como 

justificación de las garantías de las nuevas leyes penales en el Perú. Las investigaciones 
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han demostrado el trabajo y la violencia que ejerce la prisión preventiva y estadísticas 

alarmantes y la ausencia de coherencia o alineamiento del marco legal interno con los 

principios acordados por organismos internacionales para implementar medidas de 

legítima defensa. En conclusión, los jueces deben tomar sus decisiones Considerando los 

datos aportados por autoridad de la decisión y no en el proceso de toma de decisiones, 

por lo que el nivel de evidencia sobre la custodia segura se basa en el mérito y el 

escepticismo. mayor potencial, lo que significaría que el ofrecimiento del fiscal debe ser 

lo suficientemente fuerte al momento de brindar una variedad de información concluyente 

sobre la existencia y participación de los casos. 

 

Zeballos (2019) en su investigación titulada La utilización de la declaración del 

aspirante a colaborador eficaz para fundamentar la medida coercitiva de prisión 

preventiva: ¿vulneración a un derecho fundamental o incumplimiento del estándar 

probatorio?; cuyo propósito fue llevar a cabo un análisis de los alcances del uso de la 

declaración de la figura procesal del colaborador para motivar la medida de tipo coercitivo 

de prisión preventiva, considerando el incumplimiento del estándar probatorio. Se trató 

de un estudio de tipo fundamental o básico, cuyo alcance fue exploratorio, empleando el 

análisis documental. La conclusión a la que arriba el investigador es el establecimiento 

del uso de la declaración de la figura procesal del colaborador, en base a los diversos 

datos de convicción que lo corroboran, bajo incumplimiento del estándar de prueba 

consistente en la sospecha fuerte explicado por el Acuerdo Plenario Nº 1-2019/CIJ-116 y 

la Sentencia Plenaria Casatoria Nº 1- 2017/CIJ-443. 

 

Pérez (2019) en su investigación titulada Flexibilización del estándar de 

valoración de la prueba en delitos contra la libertad sexual y su impacto en la presunción 

de inocencia; cuyo objeto fue establecer prueba sobre la valoración de la prueba en los 

delitos contra la indemnidad sexual y sus implicaciones para la Presunción de Inocencia, 

en la que se revisaron las disposiciones del Acuerdo Pleno y Casaciones, así como los 

requisitos probatorios derivados de la Presunción como sentencia aprobación y juicio 

otorgado por la Corte Suprema. El tipo de estudio corresponde al nivel fundamental, el 

nivel de investigación es el exploratorio. Para ello se empleó un enfoque cuantitativo, a 

partir de la técnica del examen documental en base a los diversos textos académicos 



21 

 

 

relacionados al tópico de interés. Entre los principales resultados, podemos advertir que, 

aunque el Tribunal Supremo concede competencia en tres juicios (sentencia sobre la 

prueba, juicio sobre el fondo de la prueba y juicio sobre la base razonable), sin embargo, 

en lugar de sobre la prueba suficiente de la prueba suficiente. elegibilidad para la prueba 

intermedia.  

 

Coaguila (2017) en su investigación titulada Más allá de toda duda razonable: 

crítica a las concreciones actuales del estándar de prueba penal; cuyo propósito fue 

analizar los estándares de la prueba penal a través de las leyes legales y reglamentarias 

vigentes. Fue un estudio importante o esencial, cuya cantidad fue de investigación, en el 

que se utilizó el método de análisis de documentos. Se crea una revisión del papel que 

juega la verdad en un conflicto con la realidad dentro de la actividad delictiva. Ilumina, 

sistemáticamente, sus conocidos escritos. Después, demuestra un paralelo que, para 

entenderlo así, lo pone de acuerdo a la prueba: ser una herramienta para identificar al juez. 

Posteriormente, despierta y, al mismo tiempo, responde a una serie de objeciones que 

pueden plantearse respecto a lo presentado. Esto es único y universal. Finalmente, 

reconoce la conexión técnica (no la hipótesis) entre evidencia, casos y hechos. Luego 

busca la respuesta proporcionada por los estándares de evidencia sobre las complejidades 

de la toma de decisiones racionales y las falsas dudas. A continuación, refuta tales 

supuestos y argumenta que, sin ellos y sin pruebas, es posible tomar decisiones 

informadas y razonables sobre la base del mérito, y evaluadas y evaluadas como 

"legítimas" o "inconstitucionales". 

 

2.2 Bases teóricas 

2.2.1 Estándar probatorio de los delitos contra la indemnidad sexual 

2.2.1.1 Definición del estándar probatorio 

Choque (2022) el estándar de prueba se puede conceptualizar como una 

herramienta o recurso legal que contiene los indicadores, criterios, lineamientos o 

consideraciones que indican cuando se ha probado la veracidad de un hecho, es decir, 

permite la acreditación de un dicho o enunciado fáctico, por lo que, epistemológicamente, 

parte de un criterio de coherencia y correspondencia que debe ser corroborado en base a 
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un protocolo o reglas de toma de decisiones judicial.  

 

De Miranda (2020) indica que el elemento esencia de un estándar probatorio 

subyace sobre el establecimiento del nivel de un umbral de suficiencia probatoria 

requerido para que un juez tenga legitimidad para pronunciarse válidamente sobre un 

hecho vertido en juicio.  

 

De esta forma, ese recurso legal permite a los tomadores de decisiones operar 

legalmente en condiciones de incertidumbre. Esto, a causa de que las decisiones que se 

adaptan durante el juicio y que en última instancia pueden estar afectadas por errores 

epistémicos, de alguna manera pueden ser adecuadas si las decisiones son conformes a 

derecho, los estándares de prueba atienden a la falta de conocimiento será utilizado como 

uno de los pilares del veredicto, señalando que para tratar a las personas nombrándolas, 

verbigracia, el papel de ladrón o de buen padre o de buena madre, será necesario alcanzar 

algún nivel de garantizar; que, en todo caso, no será lo suficientemente fuerte como para 

disipar cualquier duda. 

 

El estándar probatorio permitirá declarar conclusiva la hipótesis fijando los límites 

de la prueba suficiente, la cual una vez arribada se entenderá que la ley reconoce que la 

hipótesis preferente es la más próxima a la verdad y en tal sentido puede actuar como una 

forma de reducir los errores. Este enunciado, nos introduce a la discusión sobre el criterio 

de determinación de la verdad, entre las que podemos advertir una consideración 

coherentista o de correspondencia (Ferrer, 2007, p. 139). 

 

Álvarez et al. (2020) señalan que los estándares probatorios son inherentes a los 

sistemas de libre valoración de prueba, sin embargo, dicho sistema no implica una 

discrecionalidad absoluta por parte del juez, sino que se inserta dentro del esquema 

epistémico de valoración racional de la prueba, cuyo principal axioma apunta que los 

elementos probatorios o evidencia deben ser valorados de manera conjunta a fin de 

determinar su suficiencia para declarar un hecho como probado. Tal como señala este 

jurista, el estándar probatorio implica establecer un umbra a partir del cual podemos 

rechazar o no rechazar una determinada hipótesis de trabajo, por ello, imprime 
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predictibilidad y disminuye los errores inherentes a la toma de decisiones.  

 

Coaguila (2017) resalta la finalidad operativa del estándar de la prueba, ya que 

tiene como finalidad epistémica acercar la prueba hacia la verdad de los hechos, y desde 

una óptica operacional, disminuir la cantidad de errores en las decisiones de los jueces a 

través del diseño de una serie de indicadores que permitan revisar las decisiones 

adoptadas, en suma, transparentar la manera de valorar y de otorgar virtualidad probatoria 

a un determinado elemento. Asimismo, indica que el estándar probatorio puede variar en 

función a la materia a tratar, pues se discuten intereses jurídicos diferenciados. En el caso 

de la materia civil tenemos el estándar probatorio de “prueba prevalente”, “prueba 

convincente y clara” y “preponderancia de la evidencia”.  

 

Cuando exista evidencia contradictoria sobre un asunto, el juez debe evaluar la 

posibilidad de que diferentes interpretaciones de los hechos puedan ser favorables para 

determinar la mejor prueba posible, Considerando los datos aportados por evidencia 

disponible. En el caso de causas penales (dentro del common law así como al interior del 

civil law) "sin duda alguna", lo que supone que el juez puede juzgar al imputado si no hay 

duda de que es culpable del delito. cualquier duda sobre la participación del participante. 

 

Dei Vecchi, D.F. (2019), desde una perspectiva constitucional, señala que el 

establecimiento de un estándar probatorio pasa por una regulación de las reglas de la 

actividad probatoria que busquen destruir o derribar el derecho constitucional de la 

presunción del estado de inocencia sobre el imputado. Por ello, el estándar a debe 

diseñarse de tal manera que facilite la adoptación de una decisión racional sobre la 

corroboración o verificación de los enunciados sobre los hechos ventilados en el proceso, 

lo que implica que la decisión debe ser justificada.  

 

Según Espinosa (2019) el estándar de prueba en los casos es un recurso legal que 

permite cuantificar la cantidad de prueba suficiente en los casos que se consideran 

penales. En nuestro Código Procesal Penal no se fija claramente el estándar de prueba 

que permita medir la plenitud de la prueba. De esta manera, debemos definir y determinar 

si el estándar de valoración de datos probatorios del proceso penal nacional cumple con 



24 

 

 

los imperativos de objetividad y racionalidad que dimanan de la presunción del estado de 

inocencia sobre el imputado, el cual debe definirse como una garantía dentro de nuestro 

nuevo esquema procesal penal.  

 

2.2.1.2 Estructura del estándar probatorio 

El estándar de prueba no puede ser subjetivo ni ambiguo, este debe estar fijado en 

una norma, dado que, volviendo a la idea inicial, el objetivo principal del juicio penal es 

conocer la verdad sobre la comisión de un hecho delictivo.  

 

2.2.1.2.1 La prueba 

Etimológicamente, la palabra prueba proviene del vocablo latín probus, el cual 

desliza el significado de “bueno, honrado y fiable”. Por ello, a pesar de gozar, 

aparentemente, de univocidad en el lenguaje, esta palabra adquirió un amplio espectro de 

acepciones, las que dependerán del marco de conocimiento en que se empleen, tales como 

las ciencias de la salud, ciencias puras, las actividades deportivas etc.  

 

La prueba, dentro del campo del Derecho y, particularmente, dentro del espacio 

de conocimiento del Derecho Penal, comporta hablar del tema neurálgico del proceso 

judicial, tal como señala Pisfil (2018) comporta uno de los mayores logros del proceso 

contemporánea, ya que, de la proposición, admisión, práctica y valoración, se desprenderá 

una decisión judicial racional y fundamentada.  

 

Desde una perspectiva garantista, tal como señala Lechuga (2018) el dato 

probatorio abarca a todo elemento que ostenta mérito necesario y suficiente para generar 

certeza en el juez, de haber alzado la verdad concreta, siendo que de este modo puede 

desvirtuar la presunción de inocencia. Por tanto, operativamente, la prueba es el único 

medio institucional autorizado legalmente para derribar la presunción del estado de 

inocencia de un imputado, no admitiéndose un modo distinto para llevar a cabo la 

acreditación de la culpabilidad.  

 

Según Vargas (2020), dentro del proceso penal que versa sobre delitos contra la 
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intangibilidad sexual, el dato probatorio tiene un lugar incierto ya que el proceso judicial 

no es la mejor manera de llegar a la verdad sobre lo que está pasando en el mundo 

especialmente los casos que son materia de juicio, esto es comprensible. la información 

presentada en el mismo puede ser incompleta e incompleta.  

 

Vera (2021) resalta que la prueba es muy controlada, responde a la seguridad en 

primer lugar que la ley aporte valor además de encontrar la verdad, siendo un tema 

importante en la toma de decisiones judiciales. Los altos estándares de la prueba están en 

consonancia con los requisitos establecidos en el proceso de valoración probatoria, y en 

especial con el derecho a la prueba, por tanto, se vincula con el respeto de una serie de 

derechos procesales vinculados con la libertad probatoria.  

 

2.2.1.2.2 La verdad procesal 

Desde un aspecto epistemológico, la prueba se vincula con la verdad desde un 

punto racionalista, es decir se toma en cuenta que la prueba contempla como su propósito 

principal contribuir con la búsqueda de la verdad, a lo que tenemos que señalar dos 

principales limitantes: a) Una limitante epistemológica, ya que la prueba ingresa dentro 

de las cuestiones de conocimiento humano y b) la instituciones, es decir limitantes de 

tipos constitucional y legal propias de su búsqueda, actividades propositivas, reglas de 

admisión, práctica y valoración dentro de un sistema judicial.  

 

2.2.1.2.3 Principios probatorios 

Tal como señala Bailo y Levrand (2018) La prueba desarrollada dentro de un 

proceso penal es el medio por el cual se rompe la presunción de inocencia. La prueba se 

ha ido definiendo en el transcurrir de los años. Ella puede entenderse como un conjunto 

de reglas que rigen en le proceso de admisión, producción, conceptualización y 

evaluación de una variedad de formas que pueden ser utilizadas para convencer a un juez 

de la información que está interesada en el proceso. 

 

Barrera (2019) señalan que la prueba va en función de llevar cierto 

convencimiento a una tercera persona, ajena a los hechos materia de delito. Esta tiene la 
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finalidad de acercar a la persona a lo que realmente sucedió en el momento en que se 

desarrollaron los hechos. Al estar frente a una contradicción de hechos y pruebas, no será 

posible encontrar una verdad real. No obstante, lo que sí existe es una verdad procesal, 

que es la que se descubrirá durante el proceso a través de los elementos de prueba puestos 

en conocimiento del juzgador.  

 

Libertad probatoria: Bailo y Levrand (2018) indican que es una de las 

manifestaciones del derecho a la prueba y por tanto, uno de los principios fundamentales 

para el despliegue de la actividad probatoria. En ese sentido, es una de las manifestaciones 

más operativas del derecho a la prueba, por lo que tendrá un amplio margen para probar 

en base a la teoría del caso. Ello, no enerva que, de cualquier modo, se pueda obtener 

prueba fuera de los límites legales, lo cual es consistente dentro de los límites de la prueba 

constitucional.  

 

Pertinencia: Benavides et al. (2020) indican que en el caso del dato probatorio, 

este deberá vincularse o corresponderse necesariamente con los alcances inherentes al 

hecho objetivo (existencia del hecho) y subjetivo (participación o intervención del 

imputado) de la impactación delictiva, o algún hecho o circunstancia legalmente relevante 

dentro del proceso judicial. Al respecto podemos señalar las circunstancias que pueden 

atenuar, agravar o eximentes de responsabilidad al imputado, así como las características 

de personales del imputado, existencia o presencia de un daño o resultado por el hecho 

examinado.  

 

Legalidad: Este principio probatorio hace referencia a que el despliegue 

probatorio sea realizado dentro de los límites legales del proceso penal, por tanto, debe 

respetarse el proceso fijado por la Ley, así como el momento para la presentación de 

medios de prueba, o el caso de los requisitos legalmente establecidos a fin de que la 

participación de los mismos sea válida; por tanto, si no se cumpliera con la legalidad 

establecida, estaríamos ante el caso de una prueba de tipo ilegal o extraída fuera de los 

límites de la legalidad, cuyo único tratamiento procesal sería el de prueba ilícita.   

 

Licitud: Este principio se vincula con las actividades para obtener válidamente 
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datos probatorios, la puesta en práctica y aspectos de valoración de dichos datos, 

implicando que si al haber obtenido datos probatorios o desplegando medios probatorios 

conculcando los derechos fundamentales, estos no podrán ser sopesados dentro del 

proceso decisional del juzgador al interior del proceso penal. 

 

Utilidad: Un dato de prueba solo será tal cuando tenga por efecto producir 

seguridad o verifique la existencia o inexistencia del hecho por el que fue invocado, así 

como ser idóneo para fundar sobre el mismo un juicio probabilístico. Es también 

designada como idoneidad conviccional, porque permite determinar la “relevancia” o la 

utilidad de la prueba. Por otra parte, una prueba es inútil cuando es sobre abundante, 

superflua, repetitiva y no aporta nada sustancia al objeto sobre el que versa el proceso 

penal.  

 

Conducencia: Este principio refiere a la calidad de idoneidad legal que ostenta 

una prueba, implicando una selección del medio de prueba que sea adecuado y previsto 

por la legislación penal vigente. Es decir, tiene que haber una consistencia entre la prueba 

y lo que se pretende probar, por ejemplo, no se puede probar la existencia de un vínculo 

matrimonial a través de un documento como la declaración jurada.  

 

2.2.1.2.4 Valoración probatoria 

El proceso judicial se puede definir como un proceso continuo de filtro de 

información, por ello se han dispuesto la creación de un conjunto de mecanismos que 

permiten incrementar la calidad de la información y minimizar el nivel de error, de esta 

manera se puede entender la presencia de filtros de admisibilidad, los cuales instauran 

una serie de reglas procesales con la finalidad de preservar la legalidad de la prueba, así 

como su conducencia, relevancia y pertinencia.  

 

Por ello, partiendo de los datos probatorios admitidos, se llevará a cabo la 

valoración que es proceso de toma decisional que tiene por finalidad la decisión judicial. 

Paso importante para llevar a cabo el proceso probatorio es la valoración individualizada 

y total del acervo probatorio, otorgando mayor peso a determinados datos y de manera 

diferenciada. Tal como expresan Chang (2022) a esta fase se le denomina fase cognitiva 
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y está regulada dentro del artículo 158 de nuestra normativa procesal penal y norma que 

el juzgador deberá tomar en consideración las reglas de la lógica, el conocimiento 

científico y las máximas de la empiria o experiencia, exteriorizando los resultados de su 

razonamiento y criterios de valoración.  

 

Por otro lado, la valoración de la prueba comporta un complejo proceso de 

razonamiento, caracterizada por ser una operación mental analítico, apreciación 

meticulosa y estimativa por parte de un juez en base a los datos probatorios actuados, este 

razonamiento tiene criterios de valoración de fondo, los cuales deberán ser comunicados 

oportunamente para imprimir racionalidad en su decisión, de esta manera, se constituye 

en fase culminante de la actividad o despliegue probatorio.  

 

Dentro de esta instancia de la valoración probatoria, entra a tallar la noción de 

reglas probatorias o reglas de valoración probatoria que hacen referencia a la manera en 

que un determinado probatorio debe ser valorado de manera individual y conjunta con 

otros datos probatorios. Esta valoración no es una valoración reglada, ya que no le da un 

peso probatorio o factorial a cada uno de los datos de manera a priori, sino que se trata de 

diseñar un marco que le dé predictibilidad a la decisión judicial buscando la 

exteriorización de los enunciados y premisas que le condujeron a una decisión 

determinada, a fin de salvaguardar la garantía de presunción de estado de inocencia como 

regla dentro del juicio de la actividad de probatoria al no generar certeza dentro del 

proceso y del debido proceso mediante una adecuada motivación de sus 

pronunciamientos.  

 

2.2.1.3 Estándar probatorio de delitos contra la indemnidad sexual 

2.2.1.3.1 Delitos contra la indemnidad sexual 

Villalva et al. (2022) indica que los delitos contra la indemnidad sexual se 

encuentran insertos dentro del Capítulo IX del Código penal de 1991, bajo la 

nomenclatura de “Violación de la libertad sexual”, específicamente en los delitos 

contemplados en el artículo 172, 173, 175 y el 176-A, los cuales describen el delito de 

acto sexual de tipo abusivo, violación de un menor de edad, seducción y actos contra el 
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pudor, respectivamente.  

 

Villacorta (2022) señala que el bien jurídico de la libertad sexual no abarca ni 

cubre el amplio espectro de los tipos penales de índole sexual, por ello, se ha estructurado 

la categoría de delitos contra la indemnidad sexual, sin embargo, este avance doctrinario 

no se ha manifestado dentro de nuestra normativa penal vigente, ya que se ha insertado 

esta tipología en los delitos contra la indemnidad sexual dentro del Capítulo IX del 

Código penal de 1991, bajo la nomenclatura de “Violación de la libertad sexual”, 

específicamente en los delitos contemplados en el artículo 172, 173, 175 y el 176-A, los 

cuales describen el delito de acto sexual de tipo abusivo, violación de un menor de edad, 

seducción y actos contra el pudor, respectivamente.  

 

A pesar de la imprecisión del legislador, este tipo de delitos se caracteriza por la 

inexistencia de libertad sexual, porque se trata de una persona con incapacidad a nivel 

psíquico o físico o de un menor de edad, por lo que no existe una capacidad de disponer 

o hacer uso de dicha libertad. Por tanto, en este tipo de delitos no existe capacidad de 

autodeterminación para realizar un ejercicio efectivo de la sexualidad (Zeballos, 2019). 

 

El bien jurídico plenamente tutelado dentro de estos delitos es la indemnidad 

sexual, la cual según Noguera (2016) “debe entenderse o concebirse como una 

manifestación clara de la dignidad de las personas y el derecho que ostenta todo ser 

humano a un libre desenvolvimiento de sus características personales” (p.53). A ello, 

debemos agregar, desde un sentido negativo, que es este desenvolvimiento implica la 

ausencia de intervenciones que contravengan su bienestar físico, emocional o mental, por 

tanto, de injerencias traumatizantes o lesivas para su psique. Estas injerencias pueden 

generar un impacto duradero y perdurable en el psiquismo humano, con consecuencias 

en todas las esferas de su desarrollo.  

 

Por otra parte, define Peña (2016) “la indemnidad sexual como los conceptos 

vitales de indemnidad o intangibilidad sexuales que hacen referencia a la no 

determinación por pate de una persona para encaminarse sexualmente y tomar decisiones 

autónomas con respecto a su sexualidad” (p.104). Asimismo, debemos señalar que estos 
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dos conceptos doctrinarios se originan de la doctrina italiana y recogidas por la doctrina 

española a finales de los años ochenta  

 

2.2.1.3.2 Valoración de la prueba en los delitos contra la indemnidad sexual 

Valoración del testimonio de la víctima 

Santamaría (2021) señala que el testimonio de la víctima es el núcleo duro de la 

actividad probatoria en materia de delitos contra la indemnidad sexual debiendo tomar en 

cuenta los criterios para valorar la virtualidad probatoria de la misma.  

 

Credibilidad del testimonio: La credibilidad del testimonio hace referencia al 

nivel den que las afirmaciones brindadas por la víctima son creíbles o se corresponden 

con la realidad. Por tanto, esta credibilidad debe ser evaluada según criterios de veracidad, 

objetividad y sensibilidad observacional: a) con respecto a la veracidad, esta hace 

referencia a la veracidad del testimonio, es decir, si existen factores que pueden haber 

contribuido aun yerro, equivocación, omisión o falsedad en el testimonio; b) en le caso 

de la propiedad de objetividad, este evaluará si el testigo presenta alguna creencia pre 

concebida o a priori que apunte a una suposición o deseo preestablecido. Al respecto 

Vargas (2022) señala que deberán sopesarse las expectativas del testigo en relación a su 

propio testimonio, factores mnésicos (vinculados con la memoria) y explorar la presencia 

de algún interés espurio o externo; y c) en el caso de la sensibilidad observacional, tal 

como señala Vargas (2022) deberá valorarse las posibilidades concretas que tiene el 

testigo de haber visualizado el desarrollo del hecho, considerando condiciones personales 

del sujeto, así como las del entorno.  

 

Al respecto, el Acuerdo Plenario N° 2-2005 ha fijado tres garantías de certeza a 

fin de poder llevar a cabo la valoración adecuada de la declaración de la víctima: a) 

ausencia de credibilidad subjetiva, es decir, que no existan relaciones entre la víctima y 

el imputado en base a la inquina, resentimiento, enemistad u otras que pudieran enervar 

la imparcialidad del testimonio; b) por otro lado, tenemos la verosimilitud, lo consiste en 

la coherencia del testimonio así como la solidez; y, finalmente c) persistencia de la 

incriminación, a través de la cual podemos inferir la persistencia y univocidad del relato 
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a través del proceso penal.  

 

Contexto del relato: Es importante que el testigo sea claro al momento de relatar 

el hecho, por tanto, de dar un contexto al objeto del relato que es el hecho incriminatorio. 

De esta manera, un elemento de verosimilitud a tomar en consideración es la capacidad 

que tiene el testigo de describir y establecer algunas características sustanciales de las 

circunstancias espacio temporales alrededor del hecho incriminatorio. Entre los 

principales elementos del suceso tenemos a las personas, el lugar, los objetos y la 

capacidad de describir qué sintieron y pensaron al verlos. De esta manera, se afianza la 

convicción sobre la ocurrencia del hecho sino de que el testigo ha observado los 

elementos que ha contextualizado.  

Al respecto Vargas (2022), desde la teoría del control de realidad, sostiene que la 

contextualización es uno de los recursos esenciales para poder caracterizar los recuerdos 

o eventos que afloran de la mente del testigo, por lo que la cantidad de detalles 

contextuales determinará del nivel de verosimilitud del relato.  

 

Fiabilidad del testimonio: Santamaría (2021) señala que la fiabilidad hace 

referencia a la correspondencia entre lo señalado por el relato y los hechos a los que hace 

referencia el testigo, por ello, hace referencia en ciertos casos a la calidad de veraz de una 

determinada declaración. Para determinar la fiabilidad de un determinado testimonio se 

debe valorar como la coherencia entre lo relatado y los hechos que han ocurrido, por tanto, 

“es la exactitud entre los que se representa en la memoria por parte del testigo y lo que 

ocurrió en el desenvolvimiento de los hechos” (Vargas, 2022, p.333). Por ello, en caso de 

declaraciones que tengan por objetivo la incriminación de un imputado, el juzgador 

deberá realizar una evaluación o valoración de la fiabilidad a fin de poder obtener un 

respaldo o soporte cuando motive su sentencia.  

 

Sánchez (2019) señala que la valoración de los aspectos de fiabilidad hace 

referencia al análisis de aspectos sobre la distorsión de la declaración y cómo este es 

evocado en el recuerdo. En esta línea de argumentación y en base a las características 

típicas de nuestro sistema procesal, podemos establecer que la función del 

esclarecimiento de los hechos no recae sobre el juzgador sino sobre los peritos, quien 
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ofrecerá su apreciación experta sobre los hechos materia de discusión, dando cuenta sobre 

la correspondencia entre lo sucedido en los hechos y las razones por las que el testimonio 

del testigo puede no ser rigurosa.  

 

Corroboración de elementos periféricos: Vellaz (2020) desde el punto de vista de 

la teoría racional de la prueba, señaló que la suficiencia de la corroboración no es 

equivalente a una garantían de la verosimilitud de los hechos, sino de una alta 

probabilidad para tener calidad de verdad. Debemos tomar en cuenta de que en caso de 

que una declaración sea única, la forma para acreditar su corroboración solo podrá 

llevarse a cabo a través de la presencia de otros elementos que sean pasibles de acreditar 

o afianzar la percepción de verosimilitud de lo dicho por el declarante. Por tanto, la 

corroboración a partir de datos periféricos o que rodean al hecho le da mayor credibilidad 

a lo referido por el testigo ya que no se está haciendo referencia al contenido subjetivo 

del testigo, sino a elementos objetivos y concretos de la realidad, lo que apoya la 

existencia del delito. Al respecto, la R.N. No 246-2015 – Lima, ha señala que el juzgador 

para darle virtualidad probatoria a un testimonio no solo debe basarse en la sindicación 

realizada por la parte acusatoria apoyada en la declaración de único testigo, sino además 

en la presencia de datos o elementos que rodean al hecho bajo análisis, ya que puede darse 

el caso de que exista una sindicación consistente y persistente sobre la participación de 

una agente en un determinado hecho delictivo, sin embargo, no existirían datos que 

corroboren dicha tesis, por lo que obsta la virtualidad probatoria de la declaración del 

testigo. Por tanto, bajo el presupuesto de tener que probar la solidez de una declaración, 

de ser el caso, el jue debe señalar la presencia de un elemento que considera corroborativo 

de la declaración del testigo único.  

 

Valoración del testimonio referencial 

Villalva et al. (2022) indica que se debe tomar en cuenta que la figura de los 

testigos puede presentar una serie de motivaciones espurias o razones subalternas, tales 

como la enemistad, la querencia, el parentesco u otras. Por ello, debe tomarse en cuenta 

los aspectos de credibilidad de los datos aportados dentro del proceso, donde encontramos 

el contexto de la actividad probatoria. De esta manera se debe llevar a cabo una idónea 

valoración del testigo de referencia, haciendo principal hincapié en que el testigo 



33 

 

 

referencial solo puede tener la calidad de testigo y no ostentar la de imputado, por otro 

lado, la declaración solo tendrá virtualidad probatoria si el testigo no acude al juicio oral, 

siendo que si se apersonase solo serviría la veracidad de aquel, ya que no será posible 

realizar una condena sobre una declaración cuando tenga la calidad de única. De esta 

manera, nos introducimos a la discusión de si estas declaraciones pueden o no romper la 

garantía de presunción de la inocencia, la cual se encuentra sancionada 

constitucionalmente. 

 

Valoración de la prueba pericial psicológica 

Villalva et al. (2022) indica que la pericia psicológica comprende una apreciación 

experta y fundada en un método científico sobre el estado afectivo, emocional y 

actitudinal de una persona en base a un determinado hecho bajo análisis, de esta manera, 

el juzgador debe basarse en los conceptos y evidencias científicas proveídas por el perito, 

en este caso un perito psicólogo. Estos resultados tienen la característica de ser fiables y 

estar ajustados a las reglas de buen quehacer científico, empleando técnicas e 

instrumentos validados y fiables para la extracción de conclusiones válidas.  

 

Sin embargo, tal como advierte Peña (2016) la percepción que tienen los jueces 

sobre la pericia, es que esta es una suerte de “reina de la prueba”, lo que genera, en la 

práctica creer ciegamente en lo que señala el perito, sin advertir la importancia de 

evaluación de los aspectos metodológicos y de validez de las conclusiones arribadas. Al 

respecto debemos señalar que no existe una jerarquía de pruebas taxativas que adjudique 

mayor importancia a la prueba pericia frente a las demás, ya que este peso o valor debe 

estimarse a partir de la necesidad y pertinencia de un determinado dato dentro del 

despliegue probatorio, más aún cuando las pericias se encuentran direccionadas a 

dilucidar un hecho específico y no ha resolver dirimir un problema general, por lo que la 

valoración será fundamental para que esta pueda ser incorporada dentro de la toma de 

decisiones judicial.  

 

Al respecto podemos mencionar la R.N. N° 2191-2017- Huánuco, la cual fijó que 

la calidad de la pericia es de naturaleza indiciaria, lo cual puede consolidarse a través de 

otros elementos de prueba, con la finalidad de desvirtuar válidamente la presunción de 
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inocencia.  

 

2.2.2 Derecho a la presunción de inocencia  

2.2.2.1 Definición de la presunción de inocencia  

Santiago (2020) señala que, en líneas generales, la presunción de inocencia se 

encuentra unida al principio de legalidad. Dicha presunción parte de un Estado de derecho 

que incluye un sistema acusatorio y contradictorio, como el que se encuentra presente en 

la normativa sustancial y procesal vigente.  

 

Asimismo, en el art. 200 de la Const. Pol. se presenta un (supuesto) conflicto entre 

la eficacia del poder estatal y la libertad personal del imputado. Para Roxin, en derecho, 

la resolución de tales disputas no se puede determinar a través de los territorios contra los 

ciudadanos del estado, ya que el estado debe lograr ambos: la determinación del sistema 

a través del terrorismo y la protección del componente de derechos humanos.  

 

Por su parte, Cano (2021) señala que los fundamentos de los regímenes 

autoritarios relativos al establecimiento de sistemas de seguridad social se encuentran 

unilateralizados, precisamente, en el principio de aislamiento, sustentado en el artículo 

117.3 CE; y, por otra parte, erróneamente, en la proclamación contenida en el art. 25.3 

CE, por considerar que el Gobierno no puede imponer sanciones que, directa o 

indirectamente, impliquen la privación de libertad. 

 

Espinoza (2021) indica que siempre debe haber un límite a los poderes del Estado 

y la imposición de medidas que afecten los derechos humanos, ya que no solo hay una 

violación directa del individuo que ha sido sancionado, sino también la causa de 

preocupación pública, comenzando por las personas cercanas o dependientes de un 

agente.  

 

Gómez (2021) indica que la presunción de inocencia es un derecho subjetivo 

público, el cual ha venido evolucionado con el paso de los años, permitiendo ejercer un 

derecho de defensa con todas las garantías procesales y respeto por la dignidad del ser 
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humano, pues nadie merece ser juzgado por un tribunal o menospreciado por una sociedad 

sin antes acceder a sistema garantista. Este derecho ha sido elevado a la categoría de 

derecho humano fundamental que se ejerce en dos categorías: por un lado, opera en 

escenarios complementarios y tiene derecho a recibir atención y apoyo sea o no escritor 

o no. participación en un delito o similar: por otro lado, el mencionado derecho se aplica 

a la práctica e influencia del proceso penal. 

 

Guerra (2019) conceptualiza la presunción de inocencia como un derecho 

irrenunciable, de desarrollo directo e inmediato del estado de inocencia, siendo a su vez 

mecanismo con desarrollo legal; por lo que, todas las personas procesadas deben ser 

tratadas como inocentes, hasta el fallo condenatorio. El segundo párrafo del primer 

capítulo de la normativa procesal vigente establece: “Toda persona acusada de delito tiene 

derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a 

la ley y en juicio público en el que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias 

para su defensa. y debe hacerse así hasta que se establezca la objeción y se determine su 

obligación por la decisión final. Por estas razones, es esencial que se hayan obtenido 

pruebas suficientes del caso y que se haya actuado en consecuencia con las pruebas 

apropiadas. 

 

Torre (2020) explica que la presunción de inocencia parte de la asunción de que 

una persona puede negar su propia culpabilidad o participación de un hecho que lo 

incrimina, por lo que no tiene el deber de culparse, de donde se desprende la obligación 

que posee el Ministerio Público como ente investigador del delito. Por otro lado, ningún 

empleado o funcionario público está autorizado a proporcionar antecedentes penales o 

información a una persona si no ha sido sancionado  

 

Guevara (2020) señala que el origen de este punto de la historia se manifiesta de 

manera preclara en el caso de la Inquisición. De esta manera, se evidencia que su 

fundamento se ubica dentro de la Carta de Derechos del Hombre y de los Ciudadanos de 

Francia, que en su artículo 9 establece que todo sujeto debe ser considerado inocente si 

no se acredita su culpabilidad. En ese sentido apuntan también los diferentes instrumentos 

de derecho internacional como el Pacto de San José o la Declaración Universal de 
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Derechos. 

 

Pérez (2020) señaló que esta aseveración del demandado podrá ser invalidada por 

la prueba que acredite su jurisdicción y será establecida por la sentencia. El efecto de esta 

declaración es eliminar las medidas coercitivas que se pueden aplicar a un acusado en 

particular, como la afectación del derecho a la libertad; y que no se encuentra obligado a 

acreditar su inocencia ya que la carga de la prueba recae en el acusado. 

 

2.2.2.2 Antecedentes de la presunción de inocencia 

Márquez (2016) el derecho principal de esta ley, por venir, se interpretará como 

una garantía necesaria, en cuanto a la realización del proceso prescrito; ya que su 

admisión permite que el derecho del imputado esté directamente relacionado con la carga 

de la prueba y la conducta empleada para dictarle veredicto o sentencia. Es por esta prueba 

y si hay pruebas suficientes que caen en el caso, que puede resolverse mediante un juicio 

que traerá castigo a aquellos contra quienes se hizo la acusación. 

 

Hoy en día, la modificación de esta garantía aumenta el derecho de la persona 

investigada a acudir a las autoridades, no sólo dentro del proceso en su contra, sino 

también al exterior, evitando así comentarios ni nada. significado de su persona que 

significa un juicio esperado. 

 

Tal como señalan Álvarez et al. (2016) si bien nuestra normatividad cumple con 

otros instrumentos internacionales, si bien existen requisitos a tener en cuenta en el 

estudio de caso, la Convención Americana fija que todo acusado ostenta un estado de 

inocencia hasta que se acredite su culpabilidad a través de un proceso judicial. 

 

A criterio de Sucari (2022) la presunción de inocencia se considera, según la 

Convención, como una obligación jurídica del tribunal internacional, si es necesario 

probar la existencia de una conciencia inocente, según la doctrina europea vigente, para 

ser justificada. es un espíritu de sospecha y fantasía. Un terrorismo que solo terminará si 

la verdad se prueba por los medios legales y la sospecha que termina al final del juicio 
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oral, el tribunal dará un veredicto, mostrando la culpabilidad o no de los acusados (Araya, 

2016).  

 

En la Constitución Política del Perú, el art. 76 numeral 2 prueba que se considera 

la inocencia de cualquier persona, siempre que su responsabilidad no haya sido declarada 

16 mediante la emisión de una orden permanente o por una sentencia válida. Por eso, con 

este poco conocimiento, podemos mostrar desprecio por la ley de inocencia para aquellos 

que están incluidos en el programa tan necesario durante un juicio público. 

 

2.2.2.3 Fundamentos jurídicos de la presunción de inocencia 

Zeballos (2019) la normativa penal vigente tiene como objetivo garantizar que 

ninguna persona inocente sea castigada, con base en el principio de la dignidad humana. 

La regla del estado de inocencia es un principio que sirve como guía de cómo se debe 

tratar a las personas dentro de un proceso judicial. Una de las notas típicas de este 

principio es que los sujetos deben ser tratados según las elecciones, metas o 

conocimientos de la voluntad que hayan hecho en sus vidas. Los ciudadanos deben tener 

derecho a los beneficios o desventajas de sus decisiones o acciones, especialmente en el 

caso de sanciones cuando el Estado los prive de sus derechos o de cualquier otro derecho 

grave a la justicia penal.  

 

Por lo anterior, una persona debe ser castigada solo si es culpable, porque eso es 

lo mismo que hizo. La forma de determinar si una persona ha cometido el delito del que 

se le acusa es un método, en el que se puede juzgar al imputado si realmente cometió el 

delito. Desde esta perspectiva, el nivel de prueba que debe servir como medio de decisión 

para determinar el origen de una persona, que puede incluir que una persona pueda ser 

juzgada si es posible su responsabilidad en los hechos. de sus hechos (Villacorta, 2022). 

 

Ugarriza (2021) señala que el estándar de prueba de que el caso ha sido probado 

sin ninguna duda seria no es pacífico, pero a veces se dice que la seguridad puede 

justificar el sacrificio de una persona inocente si es posible condenar a los perpetradores. 

No es raro que se cometan casos de violencia u otros delitos, solicitando que se castigue 
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a los sospechosos de haber cometido un delito, aunque las pruebas no demuestren con 

certeza la culpabilidad de los acusados. Parecería que este es un precio a pagar por la 

protección. 

 

Serafín y Seijo (2022) indican que la vida o la seguridad del público justifica el 

error que puede cometerse al castigar a una persona inocente. Uno de estos incidentes 

ocurrió durante los ataques terroristas de la década de 1990, cuando fueron condenadas 

muchas personas inocentes, lo cual era comprensible debido a la inseguridad que vivía el 

país en ese momento. En caso de duda, es mejor condenar a un terrorista que dejarlo en 

libertad; aunque esto signifique la condenación de los inocentes, pues de esta manera se 

podría salvar la vida de los demás inocentes. Sin embargo, este punto de vista viola un 

punto de inocencia: los humanos no pueden ser sacrificados por el bien de todos. 

 

Vera (2021) señala que este concepto también se basa en la premisa de los falsos 

positivos. O se rebajó el nivel de evidencia o no se pudo enjuiciar a los perpetradores. Sin 

embargo, no se debe facilitar la lucha contra el delito bajando los estándares de prueba, 

pero se pueden mejorar los mecanismos de investigación, se pueden asignar más recursos 

a las agencias de prevención del delito, mayores facultades investigativas, entre otros. 

cosas que pueden conducir a una guerra contra el crimen, sin sentido es una violación de 

los derechos humanos. 

 

En cambio, cuando se castiga a un inocente, queda libre el verdadero criminal, 

que puede cometer más delitos. En lugar de garantizar la seguridad humana, se violan los 

derechos humanos. Esto también significa que no todas las personas son tratadas de 

acuerdo con las acciones y decisiones que tomaron en su momento. En efecto, si no 

estamos convencidos de que una persona es culpable de un delito, no sabemos si merece 

ser castigada. Por esta razón, las agencias de persecución del delito, deben procesar a una 

persona solo si tiene plena prueba de sus responsabilidades en el caso en su contra, y el 

Juez impondrá una sanción al acusado solo si su cargo ha sido confirmado sin ninguna 

duda (Torres, 2021). 

 

Desde nuestro punto de vista, la libertad de expresión se basa en el principio de 
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que sólo se debe castigar a quienes han obrado mal. La Ítem será cómo determinar si el 

acusado es culpable o no, debido a la infracción de la que se le acusa.  

 

2.2.2.4 Contenido de la presunción de inocencia 

Tal como señala el Tribunal Constitucional en su pronunciamiento del Exp. 

N°10107-2005-PHC/TC, el principio de presunción de inocencia hunde sus raíces dentro 

del principio conglobante de dignidad de la persona humana, así como en el principio pro 

homine, de esta manera este principio es una presunción con protección constitucional y 

derecho fundamental a través de la cual se considera como inocente una persona mientras 

se encuentre procesado y no obre sentencia desfavorable en su contra.  

 

Vieira y Oliveira (2020) señalan que la naturaleza jurídica de la presunción de 

inocencia la ubica en el estatus de presunción aparente o dentro de la categoría de verdad 

interina, la mismas que se caracterizan por constituir antecedentes que no son necesarios 

probar, por ello, toda persona que es acusada de la comisión de un delito goza de este 

derecho hasta que no se compruebe su culpabilidad, por lo que tiene efectos procesales 

de importancia tanto en el tratamiento del procesado como para la futura imposición de 

medidas de coerción procesal, sea de manera personal o patrimonial.  

 

Con la finalidad de caracterizar el contenido de esta presunción, recurrimos a la 

jurisprudencia internacional española, a través del Tribunal Constitucional Español, el 

cual a través del caso N° 31/1981 indicó que para desvirtuar esta presunción se debe 

considerar: a) una suficiente actividad probatoria, es decir, se debe elevar el umbral 

epistemológico desde la sospecha simple a una certeza como requisito imprescindible, sin 

que este comporte un juicio anticipado sobre la culpabilidad del imputado; por otro lado, 

se debe presentar el b) respeto de las garantías de corte procesal, lo que implica la 

obtención legal de la prueba sin la lesión de derechos fundamentales; asimismo, c) deben 

ser consideradas por la parte que acusa, es decir, que la actuación probatoria debe ceñirse 

al estado del onus probandi como una atribución de la parte acusadora; del acervo 

probatorio, debe ser posible una d) inferencia válida de la culpabilidad de la persona, lo 

que implica que, de una valoración individual y global de los elementos probatorios, es 
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posible obtener como resultado del proceso de razonamiento judicial la culpabilidad del 

imputado; y, e) estas pruebas debe ser practicadas y vertidas dentro de un proceso judicial, 

atendiendo a los filtros de admisibilidad y procedencia, así como a la posible oposición 

de las partes.  

 

2.2.2.5 Presunción de inocencia y actividad probatoria 

La presunción de inocencia como principio cardinal del Derecho Procesal 

Contemporáneo prevé tres elementos: Como derecho de apoyo al imputado, como 

derecho penal y como derecho de la prueba (Art. II 1 del Título Preliminar de la NCPP); 

como tribunal de justicia, presumir que una persona es inocente requiere que el acusado 

sea tratado como inocente en el momento del delito hasta que se pruebe su culpabilidad. 

 

Como ley penal, la presunción de inocencia se aplica al castigo de un acusado si 

no hay pruebas suficientes y si no hay pruebas suficientes o sospecha razonable; Por otro 

lado, como regla de prueba, la presunción de inocencia exige que la carga de la prueba 

recaiga sobre el acusado; la existencia de prueba y el hecho de que contenga prueba en 

contra del caso, que sea suficiente y que haya sido adquirida y procesada con la prueba 

necesaria. 

 

2.2.2.6 Efectos procesales de la presunción de inocencia 

La presunción de inocencia cumple las siguientes funciones en los casos 7: (i) 

distribución de pruebas (corresponde al acusado probar al culpable); y, (ii) fijar la cuantía 

de la prueba (el caso debe sustanciarse sin lugar a dudas). 

 

Como se señaló anteriormente, el derecho a un juicio justo incluye las siguientes 

áreas del derecho8: (i) El derecho a tener la propiedad de las pruebas contra el acusado; 

y, (ii) El derecho a no ser sancionados si existe sospecha razonable de su responsabilidad 

frente al imputado. 

 

2.2.2.7 La no revictimización frente y la presunción de inocencia  

Con base en lo anterior, destacamos el tema del investigador: "La importancia de 
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la prueba física y oral de la violación de la víctima", y "la violación de la presunción de 

inocencia", dos puntos de partida legítimos y contradictorios. la no reincorporación y el 

derecho a la protección de la víctima, como vemos, los organismos gubernamentales 

encargados de averiguar la verdad sobre los casos de violación en un caso determinado, 

primero lo hace la policía, y luego se le da seguimiento. y el imputado, y luego la misma 

actuación de los jueces, sobre la víctima, la misma que tuvo que pasar por difíciles y 

difíciles interrogantes que revivirían recuerdos de algo del crimen por el que tuvo que 

pasar la víctima. integridad física y sobre todo en la mente de la víctima, por lo que, en 

este sentido, esta persona no debe presentar su caso ante un tribunal, ya que puede 

incitarle a retrasar la investigación y afectar sus sentimientos.  

 

2.3 Definición de términos básicos 

a) Dato probatorio: Reyes (2015) señala que es todo elemento que tiene 

relación, vínculo o afinidad con un determinado hecho fáctico contenido en 

un enunciado de tipo incriminatorio, por tanto, guarda relación con un hecho 

investigado y puesto en conocimiento del juzgador.  

b) Decisión judicial: Rivera y Rojas (2019) Es el resultado del proceso de toma 

de decisiones a nivel judicial, por tanto, es la conclusión de una valoración 

del acervo probatorio y la creadora y modificadora de una situación jurídica 

prexistente en relación a un hecho investigado.  

c) Delito: Rosas (2016) señala que el delito hace referencia a un acto que genera 

lesividad social o daña un bien jurídico penalmente tutelado, por tanto, se trata 

de una acción reprochable y punible por el Estado y que acarrea 

consecuencias jurídicas de tipo penal.  

d) Error: Sánchez (2021) señala que, dentro de la epistemología, hace 

referencia al nivel en que una decisión se puede apartar de la realidad en base 

a la evidencia presentada, es decir, hace referencia a la incorrespondencias 

entre la decisión de la realidad y la verdad del echo fáctico discutido.  
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e) Estándar probatorio: Según Espinosa (2019) el estándar de prueba, dentro 

del proceso penal, es un conjunto de recursos que permiten valorar el grado o 

nivel de suficiencia de una serie de datos probatorios puestos en conocimiento 

de un juzgador en base a un enunciado incriminatorio. 

f) Evidencia: Santamaría (2021) señala que designa el grado epistemológico en 

que un dato probatorio tiene suficiencia para poder demostrar o acreditar la 

existencia de un hecho o corroborar la tesis incriminatoria enunciada, por una 

parte.  

g) Imputado: Sucari (2022) señala que hace referencia a la persona acusada de 

la comisión de la comisión de un hecho delictivito con resultados lesivos para 

bienes jurídicos penalmente tutelados por la normativa penal.  

h) Intangibilidad sexual: Según Noguera (2016) “debe entenderse o concebirse 

como una manifestación clara de la dignidad de las personas y el derecho que 

ostenta todo ser humano a un libre desenvolvimiento de sus características 

personales” (p.53). 

i) Juez: Persona encargada de llevar a cabo la valoración del acervo probatorio 

y de juzgar un determinado hecho a la luz de la ciencia, las máximas de la 

experiencia y la sana lógica.  

j) Motivación: Proceso en que el juez exterioriza o da a conocer los criterios 

tomados en cuenta para valorar el acervo probatorio y llegar a una 

determinada decisión judicial.  

k) Pena: Torres (2021) indica que es la consecuencia derivada de la imposición 

de una sentencia de tipo condenatorio y determinada a través de la decisión 

judicial; se basa en un estadio epistemológico de certeza.  

l) Perito: Vargas (2020) señala que es una persona capacitada y especializada 

que ostenta un conocimiento experto y que puede pronunciarse sobre algún 

extremo de un hecho en proceso de investigación. El perito es una persona 

con experticia en un campo científico y su aporte dentro del proceso penal se 
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basa en el método que emplea, el margen de error y la acreditación del perito.  

m) Presunción de inocencia: Según Armenta (2003) la presunción sobre el 

estado de inocencia del imputado es una regla de juicio sobre el aspecto 

fáctico de la discusión, es decir, es una norma o directriz relacionada con el 

juicio sobre los hechos del proceso penal, por tanto, tiene principal incidencia 

dentro del ámbito de la prueba, ya que desplaza el cargo de probar hacia la 

parte que enuncia la tesis incriminatoria, debiéndose exculpar al imputado en 

caso de que no se pruebe suficientemente su culpabilidad. 

n) Proceso judicial: Vera (2021) indica que es un conjunto de actividades y 

operaciones que tienen por finalidad pautar la averiguación de la verdad en 

relación a un hecho controvertido, por tanto, implica una serie de 

consecuencias jurídicas y administrativas. 

o) Proceso penal: Villacorta (2022) indica que es un tipo de proceso judicial en 

el cual se discute la situación jurídica de una persona acusada de la comisión 

de un determinado acto delictivo o lesivo de bienes jurídicos penalmente 

tutelados.  

p) Prueba: Rodríguez et al. (2018) indica que la prueba es toda actividad 

relacionada a la acreditación de un hecho delictivo, por tanto, es todo dato 

que es capaz de poder generar convicción en un juzgador sobre la realidad de 

un acto delictivo.  

q) Testigo: Rivera y Rojas (2019) indica que el testigo es un veedor o persona 

que presenció el despliegue de una actividad delictiva, por tanto, porta 

información conducente para llevar a cabo el esclarecimiento de los hechos 

sucedidos en base a un enunciado incriminatorio.  

r) Toma de decisiones: Pérez (2019) señala que es un proceso cognitivo 

altamente complejo que tiene por finalidad la valoración de factores, 

contingencias ambientales y condiciones personales para accionar una 

conducta adaptativa frente a desafíos ambientales predeterminados.  
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s) Valoración probatoria: Paredes (2020) señala que es un proceso decisional 

complejo, valorativo y abstracto a través del cual un juzgador realiza una 

apreciación de los datos probatorios puestos a su conocimiento y, en base a 

criterios preestablecidos otorga determinado nivel de virtualidad probatoria a 

algunos elementos en lugar de otros.  

t) Violación sexual: Reyes (2015) señala que es un delito contemplado dentro 

de los delitos contra la libertad; este delito consiste en la realización de un 

acto carnal no consentido por parte de la víctima y que contraviene el derecho 

a la libertad sexual o la facultad de autodeterminarse sexualmente, lo que tiene 

repercusiones a nivel afectivo, emocional, actitudinal y conductual y que 

propicia diferentes niveles de victimización.  
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CAPÍTULO III 

METODOLOGÍA 

 

3.1 Diseño metodológico 

Este trabajo contiene una propuesta de investigación de enfoque cuantitativo, tipo 

básico, nivel relacional, método hipotético-deductivo, diseño no experimental y de corte 

transversal, aspectos que pasamos a desarrollar a continuación:  

 

3.1.1 Enfoque de investigación 

El enfoque investigativo corresponde al enfoque cuantitativo o sumativo, el cual 

es conceptualizado por Sánchez (2019) como el enfoque centrado o direccionado a la 

medición o cuantificación de fenómenos o eventos observables, manifiestos y 

mensurables. La medición tiene por base la posibilidad de asignación de una cifra 

numérica a un atributo o propiedad, por tanto, es susceptible de registro a través del uso 

de utilitarios estadísticos para efectuar el análisis de la información. La finalidad de este 

enfoque es describir, explicar, predecir o controlar las cusas más importantes de un 

fenómeno, por lo que extraer su validez de la estadística.  

 

La investigación presentada llevó a cabo mediciones de las variables de estudio a 

través de instrumentos de investigación validados y con confiabilidad con la finalidad de 

recoger datos y establecer las métricas y estadística para cumplir con los objetivos.  

 

3.1.2 Tipo de investigación 

El tipo de investigación corresponde a la categoría de investigación básica, pues 

según Ñaupas et al. (2018) este tipo de investigación se centra en descubrir nuevos 

conocimientos y tiene por objetivo servir de cimiento a la investigación aplicada o 

tecnológica; y es fundamental ya que comporta la extracción de datos básicos para el 

progreso del conocimiento científico. Por ello, tiene finalidad realizar una contribución 

teórico-doctrinaria en relación a un tópico o tema de interés, profundizando en el 
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conocimiento básico y fundamental de la variable de estudio.  

 

En el caso de la presente investigación buscamos profundizar en la estructura 

dogmático y doctrinaria del estándar de la prueba, naturaleza, funciones, principios y 

efectos procesales; asimismo, en los alcances, efectos, naturaleza y objeto de la 

presunción de inocencia.  

 

3.1.3 Nivel de investigación 

El presente trabajo se desarrolló en un nivel de investigación conocido como nivel 

relacional, a lo cual, Mila et al. (2019) señalan que la investigación relacional es un nivel 

caracterizado por el establecimiento de vínculos o afinidades entre dos variables de 

estudio a través de sus cambios concomitantes o paralelos. Es decir, se centra en la 

determinación de relaciones a través de los cambios observados, tomando en cuenta de 

que no se tratan de fenómenos unidos causalmente  

 

3.1.4 Método de investigación  

El presente trabajo se desarrolló bajo un método investigativo conocido como 

hipotético-deductivo, a lo cual, Ruiz (2020) define el método hipotético-deductivo como 

el método centrado en la enunciación de una hipótesis de investigación y la corroboración 

a través de técnicas de contrastación de enunciados hipotéticos; por otro lado, busca la 

generalización de los resultados, desde la muestra de estudio hacia la población de donde 

fue extraída la misma, por ello, salvaguarda la validez interna de los resultados en relación 

a aspectos de diseño metodológico y la validez externa, en relación al diseño muestral y 

técnica de muestreo.  

 

3.1.5 Diseño de investigación 

El nivel de investigación es de tipo relacional, pues parafraseando al autor Supo 

(2019) podemos caracterizar la investigación explicativa como un tipo pesquisa 

direccionado a la medición de dos variables a fin de establecer una relación, afinidad o 

vínculo entre las ellas; dicha relación se puede plantear a través de una hipótesis de 

naturaleza analítica de corte relacional, la cual excluye la causalidad, pues se basa 
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únicamente en los atributos y sus variaciones al paralelo.  

 

Por otra parte, se trata de una investigación de naturaleza transversal ya que el 

número de momentos de recojo de información es único. Se trata de una investigación no 

experimental de corte retrospectivo y análisis estadístico bivariado.  

 

 

 

Donde: 

M : Muestra 

V1 : Estándar de prueba 

V2 : Presunción de inocencia  

r : Coeficiente de relación de las dos variables 

 

3.2 Cuadro de operacionalización de las variables 

Operacionalización de las variables 

Variable Definición conceptual 

Técnica de 

recojo de 

datos 

Escala de 

medida 

Estándar 

probatorio  

Según Espinosa (2019) el estándar de 

prueba, dentro del proceso penal, es un 

conjunto de recursos que permiten 

valorar el grado o nivel de suficiencia de 

una serie de datos probatorios puestos en 

conocimiento de un juzgador en base a 

un enunciado incriminatorio. 

 

Encuesta Ordinal 

Presunción de 

inocencia 

Según Armenta (2003) la presunción 

sobre el estado de inocencia del 

imputado es una regla de juicio sobre el 

aspecto fáctico de la discusión, es decir, 

es una norma o directriz relacionada con 

el juicio sobre los hechos del proceso 

penal, por tanto, tiene principal 

incidencia dentro del ámbito de la 

prueba, ya que desplaza el cargo de 

Encuesta Ordinal 
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probar hacia la parte que enuncia la tesis 

incriminatoria, debiéndose exculpar al 

imputado en caso de que no se pruebe 

suficientemente su culpabilidad. 

Fuente: Con base en los datos del trabajo de campo. 

 

 

3.3 Población y muestra 

3.3.1 Unidad de análisis 

La unidad de análisis estuvo conformada por el operador del Derecho.  

 

3.3.2 Población 

La presente investigación empleó una muestra intencional ya que la conformación 

de esta estará previamente determinada, es decir, se influirá en su determinación en base 

a la disponibilidad de recursos del investigador.  

 

3.3.3 Muestra 

La muestra estuvo conformada por 127 personas, las cuales se distribuyen de la 

siguiente manera:  

Tabla 1 

Muestra de estudio 

Categoría N° 

Abogados litigantes 78 

Jueces 15 

Fiscales 34 

Total 127 

Fuente: Con base en los datos del trabajo de campo.  
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3.4 Técnicas e instrumentos de recolección de datos 

3.4.1 Técnica de recolección de datos 

Se empleará la técnica de la encuesta, la misma que, según Aguirre y Pabón (2020) 

constituye la principal herramienta de ciencia sociales consistente en el suministro de una 

serie de ítems en forma físico o virtual con la finalidad de conocer la percepción de los 

sujetos sobre un tópico o tema de interés. 

 

3.4.2 Instrumento de recolección de datos 

Instrumentos.  

Como instrumento se empleará el cuestionario, el cual es definido por Aguirre y 

Pabón (2020) como un recurso integrando por ítems que, organizados y subdividíos en 

dominios, buscan cubrir el espectro temático de un determinado tópico de interés 

escogido por el investigador.  

  

a) Cuestionario sobre estándar probatorio:  

Datos sobre el cuestionario 

Estará compuesta por 30 ítems distribuidos en tres (03) dimensiones: suficiencia 

probatoria, aplicación de principios procesales y estándar único de valoración, las cuales 

serán medidas a través de una escala Likert, mientas que sus ítems tendrán las siguientes 

categorías de valoración: (1) totalmente de acuerdo, (2) de acuerdo, (3) ni de acuerdo ni 

en desacuerdo, (4) en desacuerdo y (5) totalmente en desacuerdo. 

 

Validez del instrumento 

La validez de contenido se obtuvo mediante la aplicación de la técnica 

denominada “juicio de expertos”, la cual consiste en la puesta de consideración del 

instrumento diseñado a la evaluación de personas con credenciales y experticia en el 

campo, quienes señalaron las condiciones de aplicabilidad e idoneidad del cuestionario 

sobre estándar probatorio. Este proceso se llevó a cabo en participación de tres personas 

especialistas con amplia trayectoria en el área del Derecho Penal y Procesal Penal y con 

grado académico de Magister registrado en SUNEDU.  
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Tabla 2 

Lista de jueces expertos 

Experto Área de especialidad 

Mg. Jesús Gavilán Parihuana Derecho Penal 

Mg. Wilfredo José Chino Lanchipa Derecho Penal 

Mg. Elsa Peralta Alanya Derecho Penal 

Fuente: Con base en los datos del trabajo de campo.  

Se estableció a través de la aplicación del estadígrafo Alfa de Cronbach, el cual 

arrojó un coeficiente de 0,924, estableciéndose que el instrumento es aplicable.  

 

b) Cuestionario sobre presunción de inocencia 

Estará compuesta por 30 ítems distribuidos en tres (03) dimensiones: principio de 

inviolabilidad, regla de juicio sobre la culpabilidad y acreditación de la culpabilidad, las 

cuales serán medidas a través de una escala Likert, mientas que sus ítems tendrán las 

siguientes categorías de valoración: (1) totalmente de acuerdo, (2) de acuerdo, (3) ni de 

acuerdo ni en desacuerdo, (4) en desacuerdo y (5) totalmente en desacuerdo. 

La validez de contenido se obtuvo mediante la aplicación de la técnica 

denominada “juicio de expertos”, la cual consiste en la puesta de consideración del 

instrumento diseñado a la evaluación de personas con credenciales y experticia en el 

campo, quienes señalaron las condiciones de aplicabilidad e idoneidad del cuestionario 

sobre la presunción de inocencia. Este proceso se llevó a cabo en participación de tres 

personas especialistas con amplia trayectoria en el área del Derecho Penal y Procesal 

Penal y con grado académico de Magister registrado en SUNEDU.  

 

Tabla 3 

Lista de jueces expertos 

Experto Área de especialidad 

Mg. Jesús Gavilán Parihuana Derecho Penal 

Mg. Wilfredo José Chino Lanchipa Derecho Penal 

Mg. Elsa Peralta Alanya Derecho Penal 

Fuente: Con base en los datos del trabajo de campo.  

Se estableció a través de la aplicación del estadígrafo Alfa de Cronbach, el cual 

arrojó un coeficiente de 0,994, estableciéndose que el instrumento es aplicable.  
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3.5 Estrategia para la recolección de datos 

Se contactará directamente a los participantes, solicitándoles su autorización para 

la participación en un estudio sobre el estándar probatorio y el derecho a la presunción de 

inocencia en los delitos contra la intangibilidad o indemnidad sexual. Para ello 

contaremos con su consentimiento por escrito, pediremos sus credenciales como 

profesionales del derecho y pactaremos la modalidad bajo la cual se aplicará dicha 

encuesta, atendiendo a sus actividades laborales y agenda persona. 

Se incidirá en que el uso de la información que brinden en el estudio será usado 

para fines estrictamente académicos y respetando el anonimato de sus aportes. Luego, se 

llevará acabo la calificación manual de los cuestionarios y se recopilará la información 

en una hoja de cálculo de Microsoft Excel y una hoja de trabajo de IBS SPSS 26 con la 

finalidad de poderes realizar el procesamiento estadístico de los datos y llevar a cabo la 

redacción de los resultados. Finalmente, se socializará el informe final de resultados con 

los participantes, los que conservarán una copia del estudio.  

 

3.6 Procesamiento de la información y métodos estadísticos de análisis de datos  

El procesamiento estadístico se llevará a cabo al término de la recopilación de 

datos, de esta manera, se procederá con la calificación de las respuestas, del diseño de la 

matriz de datos, alimentación de la base de datos, otorgando puntajes a cada uno de los 

cuestionarios, posteriormente, se llevará a cabo el procesamiento de la información 

mediante técnicas propias de la estadística descriptivo e inferencial, las que detallaremos 

a continuación:  

En esta primera etapa realizaremos las siguientes operaciones de estadística 

descriptiva, las que deberán cumplirse de manera secuencial de la siguiente manera: 

1° Actividades de codificación: La información recopilada deberá ser codificada 

de manera alfanumérica a fin de organizar y planificar el procesamiento de datos 

estadísticos.  

2° Actividades de calificación: Se llevarán a cabo las actividades para la 

calificación de las encuestas en base a un protocolo de aplicación y calificación acorde a 

los baremos del instrumento.  
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3° Actividades de tabulación de datos: Se llevará a cabo la subida de los puntajes 

de las encuestas dentro de la base de datos prediseñada con la finalidad de procesar la 

información por ítem y dominio.  

4° Actividades de interpretación de los resultados: Se llevará a cabo la redacción 

del informe de resultados cuantitativos con la finalidad de presentar tablas y figuras, así 

como parte interpretativa.  

5° Verificación de la hipótesis: Esta operación tendrá por finalidad el contraste o 

verificación de la hipótesis de trabajo a través  

 

3.7 Instrumentos, equipos materiales e insumos  

• Computadora 

• Internet 

• Libros digitales 

• Tesis 

• Monografías 

 

3.8 Aspectos éticos 

Entre los principales principios éticos considerados en este estudio, tenemos la 

protección de la privacidad de los participantes, siguiendo el uso profesional de los datos 

recopilados, considerados y regulados por el Reglamento sobre Originalidad y Similitud 

de Trabajos de Investigación y Producción Intelectual de la UNJBG y Resolución del 

Consejo Universitario No. 14047-2017-UNJBG. Finalmente, se respetarán los derechos 

intelectuales de los autores que fueron citados en la elaboración de este estudio, 

efectuándose manifestaciones y referencias con base en las normas séptimas de la APA.  
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CAPÍTULO IV 

RESULTADOS DE LA INVESTIGACIÓN 

 

 

4.1. PRESENTACIÓN 

 El presente capítulo tiene como objetivo exponer los resultados obtenidos en el 

marco de la investigación sobre estándar de prueba y presunción de inocencia en el 

proceso penal. La metodología empleada consistió en el suministro y aplicación de la 

encuesta, así como en la realización de entrevistas a expertos en la materia.  

 

Los resultados obtenidos permiten afirmar que el estándar de prueba y la 

presunción de inocencia son dos principios fundamentales en el proceso penal, que se 

complementan y se relacionan de manera estrecha. En relación al estándar de prueba, se 

encontró que este varía en función del tipo de proceso y de la carga probatoria que se 

exige en cada caso. En este sentido, se destaca la importancia de establecer un criterio 

claro y uniforme para determinar el estándar de prueba en los distintos procesos. En 

cuanto a la presunción de inocencia, se evidenció que su reconocimiento como derecho 

fundamental es un logro del Estado de derecho y una garantía para los acusados en un 

proceso penal. No obstante, también se observó que la aplicación efectiva de este 

principio se enfrenta a diversos obstáculos, como la carga probatoria que se impone a la 

defensa o la prensa y opinión pública, que pueden influir en la formación del juicio.  

 

En definitiva, los resultados obtenidos en la presente investigación evidencian la 

complejidad y la importancia de los principios del estándar de prueba y la presunción de 

inocencia en el proceso penal, así como la necesidad de seguir profundizando en su 

estudio y aplicación. En el siguiente capítulo se expondrán las conclusiones obtenidas y 

se propondrán algunas recomendaciones para mejorar la práctica judicial en esta materia.  
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4.2. DESCRIPCIÓN DEL TRABAJO DE CAMPO 

El presente trabajo de campo se llevó a cabo con el objetivo de recabar 

información sobre las percepciones y opiniones de la muestra de estudio en 

relación a los principios del estándar de prueba y la presunción de inocencia en el 

proceso penal. Para ello, se utilizaron encuestas presenciales realizadas en 

diferentes puntos, seleccionados a conveniencia. 

 

El cuestionario utilizado en las encuestas se diseñó a partir de una revisión de 

la literatura especializada y de las recomendaciones de expertos en la materia. Se 

incluyeron preguntas cerradas y abiertas, que permitieron obtener información 

tanto cuantitativa como cualitativa. Asimismo, se incluyeron preguntas sobre las 

características sociodemográficas de los encuestados, como sexo, grado 

académico, campo de especialidad, años de experiencia y ejercicio profesional. 

 

La muestra total de encuestados fue de 127 personas, entre abogados litigantes, 

fiscales y jueces. La selección de los puntos de encuesta se realizó por 

conveniencia, con el fin de obtener una muestra representativa de la población. El 

trabajo de campo se llevó a cabo durante un período de tres semanas, en horarios 

rotativos de mañana, tarde y noche, con el fin de alcanzar a una mayor cantidad 

de personas.  

 

Los resultados obtenidos en las encuestas permitieron conocer las percepciones 

y opiniones de la población en relación a los principios del estándar de prueba y 

la presunción de inocencia en el proceso penal. Entre los hallazgos más relevantes, 

se encontró que la mayoría de los encuestados considera que estos principios son 

fundamentales en un proceso justo y equitativo. Asimismo, se observó que existe 

una gran variedad de opiniones en relación al grado de aplicación efectiva de estos 

principios en el sistema de justicia penal, así como en relación a las posibles 

soluciones para mejorar su implementación.  
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4.3. RESULTADOS 

4.3.1. Análisis descriptivo de los datos sociodemográficos  

Tabla 4 

Información sociodemográfica de la muestra 

Dato Recuento Porcentaje ( %) 

Sexo 

Masculino  98 77 % 

Femenino  29 23 % 

Grado académico 

Bachiller 15 12 % 

Magister 84 66 % 

Doctor 28 22 % 

Campo de especialidad 

Penal 127 100 % 

Años de experiencia 

Menos de 5 años 28 22 % 

Entre 5 a 10 años 74 58 % 

Más de 10 años 25 20 % 

Ejercicio profesional 

Fiscal 34 27 % 

Juez  15 12 % 

Litigante 78 61 % 
Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

 

Considerando los datos aportados por Tabla 6 y Figura 3, es posible advertir que la 

totalidad de operadores del Derecho encuestados asciende a 127, de los cuales 98 (77 %) 

son hombres y 29 (23 %) son mujeres; en cuanto al grado académico alcanzado, 15 (12 

%) ostentan el grado de bachiller, 84 (66 %) el grado de magister y el 28 (22 %) el grado 

de doctor; en cuanto al campo de especialidad, la totalidad de operadores del Derecho se 

desempeña en el ámbito penal (100 %); en cuanto a los años de experiencia, 28 (22 %) 

ostenta menos de 5 años de experiencia, 74 (58 %) el entre 5 a 10 años y 25 (20 %), más 

de 10 años. Finalmente, 34 (27 %) se desempeñan como fiscales, 15 (12 %) como jueces 

y 72 (61 %) como abogados litigantes.  
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4.3.2. Análisis descriptivo de la variable estándar de prueba en los delitos contra la 

indemnidad sexual 

Tabla 5 

Nivel de estándar de prueba en los delitos contra la indemnidad sexual 

 Recuento Porcentaje ( %) 

Bueno 12 9 % 

Regular 34 27 % 

Insuficiente 81 64 % 

Total 127 100 % 
Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

 La muestra de 127 operadores del Derecho revela que solo un 9 % considera “bueno” el 

estándar de prueba en los delitos contra la indemnidad sexual, mientras que un 27 % lo 

valora como “regular” y la amplia mayoría, un 64 %, lo califica de “insuficiente”, lo que 

evidencia una percepción generalizada de deficiencias en la suficiencia de la evidencia, 

la aplicación de los principios probatorios y la solidez del estándar requerido, cuyo 

carácter inadecuado afecta negativamente la valoración probatoria y la correcta 

imputación penal en ámbitos donde se decide sobre derechos fundamentales. 

 

4.3.3. Análisis descriptivo de la dimensión suficiencia probatoria 

Tabla 6 

Nivel de suficiencia probatoria 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De los 127 operadores del Derecho encuestados, el 26 % se mostró totalmente en 

desacuerdo y el 34 % en desacuerdo con que el juez conciba el proceso penal como un 

proceso cognoscitivo y epistémico basado en reglas, mientras que el 14 % se mantuvo 

neutral, el 11 % expresó acuerdo y el 15 % total acuerdo, lo que revela una tendencia 

mayoritaria a cuestionar que la labor judicial se sustente en un modelo estrictamente 

racional y regido por normas epistémicas. 

 Recuento Porcentaje (%) 

Bueno 8 6% 

Regular 24 19% 

Malo 95 75% 

Total 127 100 % 
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Tabla 7 

Naturaleza del proceso 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De los 127 operadores del Derecho encuestados, el 26 % se manifestó totalmente en 

desacuerdo y el 34 % en desacuerdo con que el juez conciba el proceso penal como un 

proceso cognoscitivo y epistémico regido por reglas; un 14 % adoptó una posición 

neutral, mientras que el 11 % expresó acuerdo y el 15 % total acuerdo, lo que evidencia 

una inclinación mayoritaria a rechazar esta visión del rol judicial. 

 

Tabla 8 

Regulación de la suficiencia probatoria 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

 

De los 127 operadores del Derecho encuestados, el 26 % se mostró totalmente en 

desacuerdo y el 34 % en desacuerdo con que la suficiencia probatoria esté adecuadamente 

regulada en la normativa penal vigente para la imputación de delitos contra la indemnidad 

sexual; un 14 % adoptó una posición neutral, mientras que el 11 % expresó acuerdo y el 

15 % total acuerdo, evidenciando una percepción mayoritariamente crítica respecto a la 

claridad y solidez de la regulación actual sobre esta exigencia probatoria. 

  

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 33 26% 

En desacuerdo 43 34% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 18 14% 

De acuerdo 14 11% 

Totalmente de acuerdo 19 15% 

Total 127 100 % 

 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 33 26% 

En desacuerdo 43 34% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 18 14% 

De acuerdo 14 11% 

Totalmente de acuerdo 19 15% 

Total 127 100 % 
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Tabla 9 

Regulación clara 

 

 

 

 

 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De los 127 operadores del Derecho consultados, el 30 % manifestó estar totalmente en 

desacuerdo y el 26 % en desacuerdo con que la normatividad penal regule de manera clara 

las reglas de admisión de los medios de prueba en la imputación de delitos contra la 

indemnidad sexual; un 14 % se mantuvo neutral y otro 14 % expresó acuerdo, lo que 

revela una percepción predominantemente negativa respecto a la claridad normativa en 

esta materia. 

 

Tabla 10 

Verdad formal 

 

 

 

 

 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

 

 De los 127 operadores del Derecho encuestados, el 40 % expresó estar totalmente en 

desacuerdo y el 23 % en desacuerdo con que en el proceso penal vigente prevalezca una 

verdad formal o posible en la imputación de delitos contra la indemnidad sexual; un 13 

% adoptó una posición neutral y solo un 9 % manifestó acuerdo, lo que muestra una 

tendencia mayoritaria a rechazar la idea de que la búsqueda de la verdad en estos casos 

se limite a una concepción formal o meramente probable. 

  

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 38 30% 

En desacuerdo 33 26% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 18 14% 

De acuerdo 18 14% 

Totalmente de acuerdo 20 16% 

Total 127 100 % 

 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 51 40% 

En desacuerdo 29 23% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 16 13% 

De acuerdo 12 9% 

Totalmente de acuerdo 19 15% 

Total 127 100 % 
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Tabla 11 

Duda razonable 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De los 127 operadores del Derecho encuestados, el 21 % se mostró totalmente en 

desacuerdo y el 25 % en desacuerdo con que la duda razonable se utilice para determinar 

la suficiencia probatoria en la imputación de delitos contra la indemnidad sexual; un 19 

% adoptó una postura neutral, mientras que el 16 % expresó acuerdo, reflejando una 

percepción mayormente crítica sobre el uso de este criterio en la valoración probatoria.  

 

Tabla 12 

Declaración de las víctimas 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De los 127 operadores del Derecho consultados, el 37 % se mostró totalmente en 

desacuerdo y el 36 % en desacuerdo con que la declaración de las víctimas se valore 

adecuadamente en la imputación de delitos contra la indemnidad sexual; un 8 % adoptó 

una postura neutral, mientras que el 10 % expresó acuerdo y el 9 % total acuerdo, 

evidenciando una percepción mayoritariamente negativa respecto al tratamiento y 

consideración de este medio de prueba. 

  

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 27 21% 

En desacuerdo 32 25% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 24 19% 

De acuerdo 20 16% 

Totalmente de acuerdo 24 19% 

Total 127 100 % 

 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 47 37% 

En desacuerdo 46 36% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 10 8% 

De acuerdo 13 10% 

Totalmente de acuerdo 11 9% 

Total 127 100 % 
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Tabla 13 

Elementos de corroboración 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De los 127 operadores del Derecho encuestados, el 24 % se mostró totalmente en 

desacuerdo y el 32 % en desacuerdo con que se busque corroborar los elementos de 

convicción mediante otros elementos similares; un 15 % adoptó una posición neutral, 

mientras que el 17 % expresó acuerdo y el 12 % total acuerdo, lo que revela una 

percepción mayoritariamente crítica sobre la práctica de verificación y contraste de los 

elementos de convicción en estos procesos. 

 

Tabla 14 

Nivel de exigencia probatoria 

 Recuento Porcentaje ( %) 

Totalmente en desacuerdo 34 27 % 

En desacuerdo 46 36 % 

Ni de acuerdo ni en 

desacuerdo 

10 8 % 

De acuerdo 26 20 % 

Totalmente de acuerdo 11 9 % 

Total 127 100 % 
Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De los 127 operadores del Derecho encuestados, el 27 % se mostró totalmente en 

desacuerdo y el 36 % en desacuerdo con que el juez aplique un trato diferenciado según 

el nivel de exigencia probatoria en las actuaciones iniciales, la acusación y la condena; 

un 8 % mantuvo una postura neutral, mientras que el 20 % expresó acuerdo y el 9 % total 

acuerdo, lo que refleja una percepción mayoritariamente contraria a la existencia de un 

tratamiento probatorio diferenciado en las distintas etapas del proceso penal. 

  

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 31 24% 

En desacuerdo 41 32% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 19 15% 

De acuerdo 21 17% 

Totalmente de acuerdo 15 12% 

Total 127 100 % 
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Tabla 15 

Valoración individual-conjunta 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De los 127 operadores del Derecho encuestados, el 29 % manifestó estar totalmente en 

desacuerdo y el 33 % en desacuerdo con que el juez realice una valoración individual y 

conjunta de los elementos de prueba; un 11 % adoptó una postura neutral, mientras que 

el 16 % expresó acuerdo y otro 11 % total acuerdo, evidenciando una percepción 

mayoritariamente crítica respecto a la forma en que se evalúan las pruebas en estos 

procesos. 

 

Tabla 16 

Criterios de decisión 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

 De los 127 operadores del Derecho encuestados, el 26 % manifestó estar totalmente en 

desacuerdo y el 35 % en desacuerdo con que la decisión del juez se base en criterios 

claros; un 8 % adoptó una posición neutral, mientras que el 20 % expresó acuerdo y el 12 

% total acuerdo, reflejando una percepción mayoritariamente crítica sobre la claridad y 

coherencia de los criterios utilizados en la toma de decisiones judiciales. 

  

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 37 29% 

En desacuerdo 42 33% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 14 11% 

De acuerdo 20 16% 

Totalmente de acuerdo 14 11% 

Total 127 100 % 

 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 33 26% 

En desacuerdo 44 35% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 10 8% 

De acuerdo 25 20% 

Totalmente de acuerdo 15 12% 

Total 127 100 % 
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4.3.4. Análisis descriptivo de la dimensión aplicación de principios procesales 

Tabla 17 

Nivel de aplicación de principios procesales 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

 De los 127 operadores del Derecho encuestados, el 9 % calificó como “buena” la 

aplicación de los principios procesales dentro del estándar probatorio, el 27 % la consideró 

“regular” y una clara mayoría del 65 % la evaluó como “mala”, lo que evidencia una 

percepción predominante de deficiencias en la forma en que se aplican estos principios en 

los procesos vinculados a la imputación de delitos contra la indemnidad sexual. 

 

Tabla 18 

Libertad probatoria 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De un total de 127 operadores del Derecho encuestados, la mayoría presenta una 

percepción negativa respecto al respeto del principio de libertad en la actividad probatoria 

en los procesos por delitos contra la indemnidad sexual, pues el 33 % se manifestó “en 

desacuerdo” y el 31 % “totalmente en desacuerdo”, sumando un 64 % de opiniones 

desfavorables; en contraste, solo el 24 % expresó estar “de acuerdo” o “totalmente de 

acuerdo”, mientras que un 11 % se mantuvo neutral, lo que evidencia un predominio de 

 Recuento Porcentaje (%) 

Bueno 11 9% 

Regular 34 27% 

Malo 82 65% 

Total 127 100 % 

 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 40 31% 

En desacuerdo 42 33% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 14 11% 

De acuerdo 17 13% 

Totalmente de acuerdo 14 11% 

Total 127 100 % 
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desacuerdo frente al enunciado evaluado. 

Tabla 19 

Pertinencia probatoria 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De los 127 operadores del Derecho encuestados, predomina una percepción negativa 

respecto al respeto del principio de pertinencia en la actividad probatoria en los procesos 

por delitos contra la indemnidad sexual, ya que el 37 % se manifestó “en desacuerdo” y 

el 25 % “totalmente en desacuerdo”, sumando un 62 % de opiniones desfavorables; en 

contraste, solo el 28 % expresó estar “de acuerdo” o “totalmente de acuerdo”, mientras 

que un 9 % adoptó una posición neutral, lo que confirma el predominio del desacuerdo 

frente al enunciado evaluado. 

 

Tabla 20 

Conducencia probatoria 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De los 127 operadores del Derecho encuestados, predomina una percepción desfavorable 

respecto al respeto del principio de conducencia en la actividad probatoria en los procesos 

por delitos contra la indemnidad sexual, dado que el 31 % se manifestó “totalmente en 

desacuerdo” y el 30 % “en desacuerdo”, acumulando un 61 % de opiniones negativas; en 

contraste, solo el 25 % expresó estar “de acuerdo” o “totalmente de acuerdo”, mientras 

que un 13 % mantuvo una posición neutral, evidenciándose así un claro predominio del 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 32 25% 

En desacuerdo 47 37% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 12 9% 

De acuerdo 23 18% 

Totalmente de acuerdo 13 10% 

Total 127 100 % 

 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 40 31% 

En desacuerdo 38 30% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 17 13% 

De acuerdo 17 13% 

Totalmente de acuerdo 15 12% 

Total 127 100 % 
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desacuerdo frente al enunciado evaluado. 

 

Tabla 21 

Utilidad probatoria 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

Los resultados de la Tabla 22 y la Figura 19 evidencian que, de los 127 operadores del 

Derecho encuestados, predomina una percepción negativa respecto al respeto del 

principio de utilidad en la actividad probatoria en los procesos por delitos contra la 

indemnidad sexual, puesto que el 31 % se manifestó “en desacuerdo” y el 26 % 

“totalmente en desacuerdo”, sumando un 57 % de opiniones desfavorables; en contraste, 

el 33 % expresó estar “de acuerdo” o “totalmente de acuerdo”, mientras que un 10 % 

adoptó una posición neutral. 

 

Tabla 22 

Licitud probatoria 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De los 127 operadores del Derecho encuestados, predomina una percepción desfavorable 

respecto al respeto del principio de licitud en la actividad probatoria en los procesos por 

delitos contra la indemnidad sexual, dado que el 32 % se manifestó “en desacuerdo” y el 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 33 26% 

En desacuerdo 39 31% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 13 10% 

De acuerdo 24 19% 

Totalmente de acuerdo 18 14% 

Total 127 100 % 

 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 30 24% 

En desacuerdo 41 32% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 22 17% 

De acuerdo 16 13% 

Totalmente de acuerdo 18 14% 

Total 127 100 % 
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24 % “totalmente en desacuerdo”, acumulando un 56 % de opiniones negativas; en 

contraste, solo el 27 % expresó estar “de acuerdo” o “totalmente de acuerdo”, mientras 

que un 17 % mantuvo una posición neutral. 

 

Tabla 23 

Necesidad probatoria 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De los 127 operadores del Derecho encuestados, prevalece una percepción 

mayoritariamente desfavorable respecto al respeto del principio de necesidad en la 

actividad probatoria en los procesos por delitos contra la indemnidad sexual, ya que el 28 

% se manifestó “en desacuerdo” y el 24 % “totalmente en desacuerdo”, sumando un 52 

% de opiniones negativas; en contraste, el 38 % expresó estar “de acuerdo” o “totalmente 

de acuerdo”, mientras que un 10 % adoptó una posición neutral. 

 

Tabla 24 

Publicidad probatoria 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De los 127 operadores del Derecho encuestados, predomina una percepción negativa 

respecto al respeto del principio de publicidad en la actividad probatoria en los procesos 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 31 24% 

En desacuerdo 35 28% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 13 10% 

De acuerdo 23 18% 

Totalmente de acuerdo 25 20% 

Total 127 100 % 

 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 29 23% 

En desacuerdo 49 39% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 12 9% 

De acuerdo 24 19% 

Totalmente de acuerdo 13 10% 

Total 127 100 % 
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por delitos contra la indemnidad sexual, dado que el 39 % se manifestó “en desacuerdo” 

y el 23 % “totalmente en desacuerdo”, acumulando un 62 % de opiniones desfavorables; 

en contraste, solo el 29 % expresó estar “de acuerdo” o “totalmente de acuerdo”, mientras 

que un 9 % mantuvo una posición neutral, evidenciándose así un claro predominio del 

desacuerdo frente al enunciado evaluado. 

  

Tabla 25 

Contradicción en la actividad probatoria 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De los 127 operadores del Derecho encuestados, prevalece una percepción 

mayoritariamente desfavorable respecto al respeto del principio de contradicción en la 

actividad probatoria en los procesos por delitos contra la indemnidad sexual, ya que el 31 

% se manifestó “en desacuerdo” y el 28 % “totalmente en desacuerdo”, sumando un 59 

% de opiniones negativas; en contraste, el 27 % expresó estar “de acuerdo” o “totalmente 

de acuerdo”, mientras que un 13 % adoptó una posición neutral. 

 

Tabla 26 

Oralidad en la actividad probatoria 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De los 127 operadores del Derecho encuestados, predomina una percepción desfavorable 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 36 28% 

En desacuerdo 39 31% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 17 13% 

De acuerdo 18 14% 

Totalmente de acuerdo 17 13% 

Total 127 100 % 

 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 24 19% 

En desacuerdo 35 28% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 22 17% 

De acuerdo 31 24% 

Totalmente de acuerdo 15 12% 

Total 127 100 % 
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respecto al respeto del principio de oralidad en la actividad probatoria en los procesos por 

delitos contra la indemnidad sexual, dado que el 28 % se manifestó “en desacuerdo” y el 

19 % “totalmente en desacuerdo”, acumulando un 47 % de opiniones negativas; en 

contraste, el 36 % expresó estar “de acuerdo” o “totalmente de acuerdo”, mientras que un 

17 % mantuvo una posición neutral. 

 

Tabla 27 

Adquisición probatoria 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

 De los 127 operadores del Derecho encuestados, prevalece una percepción 

mayoritariamente desfavorable respecto al respeto del principio de adquisición en la 

actividad probatoria en los procesos por delitos contra la indemnidad sexual, ya que el 27 

% se manifestó “en desacuerdo” y el 26 % “totalmente en desacuerdo”, acumulando un 

53 % de opiniones negativas; en contraste, el 31 % expresó estar “de acuerdo” o 

“totalmente de acuerdo”, mientras que un 17 % adoptó una posición neutral. 

  

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 33 26% 

En desacuerdo 34 27% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 21 17% 

De acuerdo 20 16% 

Totalmente de acuerdo 19 15% 

Total 127 100 % 
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4.3.5. Análisis descriptivo de la dimensión estándar único de valoración 

Tabla 28 

Nivel de idoneidad del estándar único de valoración 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

La mayoría percibe el nivel de la dimensión estándar único de valoración del estándar 

probatorio como desfavorable, ya que el 70 % lo califica como “malo”, mientras que solo 

el 22 % lo considera “regular” y un reducido 8 % lo valora como “bueno”, evidenciándose 

así una evaluación predominantemente negativa de dicha dimensión. 

 

Tabla 29 

Función regulatoria 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De los 127 operadores del Derecho encuestados, predomina una percepción negativa 

respecto a la adecuación de la normatividad peruana en la regulación del estándar 

probatorio en los delitos contra la indemnidad sexual, dado que el 32 % se manifestó 

“totalmente en desacuerdo” y el 31 % “en desacuerdo”, acumulando un 63 % de opiniones 

desfavorables; en contraste, solo el 19 % expresó estar “de acuerdo” o “totalmente de 

acuerdo”, mientras que un 17 % mantuvo una posición neutral, confirmándose así el 

predominio del desacuerdo frente al enunciado evaluado. 

 Recuento Porcentaje (%) 

Bueno 10 8% 

Regular 28 22% 

Malo 89 70% 

Total 127 100 % 

 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 41 32% 

En desacuerdo 39 31% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 22 17% 

De acuerdo 12 9% 

Totalmente de acuerdo 13 10% 

Total 127 100 % 
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Tabla 30 

Articulación del estándar probatorio 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

Predomina el desacuerdo respecto a la afirmación de que el juzgador emplea el estándar 

probatorio de manera empírica y asistemática, ya que el 31 % se manifestó “totalmente 

en desacuerdo” y el 30 % “en desacuerdo”, acumulando un 61 % de opiniones contrarias; 

en contraste, el 28 % expresó estar “de acuerdo” o “totalmente de acuerdo”, mientras que 

un 11 % mantuvo una posición neutral, lo que evidencia una tendencia mayoritaria a 

rechazar el contenido del enunciado evaluado. 

 

Tabla 31 

Articulación del estándar probatorio 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De los 127 operadores del Derecho encuestados, el 31 % se mostró totalmente de acuerdo 

con que el actual estándar probatorio permite establecer adecuadamente la suficiencia 

probatoria, seguido de un 23 % que manifestó estar de acuerdo, lo que evidencia una 

tendencia favorable hacia la suficiencia del estándar vigente. No obstante, un 22 % 

expresó desacuerdo o total desacuerdo, mientras que un 14 % se mantuvo en una posición 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 40 31% 

En desacuerdo 38 30% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 14 11% 

De acuerdo 19 15% 

Totalmente de acuerdo 16 13% 

Total 127 100 % 

 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 35 28% 

En desacuerdo 39 31% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 19 15% 

De acuerdo 18 14% 

Totalmente de acuerdo 16 13% 

Total 127 100 % 
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neutral, reflejando que, si bien predomina una valoración positiva, persisten percepciones 

críticas y de incertidumbre respecto a la idoneidad del estándar probatorio actual. 

 

Tabla 32 

Diferencias entre el estándar penal y otros 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De los 127 operadores del Derecho encuestados, predomina una percepción negativa 

respecto a la capacidad de los operadores del Derecho para diferenciar adecuadamente el 

estándar de prueba penal de otros, dado que el 32 % se manifestó “totalmente en 

desacuerdo” y el 31 % “en desacuerdo”, sumando un 63 % de opiniones desfavorables; 

en contraste, solo el 23 % expresó estar “de acuerdo” o “totalmente de acuerdo”, mientras 

que un 13 % mantuvo una posición neutral. 

 

Tabla 33 

Regulación de suficiencia probatoria 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De los 127 operadores del Derecho, se observa una tendencia mayoritaria hacia una 

valoración favorable del aspecto evaluado, concentrándose las respuestas principalmente 

en las categorías de acuerdo y totalmente de acuerdo, aunque coexiste un grupo relevante 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 41 32% 

En desacuerdo 40 31% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 16 13% 

De acuerdo 18 14% 

Totalmente de acuerdo 12 9% 

Total 127 100 % 

 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 21 17% 

En desacuerdo 19 15% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 18 14% 

De acuerdo 29 23% 

Totalmente de acuerdo 40 31% 

Total 127 100 % 
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que manifiesta posiciones críticas o de desacuerdo, lo que evidencia que, si bien existe 

aceptación del estándar analizado. 

  

Tabla 34 

Valoración razonable 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De los 127 operadores del Derecho encuestados, predomina una percepción negativa 

respecto a que el juzgador realice la valoración de la prueba de manera razonable y 

objetiva en los procesos por delitos contra la indemnidad sexual, ya que el 32 % se 

manifestó “totalmente en desacuerdo” y el 29 % “en desacuerdo”, acumulando un 61 % 

de opiniones desfavorables; en contraste, solo el 27 % expresó estar “de acuerdo” o 

“totalmente de acuerdo”, mientras que un 12 % mantuvo una posición neutral. 

 

Tabla 35 

Función específica 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De los 127 operadores del Derecho encuestados, existe una percepción mayoritariamente 

favorable respecto a que el juzgador emplea un nivel adecuado de estándar de prueba en 

los delitos contra la indemnidad sexual, ya que el 28 % se manifestó “de acuerdo” y el 21 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 41 32% 

En desacuerdo 37 29% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 15 12% 

De acuerdo 18 14% 

Totalmente de acuerdo 16 13% 

Total 127 100 % 

 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 27 21% 

En desacuerdo 26 20% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 11 9% 

De acuerdo 36 28% 

Totalmente de acuerdo 27 21% 

Total 127 100 % 
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% “totalmente de acuerdo”, sumando un 49 % de opiniones positivas; en contraste, el 41 

% expresó estar “en desacuerdo” o “totalmente en desacuerdo”, mientras que un 9 % 

adoptó una posición neutral, lo que muestra una ligera prevalencia de valoraciones 

favorables frente al enunciado evaluado. 

 

Tabla 36 

Nivel de sospecha 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De los 127 operadores del Derecho encuestados, existe una percepción mayoritariamente 

favorable respecto a que el juzgador varía el nivel de sospecha según la etapa procesal, 

dado que el 27 % se manifestó “de acuerdo” y el 17 % “totalmente de acuerdo”, 

acumulando un 44 % de opiniones positivas; en contraste, el 47 % expresó estar “en 

desacuerdo” o “totalmente en desacuerdo”, mientras que un 9 % mantuvo una posición 

neutral. 

 

Tabla 37 

Función de fundamentación 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

 De los 127 operadores del Derecho encuestados, predomina una percepción desfavorable 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 31 24% 

En desacuerdo 29 23% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 12 9% 

De acuerdo 34 27% 

Totalmente de acuerdo 21 17% 

Total 127 100 % 

 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 33 26% 

En desacuerdo 37 29% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 16 13% 

De acuerdo 22 17% 

Totalmente de acuerdo 19 15% 

Total 127 100 % 
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respecto a que el juzgador varíe el nivel de estándar probatorio al imponer una medida de 

coerción procesal, dado que el 29 % se manifestó “en desacuerdo” y el 26 % “totalmente 

en desacuerdo”, acumulando un 55 % de opiniones negativas; en contraste, el 32 % 

expresó estar “de acuerdo” o “totalmente de acuerdo”, mientras que un 13 % adoptó una 

posición neutral, confirmándose así el predominio del desacuerdo frente al enunciado 

evaluado. 

 

Tabla 38 

Función epistémica 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De los 127 operadores del Derecho encuestados, existe una percepción ligeramente 

desfavorable respecto a que el juzgador comprenda y aplique adecuadamente el estándar 

de más allá de toda duda razonable, dado que el 24 % se manifestó “en desacuerdo” y 

otro 24 % “totalmente en desacuerdo”, sumando un 48 % de opiniones negativas; en 

contraste, el 38 % expresó estar “de acuerdo” o “totalmente de acuerdo”, mientras que un 

14 % mantuvo una posición neutral, lo que refleja una tendencia crítica moderada frente 

al enunciado evaluado. 

  

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 30 24% 

En desacuerdo 31 24% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 18 14% 

De acuerdo 28 22% 

Totalmente de acuerdo 20 16% 

Total 127 100 % 
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4.3.6. Análisis descriptivo de la variable derecho a la presunción de inocencia  

Tabla 39 

Nivel de aplicación de la presunción de inocencia  

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De los 127 operadores del Derecho encuestados, la mayoría percibe un nivel deficiente en la 

aplicación del derecho a la presunción de inocencia, ya que el 55 % lo califica como 

“insuficiente”, frente a un 31 % que lo considera “regular” y solo un 14 % que lo valora como 

“bueno”. 

 

4.3.7. Análisis descriptivo de la dimensión principio de inviolabilidad  

Tabla 40 

Nivel de aplicación del principio de inviolabilidad 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

Un grupo o sector integrado por veintiún (21) operadores del Derecho se ha posicionado 

dentro de la categoría “bueno”, representando el 17 % de la muestra de estudio; por otro 

lado, Un grupo o sector integrado por cuarenta y uno (41) operadores del Derecho se ha 

posicionado dentro de la categoría “regular”, representando el 32 % de la distribución, 

mientras que un último sector conformado por sesenta y cinco (65) participantes, se ha 

posicionado dentro de la categoría “malo”, reflejando el 51 % de la totalidad de la 

muestra.  

  

 Recuento Porcentaje (%) 

Bueno 18 14% 

Regular 39 31% 

Insuficiente 70 55% 

Total 127 100 % 

 

 Recuento Porcentaje (%) 

Bueno 21 17% 

Regular 41 32% 

Malo 65 51% 

Total 127 100 % 
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Tabla 41 

Regulación de la presunción de inocencia 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De los 127 operadores del Derecho encuestados, no existe una posición claramente 

definida respecto a si la presunción de inocencia se encuentra suficientemente regulada 

en la normatividad penal vigente para los delitos contra la indemnidad sexual, ya que el 

grupo mayoritario (24 %) se manifestó “ni de acuerdo ni en desacuerdo”; no obstante, al 

agrupar las valoraciones, se observa una ligera tendencia favorable, dado que el 43 % 

expresó estar “de acuerdo” o “totalmente de acuerdo”, frente a un 33 % que se mostró “en 

desacuerdo” o “totalmente en desacuerdo”. 

 

Tabla 42 

Garantía constitucional 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

de los 127 operadores del Derecho encuestados, predomina una percepción negativa 

respecto al respeto del principio de presunción de inocencia como garantía constitucional 

en la imputación de los delitos contra la indemnidad sexual, ya que el 29 % se manifestó 

“totalmente en desacuerdo” y el 27 % “en desacuerdo”, acumulando un 56 % de opiniones 

desfavorables; en contraste, el 30 % expresó estar “de acuerdo” o “totalmente de 

acuerdo”, mientras que un 14 % mantuvo una posición neutral. 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 26 20% 

En desacuerdo 16 13% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 31 24% 

De acuerdo 25 20% 

Totalmente de acuerdo 29 23% 

Total 127 100 % 

 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 37 29% 

En desacuerdo 34 27% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 18 14% 

De acuerdo 19 15% 

Totalmente de acuerdo 19 15% 

Total 127 100 % 
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Tabla 43 

Modelo garantista 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De los 127 operadores del Derecho encuestados, predomina una percepción claramente 

negativa respecto al respeto del principio de presunción dentro del marco acusatorio 

garantista del Derecho Penal, dado que el 34 % se manifestó “totalmente en desacuerdo” 

y el 28 % “en desacuerdo”, sumando un 62 % de opiniones desfavorables; en contraste, 

solo el 23 % expresó estar “de acuerdo” o “totalmente de acuerdo”, mientras que un 16 

% mantuvo una posición neutral. 

 

Tabla 44 

Debido proceso 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De los 127 operadores del Derecho encuestados, predomina una percepción altamente 

negativa respecto al respeto del principio de presunción como garantía del debido proceso 

penal en la imputación de los delitos contra la indemnidad sexual, ya que el 39 % se 

manifestó “totalmente en desacuerdo” y el 34 % “en desacuerdo”, acumulando un 73 % 

de opiniones desfavorables; en contraste, solo el 14 % expresó estar “de acuerdo” o 

“totalmente de acuerdo”, mientras que un 13 % mantuvo una posición neutral, lo que 

confirma un marcado predominio del desacuerdo frente al enunciado evaluado. 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 43 34% 

En desacuerdo 35 28% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 20 16% 

De acuerdo 21 17% 

Totalmente de acuerdo 8 6% 

Total 127 100 % 

 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 49 39% 

En desacuerdo 43 34% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 17 13% 

De acuerdo 5 4% 

Totalmente de acuerdo 13 10% 

Total 127 100 % 
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Tabla 45 

Dignidad de la persona humana 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De los 127 operadores del Derecho encuestados, predomina una percepción claramente 

negativa respecto al respeto del principio de presunción de inocencia como manifestación 

del derecho a la dignidad de la persona humana, dado que el 35 % se manifestó 

“totalmente en desacuerdo” y el 33 % “en desacuerdo”, sumando un 68 % de opiniones 

desfavorables; en contraste, solo el 20 % expresó estar “de acuerdo” o “totalmente de 

acuerdo”, mientras que un 12 % mantuvo una posición neutral, evidenciándose así un 

marcado predominio del desacuerdo frente al enunciado evaluado. 

 

Tabla 46 

Límite del poder de castigar 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De los 127 operadores, el 28 % se mostró “totalmente en desacuerdo” y el 25 % “en 

desacuerdo” (53 % en conjunto en posición negativa); un 19 % fue neutral y el 13 % “de 

acuerdo” más un 15 % “totalmente de acuerdo” (28 % en conjunto favorables), reflejando 

una mayoría que niega que la presunción de inocencia limite el ius puniendi estatal. 

  

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 45 35% 

En desacuerdo 42 33% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 15 12% 

De acuerdo 16 13% 

Totalmente de acuerdo 9 7% 

Total 127 100 % 

 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 35 28% 

En desacuerdo 32 25% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 24 19% 

De acuerdo 17 13% 

Totalmente de acuerdo 19 15% 

Total 127 100 % 
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Tabla 47 

Naturaleza relativa 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

Entre los 127 operadores, el 24 % dijo “totalmente en desacuerdo” y el 21 % “en 

desacuerdo” (45 % negativos), el 18 % neutral y el 21 % “de acuerdo” más 17 % 

“totalmente de acuerdo” (38 % positivos), por lo que predomina el desacuerdo respecto a 

que la presunción sea un derecho relativo afectable por razonabilidad/proporcionalidad. 

 

Tabla 48 

Medidas de coerción procesal 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De 127 operadores, el 30 % fue “totalmente en desacuerdo” y el 26 % “en desacuerdo” 

(56 % negativos); el 17 % neutral y el 18 % “de acuerdo” más 9 % “totalmente de 

acuerdo” (27 % favorables), indicando una mayoría que rechaza que las medidas 

coercitivas sean necesarias para la averiguación de la verdad. 

  

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 30 24% 

En desacuerdo 26 21% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 23 18% 

De acuerdo 26 21% 

Totalmente de acuerdo 21 17% 

Total 127 100 % 

 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 38 30% 

En desacuerdo 33 26% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 22 17% 

De acuerdo 23 18% 

Totalmente de acuerdo 11 9% 

Total 127 100 % 
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Tabla 49 

Reglas para valorar la actividad probatoria 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

Entre 127 operadores, el 21 % “totalmente en desacuerdo” y el 26 % “en desacuerdo” (47 

% negativos); 24 % neutral y 13 % “de acuerdo” más 17 % “totalmente de acuerdo” (30 

% positivos), mostrando predominio del desacuerdo sobre la existencia de reglas precisas. 

 

Tabla 50 

Valoración racional de la prueba 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De 127 operadores, el 20 % “totalmente en desacuerdo” y el 31 % “en desacuerdo” (51 

% negativos); 15 % neutral y 18 % “de acuerdo” más 16 % “totalmente de acuerdo” (34 

% positivos), por lo que una mayoría piensa que la imposición de medidas no se basa en 

valoración racional. 

  

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 27 21% 

En desacuerdo 33 26% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 30 24% 

De acuerdo 16 13% 

Totalmente de acuerdo 21 17% 

Total 127 100 % 

 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 26 20% 

En desacuerdo 39 31% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 19 15% 

De acuerdo 23 18% 

Totalmente de acuerdo 20 16% 

Total 127 100 % 

 



80 

 

 

4.3.8. Análisis descriptivo de la dimensión presunción de inocencia material 

Tabla 51 

Nivel de aplicación de la presunción de inocencia material 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

Nivel de aplicación de la presunción de inocencia material: El 60 % de los 127 operadores 

calificó la aplicación como “malo”, 25 % como “regular” y 15 % como “bueno”, 

evidenciando una evaluación mayoritariamente deficiente de la presunción de inocencia 

material. 

 

Tabla 52 

Naturaleza material 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De 127 operadores, 24 % “totalmente en desacuerdo” y 17 % “en desacuerdo” (41 % 

negativos); 24 % neutral y 17 % “de acuerdo” más 17 % “totalmente de acuerdo” (34 % 

positivos), mostrando una tendencia mayoritaria hacia posiciones contrarias a que la 

presunción material se respete en el trato al imputado. 

  

 Recuento Porcentaje (%) 

Bueno 19 15% 

Regular 32 25% 

Malo 76 60% 

Total 127 100 % 

 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 31 24% 

En desacuerdo 22 17% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 30 24% 

De acuerdo 22 17% 

Totalmente de acuerdo 22 17% 

Total 127 100 % 
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Tabla 53 

Limitación de la potestad sancionadora penal 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

Entre 127 operadores, 20 % “totalmente en desacuerdo” y 28 % “en desacuerdo” (48 % 

negativos); 22 % neutral y 18 % “de acuerdo” más 12 % “totalmente de acuerdo” (30 % 

positivos), por lo que predomina el desacuerdo frente a ver la presunción como mera 

limitación al poder sancionador. 

 

Tabla 54 

Verdad provisional 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De 127 operadores, 28 % “totalmente en desacuerdo” y 19 % “en desacuerdo” (47 % 

negativos); 14 % neutral y 17 % “de acuerdo” más 21 % “totalmente de acuerdo” (38 % 

positivos), indicando mayor rechazo a concebir la presunción como una verdad 

provisional. 

  

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 26 20% 

En desacuerdo 35 28% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 28 22% 

De acuerdo 23 18% 

Totalmente de acuerdo 15 12% 

Total 127 100 % 

 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 36 28% 

En desacuerdo 24 19% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 18 14% 

De acuerdo 22 17% 

Totalmente de acuerdo 27 21% 

Total 127 100 % 
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Tabla 55 

Principio rector del proceso 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

Entre 127 operadores, 30 % “totalmente en desacuerdo” y 20 % “en desacuerdo” (50 % 

negativos); 18 % neutral y 20 % “de acuerdo” más 12 % “totalmente de acuerdo” (32 % 

positivos), por lo que la mayoría niega que la presunción marque la directriz del proceso 

penal. 

 

Tabla 56 

Carga de la prueba 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De 127 operadores, 24 % “totalmente en desacuerdo” y 32 % “en desacuerdo” (56 % 

negativos); 18 % neutral y 12 % “de acuerdo” más 14 % “totalmente de acuerdo” (26 % 

positivos), mostrando un claro predominio del desacuerdo respecto al desplazamiento de 

la carga probatoria. 

  

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 38 30% 

En desacuerdo 26 20% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 23 18% 

De acuerdo 25 20% 

Totalmente de acuerdo 15 12% 

Total 127 100 % 

 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 30 24% 

En desacuerdo 41 32% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 23 18% 

De acuerdo 15 12% 

Totalmente de acuerdo 18 14% 

Total 127 100 % 
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Tabla 57 

Criterio de suficiencia probatoria 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

Entre 127 operadores, 30 % “totalmente en desacuerdo” y 28 % “en desacuerdo” (58 % 

negativos); 20 % neutral y 11 % “de acuerdo” más 12 % “totalmente de acuerdo” (23 % 

positivos), evidenciando mayoría que niega que la presunción establezca un criterio de 

suficiencia probatoria. 

 

Tabla 58 

Convencimiento del juzgador 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De 127 operadores, 29 % “totalmente en desacuerdo” y 27 % “en desacuerdo” (56 % 

negativos); 24 % neutral y 10 % “de acuerdo” más 10 % “totalmente de acuerdo” (20 % 

positivos), por lo que la mayoría rechaza que la presunción pueda ser invalidada por el 

convencimiento judicial. 

  

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 38 30% 

En desacuerdo 35 28% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 25 20% 

De acuerdo 14 11% 

Totalmente de acuerdo 15 12% 

Total 127 100 % 

 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 37 29% 

En desacuerdo 34 27% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 30 24% 

De acuerdo 13 10% 

Totalmente de acuerdo 13 10% 

Total 127 100 % 
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Tabla 59 

Motivación de resoluciones judiciales 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

Entre 127 operadores, 29 % “totalmente en desacuerdo” y 32 % “en desacuerdo” (61 % 

negativos); 10 % neutral y 9 % “de acuerdo” más 19 % “totalmente de acuerdo” (28 % 

positivos), indicando predominio del desacuerdo sobre la consideración de la presunción 

en la motivación. 

 

Tabla 60 

Criterio de actividad probatoria 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De 127 operadores, 32 % “totalmente en desacuerdo” y 24 % “en desacuerdo” (56 % 

negativos); 18 % neutral y 11 % “de acuerdo” más 14 % “totalmente de acuerdo” (25 % 

positivos), mostrando mayoría que no considera la presunción criterio para el despliegue 

probatorio. 

  

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 37 29% 

En desacuerdo 41 32% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 13 10% 

De acuerdo 12 9% 

Totalmente de acuerdo 24 19% 

Total 127 100 % 

 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 41 32% 

En desacuerdo 31 24% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 23 18% 

De acuerdo 14 11% 

Totalmente de acuerdo 18 14% 

Total 127 100 % 
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Tabla 61 

Acusación fiscal 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

Entre 127 operadores, 20 % “totalmente en desacuerdo” y 24 % “en desacuerdo” (44 % 

negativos); 17 % neutral y 18 % “de acuerdo” más 20 % “totalmente de acuerdo” (38 % 

positivos), con una ligera predominancia de posiciones contrarias frente a que la Fiscalía 

acuse cuando tiene todas las pruebas. 

 

4.3.9. Análisis descriptivo de la dimensión regla de juicio 

Tabla 62 

Nivel de aplicación de la regla de juicio 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

El 60 % de los 127 operadores calificó el nivel como “malo”, 28 % como “regular” y 12 

% como “bueno”, indicando una percepción mayoritariamente desfavorable de la regla 

de juicio. 

  

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 26 20% 

En desacuerdo 30 24% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 22 17% 

De acuerdo 23 18% 

Totalmente de acuerdo 26 20% 

Total 127 100 % 

 

 Recuento Porcentaje (%) 

Bueno 15 12% 

Regular 36 28% 

Malo 76 60% 

Total 127 100 % 

 



86 

 

 

Tabla 63 

Principio rector de actividad probatoria 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De 127 operadores, 35 % “totalmente en desacuerdo” y 23 % “en desacuerdo” (58 % 

negativos); 10 % neutral y 12 % “de acuerdo” más 20 % “totalmente de acuerdo” (32 % 

positivos), por lo que la mayoría rechaza que la presunción sea principio rector en la 

actividad probatoria. 

 

Tabla 64 

Garantía procesal 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

Entre 127 operadores, 37 % “totalmente en desacuerdo” y 29 % “en desacuerdo” (66 % 

negativos); 9 % neutral y 13 % “de acuerdo” más 11 % “totalmente de acuerdo” (24 % positivos), 

mostrando un fuerte predominio del desacuerdo sobre el respeto procesal de la presunción. 

  

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 44 35% 

En desacuerdo 29 23% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 13 10% 

De acuerdo 15 12% 

Totalmente de acuerdo 26 20% 

Total 127 100 % 

 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 47 37% 

En desacuerdo 37 29% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 12 9% 

De acuerdo 17 13% 

Totalmente de acuerdo 14 11% 

Total 127 100 % 
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Tabla 65 

Regla de juicio probatoria 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De 127 operadores, 26 % “totalmente en desacuerdo” y 34 % “en desacuerdo” (60 % 

negativos); 15 % neutral y 5 % “de acuerdo” más 20 % “totalmente de acuerdo” (25 % 

positivos), indicando que la mayoría considera que el juzgador no entiende la presunción 

como regla de juicio válida. 

 

Tabla 66 

Efectos de carga de la prueba 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

 Entre 127 operadores, 27 % “totalmente en desacuerdo” y 31 % “en desacuerdo” (58 % 

negativos); 19 % neutral y aproximadamente 15 % “de acuerdo” más 11 % “totalmente 

de acuerdo” (≈26 % positivos), mostrando un predominio del desacuerdo respecto al 

respeto del onus probandi. 

  

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 33 26% 

En desacuerdo 43 34% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 19 15% 

De acuerdo 6 5% 

Totalmente de acuerdo 26 20% 

Total 127 100 % 

 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 34 27% 

En desacuerdo 39 31% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 25 19% 

De acuerdo 15 11% 

Totalmente de acuerdo 14 11% 

Total 127 100 % 

 



88 

 

 

Tabla 67 

Probanza de los elementos del delito 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

 De 127 operadores, 29 % “totalmente en desacuerdo” y 28 % “en desacuerdo” (≈57 % 

negativos); 18 % neutral y alrededor de 17 % “de acuerdo” más 17 % “totalmente de 

acuerdo” (≈34 % positivos), por lo que la mayoría considera que el acusador no prueba 

debidamente cada elemento del delito. 

 

Tabla 68 

Medios probatorios eficientes 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

Entre 127 operadores, 32 % “totalmente en desacuerdo” y 25 % “en desacuerdo” (57 % 

negativos); 16 % neutral y 13 % “de acuerdo” más 13 % “totalmente de acuerdo” (26 % 

positivos), evidenciando predominio del rechazo a que el acusador identifique medios 

probatorios eficientes. 

  

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 37 29% 

En desacuerdo 35 28% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 23 18% 

De acuerdo 11 9% 

Totalmente de acuerdo 21 17% 

Total 127 100 % 

 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 41 32% 

En desacuerdo 32 25% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 20 16% 

De acuerdo 17 13% 

Totalmente de acuerdo 17 13% 

Total 127 100 % 
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Tabla 69 

Silencio 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De 127 operadores, 31 % “totalmente en desacuerdo” y 24 % “en desacuerdo” (55 % negativos); 

13 % neutral y 10 % “de acuerdo” más 21 % “totalmente de acuerdo” (31 % positivos), por lo 

que la mayoría niega que el silencio cause perjuicio al acusado. 

 

Tabla 70 

Duda razonable 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS.  

Entre 127 operadores, 32 % “totalmente en desacuerdo” y 28 % “en desacuerdo” (60 % 

negativos); 18 % neutral y 12 % “de acuerdo” más 9 % “totalmente de acuerdo” (21 % 

positivos), mostrando amplia oposición a que las condenas se funden en “más allá de toda 

duda razonable” en la práctica. 

  

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 39 31% 

En desacuerdo 31 24% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 17 13% 

De acuerdo 13 10% 

Totalmente de acuerdo 27 21% 

Total 127 100 % 

 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 41 32% 

En desacuerdo 36 28% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 23 18% 

De acuerdo 15 12% 

Totalmente de acuerdo 12 9% 

Total 127 100 % 
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Tabla 71 

Decisión condenatoria 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

De 127 operadores, 27 % “totalmente en desacuerdo” y 20 % “en desacuerdo” (47 % 

negativos); 15 % neutral y 16 % “de acuerdo” más 23 % “totalmente de acuerdo” (39 % 

positivos), por lo que existe mayor proporción contraria a que las decisiones 

condenatorias confirmen el enunciado más razonable. 

 

Tabla 72 

Criterio de decisión 

 

Fuente: Base de datos y procesamiento en SPSS. 

Entre 127 operadores, 24 % “totalmente en desacuerdo” y 17 % “en desacuerdo” (41 % 

negativos); 13 % neutral y 15 % “de acuerdo” más 32 % “totalmente de acuerdo” (47 % 

positivos), resultando mayoritario el apoyo a que la presunción de inocencia sea criterio 

decisorio en casos de incertidumbre (32 % “totalmente de acuerdo” como categoría más 

representativa). 

  

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 34 27% 

En desacuerdo 25 20% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 19 15% 

De acuerdo 20 16% 

Totalmente de acuerdo 29 23% 

Total 127 100 % 

 

 Recuento Porcentaje (%) 

Totalmente en desacuerdo 30 24% 

En desacuerdo 21 17% 

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 16 13% 

De acuerdo 19 15% 

Totalmente de acuerdo 41 32% 

Total 127 100 % 
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Prueba de normalidad  

Tabla 73 

Prueba de Normalidad 

Variable Estadístico (K–S) gl Sig. 

Estándar de prueba 0,712 127 0,645 

Presunción de inocencia 0,718 127 0,631 

 Fuente: Procesado mediante el programa IBM SPSS V.26 

 

a) Planteamiento de hipótesis 

Hipótesis Nula:  

Ho: Los datos pertenecen a una distribución de tipo normal  

Hipótesis Alterna:  

H1: Los datos no pertenecen a una distribución de tipo normal 

 

b) Interpretación 

En relación a los datos aportados por la Tabla 74 de pruebas de 

normalidad de Kolmogorov-Smirnov, se puede observar que los p-valor de las 

clima social familiar e inteligencia emocional, son mayores que 0,05, por lo 

tanto, se corrobora que los datos de las variables corresponden a una 

distribución normal, por lo que corresponde aplicar un test estadístico 

paramétrico como la correlación de Rho de Spearman. 

 

Prueba de hipótesis  

 Prueba de hipótesis general  

c) Planteamiento de hipótesis 

H0 :   No existe una relación significativa entre el estándar probatorio de la 

imputación en los delitos contra la indemnidad sexual y el derecho a la 

presunción de inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021. 

Ha :    Existe una relación significativa entre el estándar probatorio de la 

imputación en los delitos contra la indemnidad sexual y el derecho a la 
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presunción de inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021. 

 

d) Estadístico de prueba  

Tabla 74 

Prueba de correlación Rho de Spearman  

Correlaciones 

 Estándar probatorio 

Derecho a la 

presunción de 

inocencia 

R
h
o
 d

e 
S

p
ea

rm
an

 

Estándar probatorio 

Rho de Spearman 1,000 0,741** 

Sig. (bilateral) . 0,000 

N 127 127 

Derecho a la 

presunción de 

inocencia 

Rho de Spearman 0,741** 1,000 

Sig. (bilateral) 0,000 . 

N 127 127 

**. La métrica se encuentra contenida dentro del parámetro de significancia 

 

c) Interpretación 

Tomando en consideración los datos aportados por la Tabla 75, con base a un 

valor de coeficiente de correlación (Rho = 0,745) se demuestra que existe correlación 

positiva y alta, por ende, se da por rechazada la hipótesis nula (H0) y se da por admitida 

la hipótesis alterna (H1), permitiendo verificar que existe una relación significativa entre 

el estándar probatorio de la imputación en los delitos contra la indemnidad sexual y el 

derecho a la presunción de inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021. 

 

Prueba de hipótesis específica 1  

 

a) Planteamiento de hipótesis 

H0 :   No existe una relación significativa entre el estándar probatorio de la 

imputación en los delitos contra la indemnidad sexual y el derecho a la 

presunción de inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021. 

Ha :    Existe una relación significativa entre el estándar probatorio de la 
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imputación en los delitos contra la indemnidad sexual y el derecho a la 

presunción de inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021. 

 

b) Estadístico de prueba  

Tabla 75 

Prueba de correlación Rho de Spearman  

Correlaciones 

 Estándar probatorio 

Derecho a la 

presunción de 

inocencia 

R
h
o

 d
e 

S
p
ea

rm
an

 

Estándar probatorio 

Rho de Spearman 1,000 0,648** 

Sig. (bilateral) . 0,001 

N 127 127 

Derecho a la 

presunción de 

inocencia 

Rho de Spearman 0,648** 1,000 

Sig. (bilateral) 0,001 . 

N 127 127 

**. La métrica se encuentra contenida dentro del parámetro de significancia 

 

d) Interpretación 

Tomando en consideración los datos aportados por la Tabla 76, con base a un 

valor de coeficiente de correlación (Rho = 0,648) se demuestra que existe correlación 

positiva y moderada, por ende, se da por rechazada la hipótesis nula (H0) y se da por 

admitida la hipótesis alterna (H1), permitiendo verificar que existe una relación 

significativa entre la suficiencia probatoria en los delitos contra la indemnidad sexual y 

el derecho a la presunción de inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021. 

 

Prueba de hipótesis específica 2 

 

a) Planteamiento de hipótesis 

H0 :   No existe una relación significativa entre la aplicación de principios 

procesales en los delitos contra la indemnidad sexual y el derecho a la 

presunción de inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021. 

Ha :    Existe una relación significativa entre la aplicación de principios 

procesales en los delitos contra la indemnidad sexual y el derecho a la 

presunción de inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021. 
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b) Estadístico de prueba  

Tabla 76 

Prueba de correlación Rho de Spearman  

Correlaciones 

 
Aplicación de 

principios procesales 

Derecho a la 

presunción de 

inocencia 

R
h

o
 d

e 
S

p
ea

rm
an

 

Aplicación de 

principios procesales  

Rho de Spearman 1,000 0,831** 

Sig. (bilateral) . 0,000 

N 127 127 

Derecho a la 

presunción de 

inocencia 

Rho de Spearman 0,831** 1,000 

Sig. (bilateral) 0,000 . 

N 127 127 

**. La métrica se encuentra contenida dentro del parámetro de significancia 

 

e) Interpretación 

Tomando en consideración los datos aportados por la Tabla 75, con base a un 

valor de coeficiente de correlación (Rho = 0,831) se demuestra que existe correlación 

positiva y alta, por ende, se da por rechazada la hipótesis nula (H0) y se da por admitida 

la hipótesis alterna (H1), permitiendo verificar que existe una relación significativa entre 

la aplicación de principios procesales en los delitos contra la indemnidad sexual y el 

derecho a la presunción de inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021. 

 

Prueba de hipótesis específica 3 

a) Planteamiento de hipótesis 

H0 :   No existe una relación significativa entre el estándar único de valoración 

en los delitos contra la indemnidad sexual y el derecho a la presunción 

de inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021. 

Ha :    Existe una relación significativa entre el estándar único de valoración en 

los delitos contra la indemnidad sexual y el derecho a la presunción de 

inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021. 
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b) Estadístico de prueba  

Tabla 77 

Prueba de correlación Rho de Spearman  

Correlaciones 

 
Estándar único de 

valoración 

Derecho a la 

presunción de 

inocencia 

R
h

o
 d

e 
S

p
ea

rm
an

 

Estándar único de 

valoración 

Rho de Spearman 1,000 0,705** 

Sig. (bilateral) . 0,000 

N 127 127 

Derecho a la 

presunción de 

inocencia 

Rho de Spearman 0,705** 1,000 

Sig. (bilateral) 0,000 . 

N 127 127 

**. La métrica se encuentra contenida dentro del parámetro de significancia 

 

f) Interpretación 

Tomando en consideración los datos aportados por la Tabla 75, con base a un 

valor de coeficiente de correlación (Rho = 0,745) se demuestra que existe correlación 

positiva y alta, por ende, se da por rechazada la hipótesis nula (H0) y se da por admitida 

la hipótesis alterna (H1), permitiendo verificar que existe una relación significativa entre 

el estándar único de valoración en los delitos contra la indemnidad sexual y el derecho a 

la presunción de inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021. 
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CAPÍTULO V 

 

DISCUSIÓN 

 

El presente estudio tuvo como objetivo determinar la relación entre el estándar 

probatorio de la imputación en los delitos contra la indemnidad sexual y el derecho a la 

presunción de inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021, a lo cual se 

empleó un diseño de corte no experimental, de corte cuantitativo, tipo básico, nivel 

relacional y de naturaleza transversal, características metodológicas consistentes con la 

naturaleza del fenómeno estudiado y bajo la metodología de recolección de datos de la 

encuesta, apelando a la consideración o valoración de operadores del Derecho quienes, 

en su actividad profesional, han manifestado diversos juicios de valor sobre el nivel de 

idoneidad de un estándar de prueba único para los en los delitos contra la indemnidad 

sexual y el derecho de presunción de inocencia en la ciudad de Tacna. Así, se buscó 

conocer la percepción que tienen los operadores del Derecho como agentes en constante 

actividad respecto de los tópicos de interés analizados, además, se relacionó 

estadísticamente las variables a fin de poder observar vínculos asociativos que nos 

permitan conocer cambios cuantitativos concomitantes, estableciendo relaciones 

empíricas contrastables.  

 

En cuanto al estándar de prueba en los delitos contra la indemnidad sexual, los 

resultados descriptivos apuntan a que un sector mayoritario (64 %) de los operadores del 

Derecho encuestados señala que el nivel de estándar de prueba es insuficiente, 

presentando diversos defectos en cuanto a la suficiencia probatoria, el nivel de 

aplicabilidad de principios probatorios y la naturaleza de estándar único. De esta manera, 

el estándar de prueba insuficiente, puede interpretarse como un conjunto de reglas, dentro 

de un proceso judicial penal, que no regula de manera adecuada la virtualidad probatoria 

de la evidencia presentada para la probanza de una tesis inculpatoria, por tanto, que no es 

capaz de ir más allá de una duda razonable. Estos resultados son coincidentes con las 

conclusiones arribadas por Santiago (2020) quien señaló que, si los tribunales no tienen 
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un estándar uniforme para evaluar la prueba, pueden llegar a conclusiones contradictorias 

en casos similares, lo cual puede socavar la confianza del público en el sistema de justicia 

penal y generar desigualdad en la aplicación de la ley. Por otro lado, Gutiérrez (2019) 

señala que la falta de un estándar uniforme de prueba puede llevar a los tribunales a tomar 

decisiones equivocadas, lo que puede resultar en la condena de personas inocentes o la 

absolución de personas culpables, por ello, si los tribunales no tienen un estándar 

uniforme para evaluar la prueba, pueden depender demasiado de su propia percepción 

subjetiva y sus propias opiniones sobre los hechos. Esto puede llevar a decisiones injustas 

y parciales.  

 

Los resultados descriptivos sugieren que la presencia de un estándar de prueba 

insuficiente mina o perjudica la actividad probatoria y tienen efectos perjudiciales para la 

imputación de delitos, más aún en un juicio penal, ya que el estándar de prueba requerido 

es el más alto posible, pues se discute la posibilidad de restringir bienes jurídicos como 

la libertad y los derechos fundamentales del acusado, lo que es consistente con lo 

presentado por Barrera (2019) quien es de la consideración de que la falta de un estándar 

uniforme de prueba en derecho penal puede generar una serie de problemas que afectan 

tanto a los acusados como a la sociedad en su conjunto, siendo importante que los 

tribunales trabajen para desarrollar y aplicar un estándar uniforme y justo para evaluar la 

prueba en casos penales. 

 

En cuanto a la presunción de inocencia, los resultados descriptivos apuntan a que 

un sector mayoritario (55 %) de los operadores del Derecho encuestados señala que el 

nivel de aplicación de la presunción de inocencia es insuficiente, presentando diversos 

defectos en cuanto al principio de inviolabilidad, presunción de inocencia material y regla 

de juicio. De esta manera, la presunción de inocencia es un principio fundamental del 

derecho penal que establece que una persona acusada de un delito es considerada inocente 

hasta que se demuestre su culpabilidad más allá de una duda razonable, por ende, la 

presunción de inocencia no puede ser insuficiente en sí misma, ya que es un derecho que 

debe ser respetado y protegido por los tribunales en todo momento. Estos resultados son 

coincidentes con las conclusiones arribadas por Guerra (2019) quien señaló que, la falta 

de articulación de la presunción de inocencia puede dificultar la investigación de los 
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delitos, ya que los investigadores deben tener pruebas suficientes para probar la 

culpabilidad de una persona antes de su condena, además, la presunción de inocencia 

puede llevar a la impunidad de aquellos que cometen delitos pero que no pueden ser 

condenados debido a la falta de pruebas suficientes.  

 

La presunción de inocencia en nivel insuficiente, puede interpretarse como una 

situación en la que un tribunal no respeta la presunción de inocencia de un acusado y lo 

trata como si fuera culpable antes de que se presente suficiente evidencia para probar su 

culpabilidad más allá de una duda razonable. Esto puede ocurrir cuando el tribunal usa 

un estándar de prueba insuficiente o cuando no se le permite al acusado el derecho a un 

juicio justo y equitativo, lo que es consistente con lo presentado por Araya (2016) señala 

que la presunción de inocencia puede requerir una carga excesiva de la prueba para probar 

la culpabilidad de una persona, lo que puede dificultar la condena de los delincuentes. De 

esta manera, los acusados pueden tener dificultades para defenderse si no saben qué 

pruebas se requerirán para probar su inocencia, siendo que la falta de un estándar 

uniforme también puede llevar a que los tribunales exijan diferentes tipos o niveles de 

pruebas en diferentes casos, lo que dificulta la preparación de la defensa.  

 

En relación al objetivo general, con un valor p calculado (p=0,000 < α (alfa)= 

0,05), se comprueba la presencia de indicadores estadísticos suficientemente relevantes 

para la confirmación de una relación estadística válida entre el estándar probatorio de la 

imputación en los delitos contra la indemnidad sexual y el derecho a la presunción de 

inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021; por otro lado, con base a un 

valor de coeficiente de correlación (Rho = 0,745) se demuestra que existe correlación 

positiva y alta, por ende, se da por rechazada la hipótesis nula (H0) y se da por admitida 

la hipótesis alterna (H1), permitiendo verificar que existe una relación significativa entre 

el estándar probatorio de la imputación en los delitos contra la indemnidad sexual y el 

derecho a la presunción de inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021. 

Teóricamente, el estándar probatorio permitirá declarar conclusiva la hipótesis fijando los 

límites de la prueba suficiente, la cual una vez arribada se entenderá que la ley reconoce 

que la hipótesis preferente es la más próxima a la verdad y en tal sentido puede actuar 

como una forma de reducir los errores. Este enunciado, nos introduce a la discusión sobre 
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el criterio de determinación de la verdad, entre las que podemos advertir una 

consideración coherentista o de correspondencia (Ferrer, 2007, p. 139). 

 

Estos resultados son coincidentes con los presentados por Coaguila (2017) quien 

señala que la presunción de inocencia y el estándar probatorio garantizan que el Estado 

no pueda condenar a alguien sin pruebas suficientes y que el acusado tenga la oportunidad 

de defenderse contra las acusaciones en su contra. La presunción de inocencia establece 

una carga de la prueba en el Estado para demostrar la culpabilidad, mientras que el 

estándar probatorio establece el nivel de pruebas necesario para cumplir con esa carga.  

 

Asimismo, son coincidentes con los resultados presentados por Santiago (2020) 

quien señaló que el estándar probatorio y la presunción de inocencia son dos conceptos 

fundamentales del derecho penal que están estrechamente relacionados entre sí. Ambos 

conceptos tienen como objetivo garantizar que la justicia se aplique de manera justa e 

imparcial y que se respeten los derechos de los acusados. De esta manera la presunción 

de inocencia establece que una persona es inocente hasta que se demuestre lo contrario. 

Esto significa que el Estado debe demostrar la culpabilidad del acusado más allá de una 

duda razonable antes de condenarlo por un delito. Además, Fernández (2019) 

 

En relación al primer objetivo específico, se comprueba con un nivel del 95 % de 

confianza, que existe una relación significativa entre la suficiencia probatoria en los 

delitos contra la indemnidad sexual y el derecho a la presunción de inocencia en el distrito 

judicial de Tacna, en el año 2021; por otro lado, con base a un valor de coeficiente de 

correlación (Rho = 0,648) se demuestra que existe correlación positiva y moderada, por 

ende, se da por rechazada la hipótesis nula (H0) y se da por admitida la hipótesis alterna 

(H1), permitiendo verificar que existe una relación significativa entre la suficiencia 

probatoria en los delitos contra la indemnidad sexual y el derecho a la presunción de 

inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021. Teóricamente, De Miranda 

(2020) indica que el elemento esencia de un estándar probatorio subyace sobre el 

establecimiento del nivel de un umbral de suficiencia probatoria requerido para que un 

juez tenga legitimidad para pronunciarse válidamente sobre un hecho vertido en juicio. 

 



100 

 

 

Estos resultados son coincidentes con los presentados por Gutiérrez (2019) quien 

señala que la relación entre la suficiencia probatoria y la presunción de inocencia en los 

delitos contra la indemnidad sexual es de gran importancia debido a la complejidad que 

a menudo conllevan este tipo de casos. En los en los delitos contra la indemnidad sexual, 

la presunción de inocencia sigue siendo un principio fundamental, lo que significa que la 

persona acusada es considerada inocente hasta que se demuestre lo contrario. Sin 

embargo, la presunción de inocencia no debe utilizarse como una excusa para minimizar 

la importancia de las denuncias en los delitos contra la indemnidad sexual.  

 

Asimismo, son coincidentes con los resultados presentados por Gutiérrez (2019) 

quien manifiesta que la suficiencia probatoria es crucial para demostrar la culpabilidad 

del acusado, por tanto, es vital que las pruebas presentadas sean suficientes para probar 

más allá de una duda razonable que se cometió el delito sexual y que la persona acusada 

es culpable. Esto puede incluir evidencia física, testimonios de testigos y cualquier otro 

tipo de prueba relevante que pueda ayudar a demostrar la culpabilidad del acusado. Sin 

embargo, la suficiencia probatoria puede ser especialmente difícil de alcanzar en los en 

los delitos contra la indemnidad sexual, ya que a menudo no hay testigos o evidencia 

física. Por esta razón, es importante que los tribunales tomen en cuenta cualquier otra 

prueba relevante que pueda ayudar a demostrar la culpabilidad del acusado, como las 

declaraciones de la víctima.  

 

En relación al segundo objetivo específico, se comprueba con un nivel del 95 % 

de confianza, que existe una relación significativa entre la aplicación de principios 

procesales en los delitos contra la indemnidad sexual y el derecho a la presunción de 

inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021; por otro lado, con base a un 

valor de coeficiente de correlación (Rho = 0,831) se demuestra que existe correlación 

positiva y alta, por ende, se da por rechazada la hipótesis nula (H0) y se da por admitida 

la hipótesis alterna (H1), permitiendo verificar que existe una relación significativa entre 

la aplicación de principios procesales en los delitos contra la indemnidad sexual y el 

derecho a la presunción de inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021. 

Teóricamente, según Espinosa (2019) el estándar de prueba en los casos es un recurso 

legal que permite cuantificar la cantidad de prueba suficiente en los casos que se 
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consideran penales. En nuestro Código Procesal Penal no se fija claramente el estándar 

de prueba que permita medir la plenitud de la prueba. De esta manera, debemos definir y 

determinar si el estándar de valoración de datos probatorios del proceso penal nacional 

cumple con los imperativos de objetividad y racionalidad que dimanan de la presunción 

del estado de inocencia sobre el imputado, el cual debe definirse como una garantía dentro 

de nuestro nuevo esquema procesal penal. 

 

Estos resultados son coincidentes con los presentados por Araya (2016) quien 

manifestó que la aplicación de principios procesales en materia de probanza y la 

presunción de inocencia son fundamentales en los casos en los delitos contra la 

indemnidad sexual. Estos principios trabajan juntos para garantizar que el proceso judicial 

sea justo y que los derechos de todas las partes involucradas sean respetados.  

 

Por otro lado, Guerra (2019) resaltó la importancia de que la presunción de 

inocencia establezca que la persona acusada es inocente hasta que se demuestre lo 

contrario, lo que implica que el Estado tiene la carga de probar la culpabilidad del acusado 

más allá de una duda razonable antes de condenarlo por un delito. En los casos en los 

delitos contra la indemnidad sexual, donde a menudo no hay testigos presenciales y la 

prueba puede ser limitada, esta presunción de inocencia puede ser especialmente 

importante. 

 

Asimismo, son coincidentes con los resultados presentados por Fernández (2019) 

quien explicó que los principios procesales en materia de probanza establecen las reglas 

para la presentación y evaluación de la evidencia en el proceso judicial. Estos principios 

incluyen la regla de exclusión de prueba ilícita, el derecho a un juicio justo y el derecho 

a un debido proceso. En los casos en los delitos contra la indemnidad sexual, es 

especialmente importante que se respeten estos principios, ya que la evidencia puede ser 

más difícil de obtener y evaluar 

 

En relación al tercer objetivo específico, se comprueba con un nivel del 95 % de 

confianza, que existe una relación significativa entre el estándar único de valoración en 

los delitos contra la indemnidad sexual y el derecho a la presunción de inocencia en el 
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distrito judicial de Tacna, en el año 2021; por otro lado, con base a un valor de coeficiente 

de correlación (Rho = 0,745) se demuestra que existe correlación positiva y alta, por ende, 

se da por rechazada la hipótesis nula (H0) y se da por admitida la hipótesis alterna (H1), 

permitiendo verificar que existe una relación significativa entre el estándar único de 

valoración en los delitos contra la indemnidad sexual y el derecho a la presunción de 

inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021. Teóricamente, la valoración de 

la prueba comporta un complejo proceso de razonamiento, caracterizada por ser una 

operación mental analítico, apreciación meticulosa y estimativa por parte de un juez en 

base a los datos probatorios actuados, este razonamiento tiene criterios de valoración de 

fondo, los cuales deberán ser comunicados oportunamente para imprimir racionalidad en 

su decisión, de esta manera, se constituye en fase culminante de la actividad o despliegue 

probatorio.  

 

Estos resultados son coincidentes con los presentados por Villacorta (2022) quien 

explicó que el estándar único de valoración de pruebas y la presunción de inocencia son 

dos conceptos interrelacionados en el contexto de los en los delitos contra la indemnidad 

sexual. En los casos en los delitos contra la indemnidad sexual, la presunción de inocencia 

es fundamental, ya que establece que la persona acusada es inocente hasta que se 

demuestre lo contrario. Esto significa que el Estado tiene la carga de probar la 

culpabilidad del acusado más allá de una duda razonable antes de condenarlo por un 

delito. 

 

Además, Pérez (2019) señala que el estándar único de valoración de pruebas, por 

otro lado, establece el criterio que los tribunales deben seguir al evaluar la evidencia 

presentada en un caso. En los en los delitos contra la indemnidad sexual, donde a menudo 

hay poca evidencia física o testigos presenciales, la valoración de la evidencia puede ser 

especialmente complicada. Por lo tanto, el establecimiento de un estándar único de 

valoración de pruebas es fundamental para garantizar que se tomen en cuenta todas las 

pruebas relevantes y que se evalúen de manera justa y equitativa. 

 

Finalmente, Coaguila (2017) reseña que la presunción de inocencia y el estándar 

único de valoración de pruebas trabajan juntos para garantizar que el proceso judicial en 
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casos en los delitos contra la indemnidad sexual sea justo e imparcial. Los tribunales 

deben seguir el estándar único de valoración de pruebas para evaluar la evidencia 

presentada en un caso y determinar si la evidencia es suficiente para demostrar la 

culpabilidad del acusado más allá de una duda razonable. Además, la presunción de 

inocencia debe ser respetada en todo momento, lo que significa que el Estado tiene la 

carga de probar la culpabilidad del acusado en lugar de que el acusado tenga que 

demostrar su inocencia. Juntos, estos conceptos ayudan a garantizar que el proceso 

judicial en casos en los delitos contra la indemnidad sexual sea justo e imparcial para 

todas las partes involucradas. 
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CONCLUSIONES 

 

1. En relación al objetivo general, con un valor p calculado (p=0,000 < α (alfa)= 

0,05), se comprueba la presencia de indicadores estadísticos suficientemente 

relevantes para la confirmación de una relación estadística válida entre el 

estándar probatorio de la imputación en los delitos contra la indemnidad sexual 

y el derecho a la presunción de inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el 

año 2021; por otro lado, con base a un valor de coeficiente de correlación (Rho 

= 0,745) se demuestra que existe correlación positiva y alta, por ende, se da por 

rechazada la hipótesis nula (H0) y se da por admitida la hipótesis alterna (H1), 

permitiendo verificar que existe una relación significativa entre el estándar 

probatorio de la imputación en los delitos contra la indemnidad sexual y el 

derecho a la presunción de inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el año 

2021. Estos datos revelan la necesidad de contar con un estándar de prueba 

idóneo, ya que la carencia de este puede llevar a los tribunales a tomar decisiones 

erradas, prescindiendo de criterios racionales para la asunción de decisiones 

judiciales justas. 

 

2. En relación al primer objetivo específico, se comprueba con un nivel del 95 % 

de confianza, que existe una relación significativa entre la suficiencia probatoria 

en los delitos contra la indemnidad sexual y el derecho a la presunción de 

inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021; por otro lado, con base 

a un valor de coeficiente de correlación (Rho = 0,648) se demuestra que existe 

correlación positiva y moderada, por ende, se da por rechazada la hipótesis nula 

(H0) y se da por admitida la hipótesis alterna (H1), permitiendo verificar que 

existe una relación significativa entre la suficiencia probatoria en los delitos 

contra la indemnidad sexual y el derecho a la presunción de inocencia en el 

distrito judicial de Tacna, en el año 2021. Estos datos revelan la necesidad de 

que las pruebas presentadas sean suficientes para probar más allá de una duda 

razonable que se cometió el delito sexual y que la persona acusada es culpable, 

incluyendo evidencia física, testimonios de testigos y cualquier otro tipo de 

prueba relevante que pueda ayudar a demostrar la culpabilidad del acusado. 
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3. En relación al segundo objetivo específico, se comprueba con un nivel del 95 % 

de confianza, que existe una relación significativa entre la aplicación de 

principios procesales en los delitos contra la indemnidad sexual y el derecho a la 

presunción de inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021; por otro 

lado, con base a un valor de coeficiente de correlación (Rho = 0,831) se 

demuestra que existe correlación positiva y alta, por ende, se da por rechazada 

la hipótesis nula (H0) y se da por admitida la hipótesis alterna (H1), permitiendo 

verificar que existe una relación significativa entre la aplicación de principios 

procesales en los delitos contra la indemnidad sexual y el derecho a la presunción 

de inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021. Estos datos revelan 

la necesidad de reconocer la importancia de la presunción de inocencia como un 

principio procesal que prescribe que la persona acusada es inocente hasta que se 

demuestre lo contrario, siendo que el Estado tiene la carga de probar la 

culpabilidad del acusado más allá de una duda razonable antes de condenarlo por 

un delito. En los casos de delitos sexuales, donde a menudo no hay testigos 

presenciales y la prueba puede ser limitada, esta presunción de inocencia puede 

ser especialmente importante. 

 

4. En relación al tercer objetivo específico, se comprueba con un nivel del 95 % de 

confianza, que existe una relación significativa entre el estándar único de 

valoración en los delitos contra la indemnidad sexual y el derecho a la presunción 

de inocencia en el distrito judicial de Tacna, en el año 2021; por otro lado, con 

base a un valor de coeficiente de correlación (Rho = 0,745) se demuestra que 

existe correlación positiva y alta, por ende, se da por rechazada la hipótesis nula 

(H0) y se da por admitida la hipótesis alterna (H1), permitiendo verificar que 

existe una relación significativa entre el estándar único de valoración en los 

delitos contra la indemnidad sexual y el derecho a la presunción de inocencia en 

el distrito judicial de Tacna, en el año 2021. Estos datos revelan la necesidad de 

reconocer que el estándar único de valoración de pruebas y la presunción de 

inocencia son dos conceptos interrelacionados en el contexto de los delitos 

sexuales, por tanto, en los casos de delitos sexuales, la presunción de inocencia 
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es fundamental, ya que establece que la persona acusada es inocente hasta que 

se demuestre lo contrario. Esto significa que el Estado tiene la carga de probar 

la culpabilidad del acusado más allá de una duda razonable antes de condenarlo 

por un delito. 
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RECOMENDACIONES 

 

Una vez establecidas las conclusiones de la investigación, se consignan las siguientes 

recomendaciones: 

 

1. Se recomienda el establecimiento de criterios de suficiencia probatoria, ya que 

es fundamental establecer criterios claros y específicos sobre qué tipo y cuánta 

evidencia es necesaria para demostrar la culpabilidad del acusado más allá de 

una duda razonable en casos de delitos sexuales.  

 

2. Se recomienda afianzar la colaboración con expertos, ya que, en casos de delitos 

sexuales, los investigadores pueden necesitar trabajar con expertos forenses, 

psicólogos y otros profesionales para comprender mejor la naturaleza y el 

impacto del delito y para evaluar adecuadamente la evidencia recopilada. 

 

3. Se recomienda la capacitación de jueces y fiscales sobre los delitos sexuales, ya 

que es importante capacitar adecuadamente a los jueces y abogados que manejan 

casos de delitos sexuales para que comprendan mejor la naturaleza y 

complejidad de estos delitos. Esto puede ayudar a garantizar que se sigan las 

mejores prácticas al presentar y evaluar la evidencia y que se respeten los 

derechos de todas las partes involucradas. 

 

4. Se recomienda adoptar enfoques sensibles al género, dado que la mayoría de las 

víctimas de delitos sexuales son mujeres y las desigualdades de género pueden 

afectar la probanza, es importante adoptar enfoques sensibles al género al diseñar 

el estándar de prueba penal. Esto puede incluir la incorporación de la perspectiva 

de género en la valoración de la evidencia y la capacitación de los jueces y 

abogados en enfoques sensibles al género. 

 

5. A los investigadores, llevar a cabo investigaciones con diseños de investigación 

más profundos o de mayor nivel de complejidad, incorporando otras variables 
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vinculadas al fenómeno probatorio y consistentes con las particularidades y 

naturaleza de los fenómenos a investigar.    
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Anexo 1. Matriz de consistencia 

Título de la investigación: ESTÁNDAR PROBATORIO Y EL DERECHO A LA 

PRESUNCIÓN DE INOCENCIA EN DELITOS CONTRA LA INDEMNIDAD 

DEL DISTRITO JUDICIAL DE TACNA, 2021. 

PROBLEMAS OBJETIVOS HIPOTESIS VARIABLES 

DIMENSIONES 

O 

SUBVARIABLES 

Problema 

General 
Objetivo General 

Hipótesis 

General 

Variable 

Independiente 

ESTÁNDAR 

PROBATORIO 

Variable 

Independiente 

¿Cuál es la 

relación entre el 

estándar 

probatorio de la 

imputación en los 

delitos contra la 

indemnidad sexual 

y el derecho a la 

presunción de 

inocencia en el 

distrito judicial de 

Tacna, en el año 

2021? 

 

Determinar la 

relación entre el 

estándar probatorio 

de la imputación en 

los delitos contra la 

indemnidad sexual 

y el derecho a la 

presunción de 

inocencia en el 

distrito judicial de 

Tacna, en el año 

2021. 

 

Existe una 

relación 

significativa 

entre el estándar 

probatorio de la 

imputación en 

los delitos contra 

la indemnidad 

sexual y el 

derecho a la 

presunción de 

inocencia en el 

distrito judicial 

de Tacna, en el 

año 2021. 

 

Según Espinosa 

(2019) el estándar de 

prueba, dentro del 

proceso penal, es un 

conjunto de recursos 

que permiten valorar 

el grado o nivel de 

suficiencia de una 

serie de datos 

probatorios puestos en 

conocimiento de un 

juzgador en base a un 

enunciado 

incriminatorio. 

Suficiencia 

probatoria 

Aplicación de 

principios procesales 

Estándar único de 

valoración 

Problemas 

específicos 

Objetivos 

específicos 

Hipótesis 

específicas 

Variable 

Dependiente 

PRESUNCIÓN DE 

INOCENCIA 

Variable 

Dependiente 

¿Cuál es la 

relación entre la 

suficiencia 

probatoria en los 

delitos contra la 

indemnidad sexual 

y el derecho a la 

presunción de 

inocencia en el 

distrito judicial de 

Tacna, en el año 

2021? 

Determinar la 

relación entre la 

suficiencia 

probatoria en los 

delitos contra la 

indemnidad sexual y 

el derecho a la 

presunción de 

inocencia en el 

distrito judicial de 

Tacna, en el año 

2021. 

Existe una relación 

significativa entre 

la suficiencia 

probatoria en los 

delitos contra la 

indemnidad sexual 

y el derecho a la 

presunción de 

inocencia en el 

distrito judicial de 

Tacna, en el año 

2021 

Según Armenta 

(2003) la presunción 

sobre el estado de 

inocencia del 

imputado es una regla 

de juicio sobre el 

aspecto fáctico de la 

discusión, es decir, es 

una norma o directriz 

relacionada con el 

juicio sobre los hechos 

del proceso penal, por 

tanto, tiene principal 

incidencia dentro del 

ámbito de la prueba, 

ya que desplaza el 

cargo de probar hacia 

la parte que enuncia la 

tesis incriminatoria, 

debiéndose exculpar 

al imputado en caso de 

que no se pruebe 

suficientemente su 

culpabilidad. 

Principio de 

inviolabilidad 

¿Cuál es la 

relación entre la 

aplicación de 

principios 

procesales en los 

delitos contra la 

indemnidad sexual 

y el derecho a la 

presunción de 

inocencia en el 

distrito judicial de 

Establecer la 

afinidad entre la 

aplicación de 

principios procesales 

en los delitos contra 

la indemnidad sexual 

y el derecho a la 

presunción de 

inocencia en el 

distrito judicial de 

Tacna, en el año 

Existe una relación 

significativa entre 

la aplicación de 

principios 

procesales en los 

delitos contra la 

indemnidad sexual 

y el derecho a la 

presunción de 

inocencia en el 

distrito judicial de 

Presunción de 

inocencia material 
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Tacna, en el año 

2021? 

2021. Tacna, en el año 

2021. 

¿Cuál es la 

relación entre el 

estándar único de 

valoración en los 

delitos contra la 

indemnidad sexual 

y el derecho a la 

presunción de 

inocencia en el 

distrito judicial de 

Tacna, en el año 

2021? 

Conocer el vínculo 

entre el estándar 

único de valoración 

en los delitos contra 

la indemnidad sexual 

y el derecho a la 

presunción de 

inocencia en el 

distrito judicial de 

Tacna, en el año 

2021. 

Existe una relación 

significativa entre 

el estándar único 

de valoración en 

los delitos contra 

la indemnidad 

sexual y el derecho 

a la presunción de 

inocencia en el 

distrito judicial de 

Tacna, en el año 

2021 

Regla de juicio 

METODO Y DISEÑO POBLACIÓN Y MUESTRA 
TÉCNICAS E 

INSTRUMENTOS 

Tipo de 

investigación: 
Aplicada 

Población: 

127 

operadores 

del 

Derecho 

Técnica / 

Instrumento 

de 

recolección 

de datos: 

Encuesta / 

Cuestionario 

Enfoque de la 

investigación: 
Cuantitativo 

Tratamiento 

estadístico: 

Estadística 

descriptiva / 

SPSS v. 26.0 

Diseño de 

investigación: 

Tipo: No 

experimental 

Hipótesis 

Nula: 

No hay 

relación 

Sub tipo: 

Observacional 
Muestra: 

127 

operadores 

del 

Derecho 

Hipótesis 

Alternativa: 
Hay relación 

 Método: Intencional 
Prueba 

Estadística: 

Rho de 

Spearman 

(Determinar 

asociación) 

Coeficiente 

Rho de 

Spearman 

 (Intensidad) 
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Anexo 2. Matriz de operacionalización de variables 

Variable 
Definición 

conceptual 

Definición 

conceptual 
Dimensiones Indicadores ítems 

Escala 

de 

medición 

Estándar 

probatorio 

Según Espinosa 

(2019) el 

estándar de 

prueba, dentro 

del proceso 

penal, es un 

conjunto de 

recursos que 

permiten 

valorar el grado 

o nivel de 

suficiencia de 

una serie de 

datos 

probatorios 

puestos en 

conocimiento 

de un juzgador 

en base a un 

enunciado 

incriminatorio. 

 

La definición 

operacional de 

estándar de 

prueba se 

refiere al nivel 

de evidencia 

que se requiere 

para probar un 

hecho o 

afirmación en 

un juicio o 

proceso legal. 

Es la medida 

que se utiliza 

para determinar 

si una prueba es 

suficientemente 

convincente 

para aceptarla 

como 

verdadera o 

como prueba de 

un hecho. 

Suficiencia 

probatoria 

Concepción 

sobre el proceso 
1 

Ordinal 

 

Suficiencia 

probatoria 
2 

Regulación sobre 

admisión de 

pruebas 

3 

Verdad formal 4 

Duda razonable 5 

Declaración de 

las víctimas 
6 

Elementos de 

convicción 
7 

Nivel de 

exigencia 

probatoria 

8 

Valoración 

individual 
9 

Criterios de 

decisión 
10 

Aplicación 

de principios 

procesales 

Principio de 

libertad 
11 

Principio de 

pertinencia 
12 

Principio de 

conducencia 
13 

Principio de 

utilidad 
14 

Principio de 

licitud 
15 

Principio de 

necesidad 
16 

Principio de 

publicidad 
17 

Principio de 

contradicción 
18 

Principio de 

oralidad 
19 

Principio de 

adquisición  
20 

Estándar 

único de 

valoración 

Normatividad 21 

Estándar 

empleado de 

manera empírica 

22 

Estándar legalista 23 

Estándares de 

prueba 

diferenciados  

24 

Establecimiento 

de suficiencia 
25 
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probatoria 

Valoración 

razonable 
26 

Estándar 

específico 
27 

Nivel de estándar 

probatorio 
28 

Medidas de 

coerción procesal  
29 

Duda razonable 30 

Presunción 

de 

inocencia 

Según Armenta 

(2003) la 

presunción 

sobre el estado 

de inocencia 

del imputado es 

una regla de 

juicio sobre el 

aspecto fáctico 

de la discusión, 

es decir, es una 

norma o 

directriz 

relacionada con 

el juicio sobre 

los hechos del 

proceso penal, 

por tanto, tiene 

principal 

incidencia 

dentro del 

ámbito de la 

prueba, ya que 

desplaza el 

cargo de probar 

hacia la parte 

que enuncia la 

tesis 

incriminatoria, 

debiéndose 

exculpar al 

imputado en 

caso de que no 

se pruebe 

suficientemente 

su culpabilidad. 

El derecho a la 

presunción de 

inocencia es un 

principio 

fundamental en 

el derecho penal 

que establece 

que toda 

persona acusada 

de un delito se 

presume 

inocente hasta 

que se 

demuestre su 

culpabilidad 

más allá de toda 

duda razonable. 

Principio de 

inviolabilidad 

Regulación  1 

Ordinal 

 

Garantía 

constitucional 
2 

Marco acusatorio 3 

Garantía de 

debido proceso 
4 

Derecho a la 

dignidad 
5 

Límite del ius 

puniendi 
6 

Derecho relativo 7 

Averiguación de 

la verdad 
8 

Principio de 

culpabilidad 
9 

Valoración 

racional de la 

prueba 

10 

Presunción 

de inocencia 

material 

Tratamiento 

como culpable 
11 

Limitación para 

la potestad 

castigadora 

12 

Verdad 

provisional 
13 

Directriz procesal 14 

Carga de la 

prueba 
15 

Criterio de 

suficiencia 
16 

Convencimiento 

del juzgador 
17 

Motivación de la 

resolución  
18 

Criterios 

actividad 

probatoria 

19 

Acusación 

suficiente 
20 

Regla de 

juicio 

Principio rector 

de la actividad 

probatoria 

21 

Garantía procesal 22 

Regla de juicio 

probatoria 
23 
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Onus probandi 24 

Prueba de los 

elementos típicos 
25 

Medios 

probatorios 
26 

Silencio 27 

Duda razonable 28 

Decisión 

condenatoria 
29 

Criterio de 

decisión 
30 
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Anexo 3. Instrumentos de recolección de datos 

 

FICHA DE DATOS SOCIODEMOGRÁFICOS 

  

 

   Sexo:  Masculino    ( ) 

     Femenino   ( ) 

       

 

 Grado académico:   Bachiller   ( ) 

     Magister   ( ) 

     Doctor    ( ) 

      

 

Campo de especialidad: Penal    ( ) 

    Otro:_______________ ( ) 

    

     

Años de experiencia:  Menos de 5 años  ( ) 

     Entre 5 a 10 años  ( ) 

     Más de 10 años  ( ) 

 

  

Ejercicio profesional:  Fiscal    ( ) 

     Juez    ( ) 

     Litigante   ( ) 
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ESCALA PARA MEDIR ESTÁNDAR DE PRUEBA EN LOS DELITOS 

CONTRA LA INDEMNIDAD SEXUAL 

 

Autor: Juan Carlos Huanacuni Yucra 

 

PRESENTACIÓN 

Le extiendo un grato saludo y hago de su conocimiento que, a continuación, le 

presentaremos 30 preguntas con la finalidad de conocer sus apreciaciones acerca del 

estándar probatorio en el ámbito de la imputación de delitos contra la libertad sexual 

en los casos llevado a cabo en la jurisdicción penal de Tacna.  

 

Para ello, contarás con las siguientes cinco alternativas:  

Totalmente en 

desacuerdo 
En desacuerdo 

Ni de acuerdo 

ni en 

desacuerdo 

De acuerdo 
Totalmente de 

acuerdo 

1 2 3 4 5 
 

INSTRUCCIONES 

- Solo podrás marcar una alternativa con una ASPA (X) 

- No debes dejar ninguna Ítem sin responder 

- Debes responder con la alternativa que más se asemeje a tu percepción sobre el 

tema.  

ESCALA 

Variable 1: Estándar probatorio Categorías 

D1 Dimensión I: Suficiencia probatoria 1 2 3 4 5 

1 
El juez concibe el proceso penal como un proceso 

cognoscitivo y epistémico consistente en reglas. 
     

2 

La suficiencia probatoria se encuentra 

suficientemente regulada dentro de la 

normatividad penal vigente en la imputación en los 

delitos contra la indemnidad sexual. 

     

3 

La normatividad penal regula de manera clara las 

reglas para la admisión de los medios de prueba en 

la imputación en los delitos contra la indemnidad 

sexual. 

     

4 La verdad que prevalece dentro del proceso penal      
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vigente es la verdad formal o la verdad posible en 

la imputación en los delitos contra la indemnidad 

sexual. 

5 

La duda razonable es un recurso que se emplea 

poder determinar la suficiencia probatoria en la 

imputación en los delitos contra la indemnidad 

sexual. 

     

6 

Se valora adecuadamente la declaración de las 

víctimas dentro en la imputación en los delitos 

contra la indemnidad sexual.  

     

7 
Se busca que los elementos de convicción sean 

corroborados por otros elementos de convicción.  
     

8 

El juez brinda un trato diferencial en base al nivel 

de exigencia probatoria de las actuaciones 

iniciales, de la acusación y de la condena.  

     

9 
El juez realiza una valoración individual y conjunta 

de los elementos de prueba. 
     

10 
La decisión del Juez se basa sobre criterios de 

decisión claros.  
     

D2 
Dimensión II: Aplicación de principios 

procesales 
1 2 3 4 5 

11 

Considero que se respeta el principio de libertad en 

la actividad probatoria de los procesos sobre en los 

delitos contra la indemnidad sexual. 

     

12 

Considero que se respeta el principio de pertinencia 

en la actividad probatoria de los procesos sobre en 

los delitos contra la indemnidad sexual. 

     

13 

Considero que se respeta el principio de 

conducencia en la actividad probatoria dentro de 

los procesos sobre en los delitos contra la 

indemnidad sexual. 

     

14 

Considero que se respeta el principio de utilidad en 

la actividad probatoria de los procesos sobre en los 

delitos contra la indemnidad sexual. 

     

15 

Considero que se respeta el principio de licitud en 

la actividad probatoria de los procesos sobre en los 

delitos contra la indemnidad sexual. 

     

16 

Considero que se respeta el principio de necesidad 

en la actividad probatoria de los procesos sobre en 

los delitos contra la indemnidad sexual. 

     

17 

Considero que se respeta el principio de publicidad 

en la actividad probatoria de los procesos sobre en 

los delitos contra la indemnidad sexual. 

     

18 

Considero que se respeta el principio de 

contradicción en la actividad probatoria de los 

procesos sobre en los delitos contra la indemnidad 

sexual. 
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19 

Considero que se respeta el principio de oralidad en 

la actividad probatoria de los procesos sobre en los 

delitos contra la indemnidad sexual. 

     

20 

Considero que se respeta el principio de 

adquisición en la actividad probatoria de los 

procesos sobre en los delitos contra la indemnidad 

sexual. 

     

D2 Dimensión III: Estándar único de valoración 1 2 3 4 5 

21 

Considero que la normatividad peruana norma 

adecuadamente el estándar probatorio de los en los 

delitos contra la indemnidad sexual.  

     

22 
Considero que el juzgador emplea un estándar 

probatorio de manera empírica y asistemática.  
     

23 
Considero que se maneja un estándar probatorio 

consistente con el sistema procesal vigente.  
     

24 

Considero que los operadores del Derecho 

diferencian bien entre el estándar de prueba penal 

de otros.  

     

25 

Considero que el actual estándar probatorio permite 

establecer adecuadamente la suficiencia 

probatoria.  

     

26 

Considero que el juzgador realizar la valoración de 

la prueba de manera razonable y objetiva en los 

procesos sobre en los delitos contra la indemnidad 

sexual.  

     

27 

Considero que el juzgador emplea un nivel de 

estándar de prueba respecto de la materia en los 

delitos contra la indemnidad sexual.  

     

28 
Considero que el juzgador varía el nivel de 

sospecha respecto de la etapa procesal  
     

29 

Considero que el juzgador varía el nivel de estándar 

probatorio cuando se impondrá una medida de 

coerción procesal. 

     

30 

Considero que el juzgador comprende y aplica 

adecuadamente el estándar de “más allá de toda 

duda razonable”.  

     

 

¡Muchas gracias por tu participación! 

Baremos de la variable y sus subindicadores:  

Variable y dimensiones Intervalo Categoría o nivel 

Variable 1: Estándar probatorio 

[30-80] 

[81-130] 

[131-180] 

Bueno 

Regular 

Insuficiente 
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Dimensión I: Suficiencia 

probatoria 

[10-23] 

[24-37] 

[38-60] 

Bueno 

Regular 

Insuficiente 

Dimensión II: Aplicación de 

principios procesales 

[10-23] 

[24-37] 

[38-60] 

Bueno 

Regular 

Insuficiente 

Dimensión III: Estándar único de 

valoración 

[10-23] 

[24-37] 

[38-60] 

Bueno 

Regular 

Insuficiente 

 Nota. Elaborado por el investigador.  
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ESCALA PARA MEDIR PRESUNCIÓN DE INOCENCIA EN LOS 

DELITOS CONTRA LA INDEMNIDAD SEXUAL 

Autor: Juan Carlos Huanacuni Yucra 

 

PRESENTACIÓN 

Le extiendo un grato saludo y hago de su conocimiento que, a continuación, le 

presentaremos 30 preguntas con la finalidad de conocer sus apreciaciones acerca 

de la presunción de inocencia en el ámbito de la imputación de delitos contra la 

libertad sexual en los casos llevado a cabo en la jurisdicción penal de Tacna.  

 

Para ello, contarás con las siguientes cinco alternativas:  

Totalmente 

en desacuerdo 

En 

desacuerdo 

Ni de acuerdo 

ni en 

desacuerdo 

De acuerdo 
Totalmente 

de acuerdo 

1 2 3 4 5 
 

INSTRUCCIONES 

- Solo podrás marcar una alternativa con una ASPA (X) 

- No debes dejar ninguna Ítem sin responder 

- Debes responder con la alternativa que más se asemeje a tu percepción 

sobre el tema. 

ESCALA 

Variable 2: Presunción de inocencia Categorías 

D1 Dimensión I: Principio de inviolabilidad 1 2 3 4 5 

1 

La presunción de inocencia se encuentra 

suficientemente regulada dentro de la 

normatividad penal vigente en la imputación 

en los delitos contra la indemnidad sexual. 

     

2 

Considero que se respeta el principio de 

presunción de inocencia como una garantía 

constitucional dentro del proceso penal en la 

imputación en los delitos contra la indemnidad 

sexual. 

     

3 

Considero que se respeta el principio de 

presunción dentro del marco acusatorio 

garantista del Derecho Penal.  
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4 

Considero que se respeta el principio de 

presunción dentro como una garantía del 

debido proceso penal en la imputación en los 

delitos contra la indemnidad sexual. 

     

5 

Considero que se respeta el principio de 

presunción de inocencia como manifestación 

del derecho a la dignidad de la persona 

humana.  

     

6 

Considero que el principio de presunción de 

inocencia es un límite para el ius puniendi 

estatal.  

     

7 

Considero que el derecho a la presunción de 

inocencia es un derecho relativo que puede ser 

afectado parámetros de razonabilidad y 

proporcionalidad.  

     

8 

Considero que la imposición de medidas de 

coerción procesal es necesaria para la 

averiguación de la verdad. 

     

9 

Considero que la imposición de medidas de 

coerción procesal tiene reglas precisas para 

valorar la actividad probatoria en su cometido 

de derribar el principio de culpabilidad.  

     

10 

Considero que la imposición de medidas de 

coerción procesal se basa más en una 

convicción subjetiva que en una valoración 

racional de la prueba. 

     

D2 
Dimensión II: Presunción de inocencia 

material 
1 2 3 4 5 

11 

Considero que se respeta el derecho de 

presunción de inocencia material dentro del 

proceso ya que no se trata al imputado como 

culpable. 

     

12 

Considero que la presunción de inocencia no 

es un beneficio del imputado, sino una 

limitación para potestad sancionadora del 

Estado.  

     

13 

Considero que la presunción de inocencia es 

una verdad provisional sobre la inocencia del 

imputado. 

     

14 

Considero que la presunción de inocencia 

marca una directriz sobre la cual debe seguir el 

proceso penal.  

     

15 

Considero que la presunción de inocencia 

tiene como principal efecto desplazar la carga 

de la prueba en el acusador.  

     

16 
Considero que la presunción de inocencia 

establece un criterio de suficiencia probatorio 
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dentro del proceso. 

17 

Considero que la presunción de inocencia 

puede ser invalidada por el convencimiento del 

juzgador. 

     

18 

Considero que la presunción de inocencia es 

un criterio que se toma en cuenta para la 

motivación de la resolución judicial.  

     

19 

Considero que la presunción de inocencia es 

un criterio que se toma en cuenta para el 

despliegue de la actividad probatoria.  

     

20 

Considero que la Fiscalía acusa cuando se 

tienen todas las pruebas sobre la comisión del 

delito. 

     

D2 Dimensión III: Regla de juicio  1 2 3 4 5 

21 

Considero que la presunción de inocencia es 

un principio rector dentro del despliegue de la 

actividad probatoria del juicio.  

     

22 

Considero que se respeta el principio de 

presunción de inocencia como una garantía a 

nivel procesal dentro del proceso penal en la 

imputación en los delitos contra la indemnidad 

sexual. 

     

23 

Considero que el juzgador entiende la 

presunción de inocencia como una regla de 

juicio probatoria válida.  

     

24 

Considero que el juzgador respeta los efectos 

procesales de la presunción de inocencia en 

relación al onus probandi de la parte 

acusatoria.  

     

25 

Considero que el acusador prueba cada uno de 

los elementos que configuran el delito 

imputado 

     

26 

Considero que el acusador señala cuáles son 

los medios probatorios que acreditan cada uno 

de los hechos que configuran cada uno de los 

elementos del delito imputado 

     

27 
Considero que el silencio no causa perjuicio al 

acusado 
     

28 

Considero que las decisiones condenatorias se 

fundan sobre el presupuesto “más allá de toda 

duda razonable”.  

     

29 

Considero que las decisiones condenatorias 

confirman el enunciado más razonable dentro 

del proceso.  

     

30 
Considero que la presunción de inocencia es 

un criterio de decisión en casos de 
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incertidumbre acerca de los hechos imputados.  

 

¡Muchas gracias por tu participación! 

 

Baremos de la variable y sus subindicadores:  

Variable y dimensiones Intervalo Categoría o nivel 

Variable 1: Presunción de 

inocencia 

[30-80] 

[81-130] 

[131-180] 

Bueno 

Regular 

Insuficiente 

Dimensión I: Principio de 

inviolabilidad 

[10-23] 

[24-37] 

[38-60] 

Bueno 

Regular 

Insuficiente 

Dimensión II: Presunción de 

inocencia material 

[10-23] 

[24-37] 

[38-60] 

Bueno 

Regular 

Insuficiente 

Dimensión III: Regla de juicio 

[10-23] 

[24-37] 

[38-60] 

Bueno 

Regular 

Insuficiente 

 Nota. Elaborado por el investigador.  
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Anexo 4. Confiabilidad de los instrumentos de recolección de datos 

Variable 1: Estándar probatorio  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Variable 2: Presunción de inocencia 
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Anexo 5. Base de datos 

Casos 

Datos sociodemográficos 

Sexo Grado académico Especialidad Años de experiencia Ejercicio profesional 

1 M Magister Penal Menos de 5 años Fiscal 

2 F  Bachiller Penal Entre 5 a 10 años Litigante 

3 M Bachiller Penal Más de 10 años Juez 

4 M Magister Penal Más de 10 años Litigante 

5 M Bachiller Penal Más de 10 años Fiscal 

6 F  Doctor Penal Más de 10 años Fiscal 

7 F  Magister Penal Más de 10 años Litigante 

8 M Magister Penal Más de 10 años Litigante 

9 M Magister Penal Menos de 5 años Litigante 

10 F  Magister Penal Más de 10 años Litigante 

11 M Doctor Penal Más de 10 años Juez 

12 M Magister Penal Menos de 5 años Litigante 

13 M Bachiller Penal Más de 10 años Fiscal 

14 M Bachiller Penal Menos de 5 años Fiscal 

15 M Magister Penal Menos de 5 años Litigante 

16 M Magister Penal Menos de 5 años Litigante 

17 M Bachiller Penal Menos de 5 años Litigante 

18 F  Bachiller Penal Entre 5 a 10 años Litigante 

19 M Magister Penal Menos de 5 años Juez 

20 M Bachiller Penal Entre 5 a 10 años Litigante 

21 M Doctor Penal Menos de 5 años Fiscal 

22 F  Magister Penal Entre 5 a 10 años Fiscal 

23 F  Magister Penal Menos de 5 años Litigante 

24 M Magister Penal Entre 5 a 10 años Litigante 

25 M Magister Penal Más de 10 años Litigante 

26 F  Bachiller Penal Más de 10 años Juez 

27 M Bachiller Penal Más de 10 años Litigante 

28 M Bachiller Penal Más de 10 años Fiscal 

29 M Magister Penal Más de 10 años Fiscal 

30 F  Magister Penal Más de 10 años Litigante 

31 F  Doctor Penal Menos de 5 años Litigante 

32 M Doctor Penal Entre 5 a 10 años Fiscal 

33 M Bachiller Penal Más de 10 años Litigante 

34 F  Bachiller Penal Más de 10 años Fiscal 

35 M Magister Penal Más de 10 años Fiscal 

36 M Magister Penal Más de 10 años Litigante 

37 M Magister Penal Más de 10 años Litigante 

38 F  Magister Penal Más de 10 años Litigante 

39 M Bachiller Penal Menos de 5 años Fiscal 

40 M Bachiller Penal Más de 10 años Litigante 

41 M Bachiller Penal Más de 10 años Litigante 

42 M Magister Penal Menos de 5 años Juez 

43 M Magister Penal Más de 10 años Litigante 

44 M Doctor Penal Menos de 5 años Juez 
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Variable 1: Estándar probatorio

 

C
a
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s 

Variable 1: Estándar probatorio 
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Variable 2: Derecho a la presunción de inocencia 

p1 p2 p3 p4 p5 p6 p7 p8 p9 p10 p11 p12 p13 p14 p15 p16 p17 p18 p19 p20 p21 p22 p23 p24 p25 p26 p27 p28 p29 p30 D1 D2 D3 V2 

1 1 3 1 1 2 2 3 1 3 2 4 3 5 1 4 5 1 2 5 4 5 5 3 4 3 1 2 4 4 1 20 34 32 86 

2 1 5 1 2 1 3 1 1 1 3 3 1 2 1 3 1 2 1 3 1 2 1 5 5 5 4 5 3 5 2 23 24 44 91 

3 1 2 1 2 1 5 1 2 4 1 1 2 3 1 1 2 3 1 1 2 3 1 5 4 5 4 5 2 1 1 27 27 32 86 

4 2 3 1 3 1 1 1 2 3 2 1 2 1 1 1 2 1 1 1 2 1 1 4 2 2 4 1 2 2 2 37 29 24 90 

5 2 1 1 5 1 2 1 3 1 2 1 2 3 2 1 2 3 2 1 2 3 2 3 2 3 1 4 4 4 4 27 31 28 86 

6 2 3 1 2 1 2 1 2 2 2 2 1 1 2 2 1 1 3 1 2 1 3 1 2 1 5 5 5 1 3 38 32 23 93 

7 1 1 2 3 1 3 2 2 2 2 2 2 1 2 2 2 1 1 2 3 1 1 2 3 1 5 4 5 5 2 29 37 26 92 

8 2 1 2 1 1 2 2 4 3 2 2 1 1 1 2 1 1 1 2 1 1 1 2 1 1 4 2 2 3 3 31 33 36 100 

9 1 1 2 3 2 2 2 4 2 2 1 2 2 3 1 2 2 1 2 3 2 1 2 3 2 3 2 3 3 2 26 33 37 96 

10 2 2 1 1 2 4 1 3 2 1 2 1 2 1 2 3 2 2 1 1 2 2 1 1 2 1 4 3 5 4 29 28 36 93 

11 1 2 2 1 2 4 2 1 4 2 1 2 2 1 2 1 2 2 2 1 2 2 2 1 2 4 3 1 5 5 35 29 37 101 

12 2 2 1 1 1 3 1 3 4 2 2 1 1 1 2 3 1 2 1 1 1 3 1 2 1 5 2 3 1 3 31 28 22 81 

13 1 1 2 2 2 1 2 4 3 2 1 2 2 2 1 1 3 1 2 1 2 1 2 3 1 3 5 4 5 2 29 27 36 92 

14 2 2 1 2 1 3 1 4 1 3 2 1 1 2 2 1 1 2 3 1 1 1 2 1 1 2 3 3 1 5 25 30 31 86 

15 1 1 2 2 2 4 2 3 3 1 1 3 2 2 1 1 1 2 1 1 2 1 2 3 2 1 5 3 3 5 27 28 25 80 

16 3 2 1 1 1 4 1 2 4 5 2 1 1 1 2 2 1 2 3 2 1 2 1 1 2 1 1 2 2 3 20 31 25 76 

17 1 1 2 2 2 3 2 1 4 4 1 2 2 2 1 2 2 1 1 2 1 2 2 1 2 1 2 1 5 2 30 29 26 85 

18 2 2 1 1 1 2 1 2 3 5 3 3 1 1 2 2 2 2 1 2 1 2 1 1 1 2 1 3 2 3 28 34 29 91 

19 3 1 3 2 2 1 3 4 2 1 1 1 2 2 1 1 2 1 1 1 2 1 2 2 2 2 2 2 2 5 30 26 30 86 

20 1 2 1 1 1 2 1 5 1 5 1 2 1 1 2 2 1 2 2 2 2 2 1 2 1 2 1 2 2 5 21 35 33 89 

21 2 1 2 2 3 4 1 1 2 1 4 2 4 2 1 1 2 1 2 1 2 1 2 2 2 1 2 3 4 4 33 33 25 91 

22 4 3 3 1 1 5 4 2 4 2 4 2 3 1 3 2 1 2 2 2 1 2 1 1 1 2 2 3 1 2 34 31 24 89 

23 1 1 1 2 1 1 1 1 5 1 3 4 5 2 1 1 1 2 1 2 2 3 1 2 3 3 1 4 4 3 31 28 26 85 

24 2 1 2 1 4 2 2 1 1 2 3 3 1 1 2 2 3 1 3 3 1 1 2 4 2 4 3 1 1 5 34 29 30 93 

25 3 4 2 4 5 2 1 4 2 2 3 4 2 3 3 1 1 2 1 1 2 1 1 5 1 2 5 1 5 1 32 28 31 91 

26 1 4 2 3 2 3 4 3 5 1 3 5 1 1 1 2 1 1 1 2 1 4 3 2 3 3 2 4 4 5 28 34 31 93 

27 2 3 4 5 2 2 3 1 1 2 5 4 1 1 2 1 4 3 4 2 4 5 1 4 5 1 3 2 2 1 27 36 28 91 

28 1 3 3 1 2 5 4 4 4 3 3 4 5 4 2 4 5 1 4 2 3 2 1 5 5 5 3 5 3 1 33 35 33 101 

29 4 5 5 1 5 5 3 3 2 1 1 1 1 4 2 3 2 1 3 4 5 2 4 1 3 4 3 2 3 1 33 22 29 84 

30 1 3 4 1 1 5 5 4 4 2 4 3 2 3 4 5 2 4 3 3 1 2 5 3 5 2 1 4 3 1 37 28 25 90 

31 2 2 5 5 1 5 5 2 5 1 3 3 2 3 3 1 2 5 2 4 2 3 2 1 2 5 2 2 4 4 36 29 32 97 

32 3 1 2 1 4 5 1 2 5 3 3 1 2 4 4 2 3 2 4 3 4 5 2 4 4 3 5 3 4 5 33 30 40 103 

33 1 2 3 1 2 1 5 3 4 1 1 2 2 4 3 4 5 2 1 3 3 1 2 4 5 2 2 2 3 3 25 23 30 78 

34 1 2 1 1 4 1 2 2 2 2 3 2 4 4 3 3 1 2 2 5 4 5 5 3 2 4 5 4 3 1 25 28 36 89 

35 1 2 3 2 2 5 5 3 5 1 3 5 4 4 4 2 1 1 2 1 2 1 2 1 4 3 3 4 1 4 39 33 29 101 

36 2 3 1 2 1 2 4 2 1 4 3 5 5 5 3 1 3 2 1 2 2 2 3 4 2 3 4 5 2 2 34 31 40 105 

37 2 1 2 3 1 3 1 3 2 3 1 4 4 4 5 2 1 1 1 2 1 1 3 3 1 3 3 1 2 5 29 29 32 90 

38 2 1 2 1 1 1 1 2 1 3 1 2 5 4 1 2 3 4 5 2 2 4 5 5 4 5 5 1 5 5 17 32 30 79 

39 1 1 2 3 2 5 1 4 5 2 3 3 2 2 2 1 3 3 1 2 5 1 3 4 1 3 4 1 1 5 38 21 30 89 

40 2 2 1 1 2 1 2 4 2 5 5 5 5 1 1 4 5 5 1 5 5 2 2 5 2 2 5 5 1 5 24 36 30 90 

41 1 2 2 1 2 1 4 3 5 3 3 2 1 2 1 1 3 4 1 1 5 3 1 2 3 1 2 1 4 5 29 17 24 70 

42 2 2 1 1 1 3 4 3 1 4 5 1 3 2 5 2 2 5 5 1 5 1 2 3 1 2 3 1 2 1 27 25 36 88 

43 1 1 2 2 2 4 3 3 5 5 4 2 5 1 1 3 1 2 1 4 5 1 2 1 1 2 1 1 4 1 38 33 34 105 

44 2 2 1 2 1 1 4 2 5 4 4 2 4 1 2 1 2 3 1 2 1 1 2 3 1 2 3 2 2 5 37 28 30 95 

45 1 1 2 2 2 5 5 3 1 5 2 1 2 3 2 1 2 1 1 4 1 2 3 1 2 3 1 2 1 2 37 28 37 102 

46 2 2 1 1 1 1 4 5 1 3 1 5 1 1 2 1 2 3 2 2 5 2 1 2 2 1 2 3 1 3 31 22 29 82 

47 1 1 2 2 2 5 4 1 2 4 3 2 5 5 5 2 3 1 2 1 2 2 1 2 2 1 2 1 1 1 31 33 27 91 

48 3 2 1 1 1 1 4 3 1 5 5 5 1 1 2 2 1 2 3 1 3 1 1 2 1 1 2 3 2 5 31 31 30 92 

49 1 1 3 2 2 3 4 2 5 2 2 3 3 3 3 2 1 2 1 1 1 4 4 3 3 2 2 3 4 5 29 35 35 99 

50 1 2 1 1 1 3 3 4 3 5 3 4 4 5 3 1 1 2 3 2 5 5 2 1 1 1 3 3 3 3 32 33 24 89 

51 4 1 2 2 3 3 4 2 3 2 4 4 1 1 2 3 3 1 2 4 2 4 5 4 5 2 1 1 2 4 34 25 30 89 

52 4 3 3 1 1 3 1 1 1 4 4 3 5 5 1 3 1 2 1 3 5 4 5 4 1 2 5 2 5 5 29 28 38 95 

53 3 1 1 2 1 3 4 1 3 2 1 2 5 5 4 1 4 1 5 2 4 1 5 4 4 1 1 4 5 2 30 30 31 91 

54 3 1 2 1 4 1 4 5 3 2 4 4 3 4 5 3 2 1 3 3 1 3 3 2 2 1 5 4 2 3 28 32 26 86 

55 5 4 2 4 5 4 3 1 4 2 1 2 3 1 3 5 3 5 1 4 4 1 2 2 3 4 5 2 2 1 33 28 19 80 

56 4 4 2 3 2 4 3 2 2 1 3 4 1 2 2 3 4 2 5 1 5 5 2 1 3 3 1 2 5 5 29 27 33 89 

Variable 2: Presunción de inocencia 
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